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ACTA SESIÓN Nº 9/17
COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID

(25 de octubre de 2017)

En la ciudad de Valladolid, siendo las nueve horas y treinta minutos del día veinticinco de octubre de dos mil diecisiete, se reunió en la Sala de Juntas de la 7ª Planta del Edificio Administrativo de Usos Múltiples, en segunda convocatoria, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, bajo la Presidencia del Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, D. Pablo Trillo – Figueroa y Martínez – Conde y bajo la Presidencia del Jefe del Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, D. Félix Romanos Marín en los asuntos en los que el Delegado territorial debe abstenerse (a partir del punto B.3), con la asistencia de los siguientes miembros-vocales:

Vicepresidente:

· D. Félix Romanos Marín. Servicio Territorial de Fomento
Jefes de Servicio Territorial de la Delegación Territorial:

· D. Félix Romanos Marín - Servicio Territorial de Fomento

· D. Luis Hurtado Vergara - Servicio Territorial de Medio Ambiente 

· D. Leopoldo Cortejoso García - Servicio Territorial de Cultura.

· Dª Isabel del Blanco Alvarez - Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo. 
· D. Jesús Cortes del Amo. Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería

Centro Directivo en materia de Urbanismo

· Dª Mercedes Casanova Roque

Administración General del Estado: 

· Dª. Alfredo Catalina Gallego – Confederación Hidrográfica del Duero.
Representante de la Diputación Provincial:

· D. Luis Torroglosa Martínez
Representante de la FRMP:

· D. Manuel Agustín Fernández González

Representante de sindicatos:
· D. Constantino Mostaza Saavedra. 
· Dª. Berta Garrido Tovar
Representante de asociaciones empresariales:

· D. Alberto López Soto
Representante de organizaciones agrarias:

· D. Gregorio Sanz Muñoz
Representante de colegios profesionales competentes en urbanismo:

· D. Jesús Eliz Cantalapiedra.

· D. Carlos J. Moreno Montero. 

Representante de colegios profesionales competentes en prevención ambiental:

· D. José Antonio Gallego Sancho. 

Representante del colegio de secretarios:
· D. Raúl Elvira Fernández. 
Vocalías de libre designación:
· D. Juan Carlos Sacristán Gómez
Asesores: Dª. Pilar Antolín Fernández, D. Alejandro Meana Gutiérrez, D. Francisco Javier Caballero Villa, técnicos de la Delegación Territorial.

Secretaria: Dª. Isabel Fernández Contero
Al existir quórum suficiente, se declaró constituida la Comisión y abierta la sesión por el Presidente.

Hecho lo cual se procedió al examen de los puntos incluidos en el orden del día.

I.- LECTURA Y APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL ACTA DE LA SESION ANTERIOR.

Conocido por todos los asistentes el contenido del Acta de la sesión anterior, celebrada el día 20 de septiembre de dos mil diecisiete, y no formulándose a su texto enmienda o corrección alguna, fue aprobada por unanimidad.

II.- ESTUDIO Y RESOLUCIÓN DE ASUNTOS COMPRENDIDOS EN EL ORDEN DEL DÍA.

Acto seguido, se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integraban el segundo punto del orden del día, comenzando por el capítulo  “A) URBANISMO”:

1.- Planeamiento 

A.1.1.- NORMAS URBANISTICAS MUNICIPALES.- CAMPASPERO.- (EXPTE. CTU 58/13).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta minutos, los mismos no comparecieron el Sr. Alcalde, D. David Martín García.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Campaspero cuenta con Normas Subsidiarias vigentes desde octubre de 1995, posteriormente se han realizado una serie de modificaciones puntuales con el fin de o bien reclasificar parcelas o reformar la normativa de suelo rústico. Dichas modificaciones han sido incorporadas en el presente documento.

La decisión de realizar NUM viene motivada por el hecho de adaptar la normativa al contexto legal vigente y adecuar ciertas determinaciones del documento actual.

Se clasifica el suelo en urbano, consolidado y no consolidado y rústico, no se incluye la clasificación de urbanizable por entender que en un municipio de estas características no es adecuado. 

Como suelo urbano consolidado se incluye el núcleo tradicional, completándose con suelos donde ya existen diversas construcciones que se incluyen en ámbitos de Actuaciones Aisladas. En concreto se delimitan 17 Actuaciones Aisladas, de las cuales 16 son Unidades de Normalización y Urbanización y una de expropiación. Se delimitan 3 sectores de SUNC que completan los vacíos existentes en la configuración de la corona exterior.

Se plantea una corona en torno al núcleo, de Suelo Rústico Común Tipo B a fin de facilitar e instalar en este tipo de suelo las instalaciones agrícolas que han ido surgiendo indiscriminadamente en el suelo rústico.

Dentro del suelo rústico se incluyen las categorías de suelo rústico común, tipo A y B según los usos y condiciones de edificación, suelo rústico con protección natural, de infraestructuras y actividades extractivas. No se incluyen las categorías de protección cultural ya que solamente existe un hallazgo aislado y así lo han considerado, ni entorno urbano, ni asentamiento tradicional dado que no posee ninguna zona de esa categoría, ni asentamiento irregular ya que no tiene ninguna enclave de viviendas ilegales, ni protección agropecuaria ya que el terreno no tiene valores suficientes para ser protegido.

El número de viviendas existentes en el municipio es de 777, de las cuales 280 están vacías, y el número de las previstas en los sectores de suelo urbano no consolidado es de 334. 


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 5 de junio de 2013. En sesión de 5 de diciembre de 2013 se acordó por Pleno, abrir un nuevo periodo de información publicada y en sesión de 3 de marzo de 2016 el Pleno acordó abrir un tercer periodo de información publica, todo ello de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el periódico El Norte de Castilla de fecha 13 de junio de 2013; BOCyL del 21 de junio de 2013 y página web del Ayuntamiento desde el 13 de junio de 2013.

Durante el segundo periodo de información pública se insertaron anuncios en el Norte de Castilla de 16 de diciembre de 2013, BOCyL de 26 de diciembre de 2013 y página web municipal desde el 16 de diciembre de 2013.

En el tercer periodo de información pública se insertaron anuncios en el Norte de Castilla de 15 de marzo de 2016, BOCyL de 21 de marzo de 2016 y página web municipal desde el 15 de marzo de 2016. 

Como resultado de la exposición al público se han presentado trece alegaciones en el primer período, otras trece en el segundo período y quince alegaciones en el tercer período. 


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de fecha 10/07/2013, desfavorable desde el punto de vista arquitectónico y arqueológico; 2º inf. de fecha 12/03/2014, favorable arqueológicamente pero con deficiencias en el catálogo arquitectónico, que se deberán subsanar, aunque se informa favorablemente. 

· CHD de fecha 7/02/2014, aunque está hecho con otra documentación que recogía más viviendas se asume porque ahora la previsión es menor, favorable
· Servicio Territorial de Fomento, Sección de Conservación de fecha 20/06/2013, desfavorable, 2º inf. de fecha 28/06/2017, favorable
· Agencia de Protección Civil de fecha 7/06/2013

· Subdelegación de Gobierno de fecha 19/06/2013, favorable
· Servicio Territorial de Medio Ambiente de fecha 9/10/2013, favorable
· D.G. de Telecomunicaciones del Ministerio de Industria de fecha 27/06/2013, desfavorable, 2º informe de fecha 4/09/2017, favorable
· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 5 de junio de 2013

· Diputación, Vías y Obras de fecha 11/07/2017, favorable 

· Servicio Territorial de Fomento emitido el 28 de agosto de 2014, que señala:

“Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente el SERVICIO TERRITORIAL DE FOMENTO, acuerda, INFORMAR:


1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesaridad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


2.- De acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León, se deberá aportar una zonificación acústica del territorio. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.


3.- En aplicación del artículo 120.3 del RUCyL se deberán señalar las características y forma de obtención de las dotaciones públicas que aún no estén ejecutadas.


4.- Sobre la delimitación de las Actuaciones Aisladas:


El artículo 222 del RUCyL, señala “Las actuaciones aisladas de urbanización y normalización tienen por objeto adaptar las parcelas de suelo urbano consolidado a las determinaciones del planeamiento urbanístico, así como completar o rehabilitar su urbanización a fin de que las parcelas resultantes alcancen o recuperen la condición de solar”. En las actuaciones aisladas delimitadas se detectan varias deficiencias: 

· El suelo debe tener las condiciones de suelo urbano consolidado pero no se justifica que cuente con todos los servicios para poder ser incluidos como tal, además se realizan varias aperturas viarias alguna de las cuales sí que tienen continuidad pero otras no, no justificándose además su apertura.

· Cuentan con una superficie excesiva para su desarrollo, teniendo en cuenta el objeto y justificación de la delimitación de una actuación aislada. 

· Se reconsiderará, por tanto, la delimitación de las Actuaciones Aisladas previstas ya que se entiende que todas ellas son de gran superficie y no cumplen las condiciones para ser incluidas en suelo urbano consolidado, de hecho se señala en la memoria informativa (página 62) que esa zona carece de las infraestructuras básicas.


5.- Respecto a los sectores de SUNC se deberán subsanar las siguientes deficiencias:

· Los suelos incluidos dentro de sectores de SUNC tienen más condiciones de suelo urbanizable que de suelo urbano no consolidado, por lo que deberá reconsiderarse su inclusión en esa clasificación.   

· Así mismo, la delimitación de los sectores previstos tiene una superficie excesiva que dificulta en gran medida su futuro desarrollo, en particular el sector S1 que ocupa una superficie cercana a las 5 Has. teniendo también los sectores S2 y S3 una superficie de difícil desarrollo cercana a las 3 Has. Incluso se señala en la memoria informativa (página 64) que “las ampliaciones de suelo urbano no consolidado, sujetas al desarrollo de planeamiento específico, tiene una baja probabilidad de desarrollo debido a la complejidad del parcelario y a la falta de iniciativas sistemáticas”. 

· No obstante lo anterior y  respecto a las condiciones de ordenación establecidas para los suelos incluidos en sectores de SUNC, para su conocimiento se indica:

· Los datos de cesiones señalados en la ficha no son correctos.

· Alguno de los viarios previstos no cuentan con continuidad, por lo que será necesario establecer un fondo de saco adecuado a fin de permitir el acceso y el giro de los vehículos de emergencia, en cumplimiento del SI 5 del CTE.

· La parcela mínima establecida en 40 m2 se considera extremadamente pequeña y la consideración de definir la parcela mínima como aquella resultante de dividir la superficie entre el número de viviendas permitidas no se considera el sistema más adecuado ya que se pueden obtener, si el número de viviendas posibles es muy grande, superficies como la citada que no son adecuadas para su edificación y menos definiendo un frente mínimo de 6 m. 

· Con respecto a la posibilidad de edificar viviendas colectivas se tendrá en cuenta lo señalado en el artículo 127.3 del RUCyL en cuanto a la necesidad de que tanto la edificabilidad como  la altura, volumen o fondo edificable no superen los niveles característicos de las edificaciones con uso y tipología similares construidas legalmente en el núcleo de población.

· Asimismo, si se pretende incluir la ordenación detallada de los sectores, se deberán aportar todos aquellos documentos a que hace referencia el artículo 128.2 del Reglamento para su total y completa definición, y aportar, de acuerdo con lo señalado en el artículo 130.d).3º del RUCyL, toda la documentación necesaria, que para una mejor comprensión debería agruparse en una separata que cuente con memoria, planos y el resto de documentos necesarios de cada uno de los sectores.


6.- En la normativa se deberán subsanar las siguientes deficiencias:

· La definición de Uso Compatible de la Disposición Adicional Única del RUCyL señala “uso compatible: todo uso respecto del cual resulta admisible su coexistencia con el uso predominante del ámbito de que se trate” lo que es incompatible con la definición señalada para uso compatible del artículo 26 de la normativa, por lo que este último deberá modificarse y adecuarse a la definición de la D.A.  y en consecuencia las ordenanzas de aplicación deberán tenerlo en cuenta en su definición.

· Se deberá suprimir la posibilidad del uso de vivienda colectiva en las ordenanzas de uso residencial, ya que en aplicación del artículo 127.3 del RUCyL la calificación urbanística del suelo urbano debe establecerse de forma que tanto la edificabilidad como la altura, volumen o fondo edificable de las edificaciones privadas no superen los niveles característicos de las edificaciones con uso y tipología similares construidas legalmente en el núcleo de población. Así mismo, se deberá tener en cuenta lo señalado en el artículo 17.1.a) del RUCyL “Deber de adaptación al entorno: las construcciones e instalaciones de nueva planta…., deben ser coherentes con las características naturales y culturales de su entorno inmediato y del paisaje circundante”. 

· Se indicará qué diferencia los usos básicos terciarios para la prestación de servicios administrativos de carácter público o privado o los usos comerciales (artículo 18 de la normativa) de los usos básicos dotacionales de equipamientos, administrativos o comerciales (artículo 24). 

· La calificación de las parcelas incluye uso, intensidad y tipología, se deberá por tanto definir claramente al menos estos tres conceptos para concretar la calificación asignada a las parcelas. Por ello, entre otras cuestiones, deberá indicarse como se regula la edificabilidad máxima permitida en las ordenanzas de suelo urbano. Así mismo se deberá limitar la ocupación de las edificaciones auxiliares en las ordenanzas residenciales de suelo urbano.

· Se definirá en las ordenanzas, tanto residenciales como de Equipamientos en suelo urbano, el parámetro de parcela mínima, tanto a efectos edificatorios como de segregaciones. 

· No se considera justificada la excepción del artículo 102.c) de la normativa de poder ampliar la altura máxima permitida, alcanzando B+2, en el caso de reformas de edificaciones ya que no se dan parámetros objetivos que permitan o justifiquen dicha ampliación a la vez que incumpliría lo señalado en el artículo 17 del RUCyL, sobre adaptación al entorno y en el 127.3 sobre parámetros de la calificación urbanística de las parcelas. Igualmente se entiende que se deberá suprimir la limitación de 3 plantas en el artículo 103.c).2 de la normativa.

· Se deberá recoger una ordenanza de Servicios Urbanos.

· Se deberá recoger, dentro del Título V Normas de desarrollo y gestión de la normativa, el sistema de gestión previsto para los sectores de SUNC y señalarlo igualmente en las fichas correspondientes.


7.- Respecto a la normativa de suelo rústico se subsanará lo siguiente:

· Se revisarán en general todas las condiciones de edificación en suelo rústico y se agruparán por usos y clases de suelo. En cumplimiento del artículo 124.1.b) del RUCyL, se deberán recoger parámetros y condiciones de edificación para todos y cada uno de los usos posibles en todas y cada una de las clases de suelo rústico previstas. Entre otras cuestiones se deberá revisar: 

· La posibilidad de aplicar de forma subsidiaria, condiciones de suelo urbano para edificaciones en suelo rústico (artículo 91).

· Las ocupaciones permitidas en función de la superficie de la parcela y sobretodo el máximo de 2000 m2 que dadas las condiciones y necesidades actuales para las instalaciones agrícolas y ganaderas puede resultar bastante escaso.

· El artículo 83 de la normativa relativo a la posibilidad de superar en un 10% la ocupación máxima permitida para las instalaciones de interés público en suelo rústico, por cuanto implícitamente se está permitiendo una ocupación superior a la máxima establecida por la normativa.

· Concretar la altura de las construcciones, señalando si se refiere a altura de cornisa, de cumbrera o de edificación (art 95).

· Se redactará de forma más clara y adecuada a lo que se quiere señalar, el artículo 85 de la normativa que regula el Régimen del Suelo Rústico.

· Los usos permitidos en Suelo Rústico Común señalados en el artículo 87 de la normativa y los del Suelo Rústico con Protección de Infraestructuras señalados en el artículo 89, relativos a obras públicas e infraestructuras, deberán adecuarse a lo señalado en los artículo 59.a)2º y 63.2.a) del RUCyL, para indicar la necesidad de que, para ser permitidos, deberán estar previstos en la planificación sectorial,  en instrumento de ordenación del territorio o planeamiento urbanístico, siendo, en el caso de que no estén previstos, un uso autorizable. 

· Se hará referencia en el artículo 99, relativo a segregaciones en suelo rústico, la necesidad de cumplir con la legislación agraria en lo relativo a este concepto.


8.- En la documentación gráfica presentada se detectan las siguientes deficiencias:

· El artículo 130.d) del RUCyL señala que los planos de ordenación deben contar con escala suficiente para su correcta interpretación, siendo esta de 1/10000 para el conjunto del término municipal y de 1/1000 para el suelo urbano consolidado y urbano no consolidado. Se deberá, por tanto, aportar todos los planos de ordenación a la escala correspondiente, indicando la misma en cada uno de los planos y recogiendo las determinaciones gráficas con claridad de manera que puedan interpretarse correctamente.

· Se deberán distinguir los planos de información con las infraestructuras existentes de los de ordenación con las infraestructuras previstas, señalando en estos últimos los trazados de la ampliación de las redes. 

· Los planos de servicios urbanos deberán aportarse grafiados de forma más clara y legible (por ejemplo el que denominan electricidad y que deberá llamarse alumbrado público. No consta el de Media y Baja tensión).

· El plano PO.05.2 Servicios Urbanos, incluye los Equipamientos y las vías, cuando estas cuestiones deberían figurar en un plano que se denominara Dotaciones y no Servicios Urbanos.

· En el mismo plano PO.05.2 Servicios Urbanos, se incluye el saneamiento detectándose un error de grafismo al no haberse recogido en la leyenda lo que se supone es el trazado del saneamiento previsto.

· Faltan los planos PO.05 y PO.05.1.

· En relación con los planos de información se indicará qué diferencia hay entre los planos PI.04.1 y PI.05.1 ya que el título es el mismo pero no recoge los mismos datos. Se revisará también el PI.04.2. El plano PI.07 está repetido pero con distinto objeto. Falta el plano PI.02.

· La zona donde se encuentran el campo de futbol y las pistas de tenis anexas, deberá calificarse como Equipamiento en vez de como ELP.

· Deberá completarse el plano de clasificación del Término incluyendo las vías pecuarias en la categoría de SRPN no en la de protección cultural. De igual forma, deberán recogerse como SRPC los yacimientos o hallazgos aislados, los arroyos como SRPN, las líneas eléctricas como SRPI y se deberá completar con los nombres de las carreteras.

· Se incluirá en el mismo plano de clasificación del Término la parcela de Servicios Urbanos donde se prevé la ubicación de la futura EDAR y la ubicación del cementerio con su correspondiente banda de protección.

· En la leyenda del plano de clasificación del término se incluyen los SS.GG. en SUNC pero no se identifican en el plano.

· Se indicará donde se sitúa o se modificará, caso de que se trate de un error, la indicación de la memoria vinculante (página 18) sobre la previsión de sectores de SS.GG. a fin de ampliar los equipamientos existentes.

· Las fichas del  catálogo contarán con las fotos adecuadas y necesarias y se completarán con, al menos, el nombre del elemento, definición más detallada de las condiciones de protección, plano a escala adecuada donde se vea correctamente la situación del elemento, fotos de conjunto de los elementos, sobre todo si las protecciones son de la totalidad y una definición más concreta, detallada, pormenorizada y clara de lo que se desea proteger, con las pautas de intervención permitidas y datos informativos correctos. Todos estos datos estarán en correlación con el resto de documentos de las NUM. Todo ello de acuerdo con el artículo 130.e) del RUCyL.

· Existen edificios que están catalogados y cuyo uso actual (o pasado puesto que está abandonado) fue industrial y la propuesta de la ficha (PE-1) es darle un uso similar, pero en el plano de calificación del suelo se le asigna un uso residencial. Se deberá modificar dicha asignación.


9.- Se subsanarán los siguientes errores:

· En la normativa:

· En el artículo 6 la referencia al artículo y a la Ley de Urbanismo de Castilla y León sobre aprobación y entrada en vigor de las NUM.

· No queda claro el objetivo del párrafo citado en el apartado observaciones del artículo 109, “se recomienda como material de cubrición, la utilización de teja cerámica curva en tonos ocres y pardos similares a los de las viviendas tradicionales, siendo preferible la colocación de piezas viejas salvo para los equipamientos mencionados”.

· El artículo 111 se refiere al Sistema Viario pero hace referencia a espacios libres públicos.

· Existen errores de referencia a ciertos artículos en el artículo 112 y ss. 

· En la memoria vinculante:

· En la denominación de los Títulos hay dos repetidos, el III y el IV.

· Se recoge en la memoria vinculante (página 9, Planeamiento y explotaciones mineras) la referencia al mantenimiento del antiguo sector Industrial, aunque luego se indica que no se mantiene. 

· Se ha recogido en el cuadro síntesis de la página 40, la existencia y cuantificación de un sector de suelo urbanizable de uso industrial que en realidad no se ha delimitado. 

· En los planos:

· Las nomenclaturas de las ordenanzas en suelo urbano estarán en relación con la calificación indicada en la documentación gráfica (en plano EA Edificación Aislada, mientras que en el artículo 103 EA Edificaciones adosadas a linderos o aisladas).

· La Actuación Aislada AA-UN-10 no se ha grafiado en el plano PO-04.

· En las fichas:

· Existen errores en las superficies de la ficha de las actuaciones aisladas. (se han detectado en las AA-UN-04, AA-UN-07, AA-UN-08 y AA-UN-09)

· Existe un error en la ficha de la AA-UN-10 ya que en la leyenda se indica que es de normalización y urbanización señalándose en la parte gráfica que es una Actuación Aislada de expropiación.”


SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental constando en el expediente la Memoria Ambiental correspondiente a la Evaluación Ambiental de las Normas Urbanísticas Municipales, firmada por el Consejero de Fomento con fecha 9 de junio de 2014.


No consta, ni se tiene conocimiento del Documento de Referencia para la Evaluación Ambiental de las Normas Urbanísticas Municipales, que debería haber servido de base para la redacción del correspondiente Informe de Sostenibilidad Ambiental que sí forma parte del documento de Normas Urbanísticas.


SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 16 de febrero de 2017 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 12 de abril de 2017, completada con la presentada el 12 y 19 de septiembre, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


NOVENO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente las Normas Urbanísticas Municipales.


SEGUNDO.- A la vista de la última documentación aportada por el Ayuntamiento, no resultan subsanados todos los extremos reseñados en los informes sectoriales y en el informe del Servicio Territorial de Fomento, lo cual impide su aprobación definitiva.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de Campaspero, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA de las Normas Urbanísticas Municipales de Campaspero, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

1.- No consta, ni se tiene conocimiento del Documento de Referencia para la Evaluación Ambiental de las Normas Urbanísticas Municipales, que debería haber servido de base para la redacción del correspondiente Informe de Sostenibilidad Ambiental que sí forma parte del documento de Normas Urbanísticas.

Por ello, se deberá aportar, indicando el BOCyL en el que ha sido publicado.

2.- Se deberá aportar un análisis de riesgos, ya que lo único que consta en el documento es un plano donde se recogen los posibles riesgos, no acompañándose de ningún documento escrito que lo defina más en profundidad.

3.- Respecto a la necesidad de aportar una zonificación acústica del territorio, señalada en el punto 2 del informe emitido en agosto de 2014, se indica que se aporta un plano de Estructura Territorial en el cual se incluye en la leyenda, cuatro zonas de ruido. 

Dichas zonas, ni se definen ni se denominan y del grafismo del plano no se puede deducir si determinados ámbitos delimitados con una línea de color, corresponden a zonas acústicas o a rutas cicloturísticas, las cuales se incluyen en el mismo plano y con grafismos similares. 

Se considera que el cumplimiento de la Ley de Ruido no está subsanado y que deberá aclararse dicha cuestión o bien aportar los dos planos por separado y con una mejor definición y grafismo, aclarando qué zonas se delimitan y como se denominan. 

Se recuerda que la zonificación acústica deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.

4.- Siguen sin incluirse los planos de infraestructuras que aseguren la condición de urbana de los terrenos incluidos en Actuaciones Aisladas, ni una justificación adecuada en la memoria vinculante. De hecho, en la memoria informativa, se sigue manteniendo la indicación de que esa zona carece de infraestructuras básicas. Tampoco se ha justificado el tamaño asignado a las distintas Actuaciones Aisladas, manteniéndose, en algunos casos, las mismas delimitaciones que las del documento que fue sometido a informe.

Se deberá justificar y completar el objeto de cada una de las actuaciones aisladas delimitadas, de tal manera que si una actuación se prevé de normalización y urbanización deberá justificarse el porqué de ambas finalidades (por ejemplo la AA-UN-16 es de normalización y urbanización pero solo incluye un ámbito edificable que, si cumpliera las condiciones de suelo urbano, bien podría estar clasificado como suelo urbano consolidado ya que no se deducen carencias ni de urbanización ni de necesidad de normalización)

En conclusión se estima que, respecto a las Actuaciones Aisladas, deberá justificarse su carácter como suelo urbano consolidado; deberá justificarse su inclusión, su necesidad y las delimitaciones efectuadas; coordinación entre actuaciones que están delimitadas de forma colindante y sucesiva (se necesita ejecutar una actuación para poder alcanzar la contigua); deberán resolverse todos los errores que contienen las fichas, etc, remitiéndose, además de lo señalado, a lo ya indicado en el informe de agosto de 2014.

5.- Se da a entender en las fichas de los sectores de SUNC donde se señala: “En caso de que en el desarrollo del sector se cambie la ordenación detallada, el derecho a edificar se alcanza tras la aprobación de un Estudio de Detalle” que la ordenación detallada ya está incluida en las NUM, lo que se corrobora con lo señalado en el art. 70 de la normativa donde se señala que “los sectores definidos con ordenación detallada no precisan de ningún tipo de planeamiento de desarrollo, dadas las características de ordenación de dicho sector, que se resuelven detalladamente y las condiciones de edificación y uso que se establecen”. De la misma manera se indica en el art. 72 que señala: “En las presentes normas urbanísticas se incluye la ordenación detallada de sectores de suelo urbano”. Por lo que se puede afirmar que los sectores de SUNC previstos en las NUM lo están con la ordenación detallada incluida.

Ahora bien,  hay que indicar que los sectores de SUNC siguen con el mismo tamaño que el previsto en el documento sometido a informe, sin haberse justificado, ni el tamaño, que se sigue considerando excesivo, ni su condición de suelo urbano, además si se pretende recoger la ordenación detallada se deben incluir como documento de las NUM, todos aquellos datos necesarios para el desarrollo y ejecución del sector (delimitación exacta, ordenación detallada a escala adecuada, reservas efectuadas, servicios urbanos e infraestructuras necesarias, cálculos detallados, etc). No obstante, y como dato primordial, se sigue sin justificar la condición de urbana de los terrenos incluidos en los sectores que, tal y como se señala en las fichas, pasa mayoritariamente de suelo rústico a urbano sin ninguna justificación al respecto.

Por ello, se deberá reconsiderar la delimitación de todos los sectores de SUNC previstos, teniendo en cuenta, además de lo señalado y de lo indicado en la memoria vinculante del documento sobre la previsión de un crecimiento mayor del necesario (pg 22 de la memoria vinculante), lo indicado en el informe de agosto de 2014.

6.- Respecto al punto 6 del informe de agosto de 2014, en el que se indicaban una serie de deficiencias en la normativa que era necesario subsanar se estima que no ha sido resuelto nada.

No obstante se deberá, de forma general, reconsiderar todas las ordenanzas definiendo cómo se puede obtener la edificabilidad, y en el caso de que sea por sólido capaz, deberán recogerse todos los parámetros que lo posibilite; se deberán definir las tipologías permitidas; la ocupación o edificabilidad máxima de la edificación secundaria; los parámetros definidos, en unos y otros apartados, deberán ser todos compatibles no incurriendo en contradicciones que impidan su aplicación; se deberá tener en cuenta el posible uso de otros elementos propios de la arquitectura tradicional, por ejemplo buhardillas o troneras, que no han sido ni previstas ni prohibidas en la normativa, etc. 

En general, se deberán adecuar todas las ordenanzas estudiando los parámetros asignados, cuidando que no falte ninguno, que no son incompatibles, que son adecuados,… y que el resultado de la aplicación de todos ellos es posible y conforme al entorno en el que se sitúan.

7.- Respecto a la normativa de suelo rústico se reajustará de forma generalizada. Será necesario adecuar la definición de los usos permitidos, compatibles y prohibidos, en todas y cada una de las categorías de suelo rústico, a lo señalado en los artículos 57 y ss. del RUCyL, así como incluir condiciones de edificación adecuadas a cada uno de los usos propuestos:  permitidos, compatibles y prohibidos, en función del uso y de cada categoría de suelo rústico.

Se deberán revisar las condiciones de ocupación de suelo rústico del art. 92 ya que la posibilidad incrementar en un 10% por el interés público de la actuación, permite implícitamente, y de forma generalizada, el incremento de la ocupación.

Así mismo se deberán subsanar, todos y cada uno de los aspectos señalados en el punto 7 del informe emitido en agosto de 2014 ya que no han sido subsanados ninguno de ellos.

8.- En líneas generales, se estima que de los aspectos señalados en el informe emitido en agosto de 2014 no se ha resuelto prácticamente nada por lo que se reitera la necesidad de subsanar todos los aspectos allí señalados.

9.- Al margen de todo lo indicado, se señalan ciertas cuestiones que deberán igualmente subsanarse:

· Se reitera la necesidad de incluir la categoría de suelo rústico de protección cultural, ya que, tal y como se indica en el catálogo de bienes arqueológicos aportado, existe un hallazgo arqueológico aislado que, en cumplimiento del art. 36 del RUCyL, debe incluirse en la dicha categoría. 

Dicha cuestión deberá ser informada favorablemente por la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural, por ser el órgano competente en la materia.

· Se deberán subsanar los siguientes errores detectados:

· el grafismo en los planos de calificación de suelo urbano modificando la línea de suelo urbano en su límite con la AA-UN-16, para incluirla dentro de la delimitación, si procede.

· error en la memoria informativa donde se repite el T. VI, de las páginas 62 y 64.

· No se tiene constancia de que el T.M. de Campaspero esté incluido en zona ZEPA por lo que deberá subsanarse el error que así lo señala en el art. 52 de la normativa.

· Se detecta además en las fichas de las actuaciones aisladas aportadas, lo que se supone es un error, al incluir un título denominado FO.02-01, 02, 03,etc que puede interpretarse como que dichos ámbitos son elementos Fuera de Ordenación.

· En la AA-UN-01 se establece un ancho mínimo de viario de 6 m. mientras que en el plano se acota a > 8 m. 

· En esta misma unidad, así como en otras, se definen nuevos viarios cuya longitud, sin continuidad, incumple lo señalado en el documento SI-5 del CTE, respecto a la accesibilidad de vehículos de emergencia, etc.

· Se han detectado errores en las fichas del catálogo:

· Ficha PI-02.- si la ubicación en el plano es la correcta, deberá modificarse la fotografía

· Ficha PI-04.- error en la denominación de la ficha y además la ubicación en el plano y la foto no se corresponden

· Ficha PI-05, PI-07 a PI-13 (todas las cruces).- la calificación no es la correcta, la superficie es errónea y las condiciones de protección están desfasadas, además no se ha señalado el tipo de protección en el plano de calificación PO.04 (si en dicho plano se desean recoger los elementos catalogados, se deberán recoger todos o sino remitirse al plano de catalogación)

· La referencia catastral de la totalidad de las fichas del catálogo con protección estructural está equivocada, así como la superficie en alguna de ellas

· Así mismo hay fotos de las fichas del catálogo que no se corresponden con el elemento a proteger: PE-3, PA-63, PA-62, PA-61 (si se desea utilizar el sistema de fotos panorámicas, habrá que procurar que no se distorsionen)

· Se ha señalado en la calle del Sol un edificio con protección ambiental (PA-201), entre los edificios con protección PA-61 y PA-62, cuya ficha no existe.

· La fecha del certificado de aprobación provisional es incorrecta, señala el 2016 pero en realidad debe ser el 2017.

10.- Se deberá aportar el certificado de la exposición al público de los tres períodos de información pública efectuados, indicando en cada uno de ellos, las alegaciones presentadas así como  completar la contestación efectuada a las alegaciones presentadas durante el tercer período (de las 15 alegaciones presentadas solo consta la contestación a las 7 primeras).

La Técnico ponente pone de manifiesto a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y en concreto al Jefe del Servicio Territorial de Cultura que existe un hallazgo aislado que consideran suelo rústico común. Al respecto, el Jefe del Servicio Territorial de Cultura manifiesta que se debe reconsiderar indudablemente esta cuestión.
A.1.2.- NORMAS URBANISTICAS MUNICIPALES.- BOCIGAS.- (EXPTE. CTU 151/11).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y cuarenta minutos, comparece el Sr. Alcalde-Presidente D. José Emilio Escudero García. 


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO

             PRIMERO.- El término municipal de Bocigas cuenta con proyecto de Delimitación de Suelo Urbano vigente desde el año 2000. Su población es de 86 habitantes según el 2016.

Su morfología urbana se estructura en torno a la VP-9.107 que une el núcleo con Olmedo y con Almenara de Adaja y atraviesa longitudinalmente el núcleo urbano. 

El documento presentado para su aprobación definitiva, ha sufrido diversas modificaciones respecto del sometido a informe, consecuencia, bien de los informes sectoriales, bien por decisión municipal. La nueva propuesta incluye suelo clasificado en urbano, en la única categoría de consolidado, urbanizable y rústico.

Como suelo urbano consolidado se incluye lo ya delimitado por la vigente DSU y pequeños ámbitos consolidados por la edificación, no se incluyen actuaciones aisladas ni la categoría de suelo urbano no consolidado.

Como suelo urbanizable se incluye un único sector, de menor superficie que el delimitado en el documento sometido a informe y que ocupa parte del suelo urbanizable y parte del suelo incluido en un sector de SUNC del documento anterior. Cuyos datos son:

· Uso – residencial

· Titularidad - municipal 

· Superficie – 11.010 m2

· Nº máx. de viviendas – 33 (30 viv/Ha)

· Nº mín. de viviendas – 12 (10 viv/ha)

· Edificabilidad máxima – 0.5 m2/m2 

· % viviendas de protección – máx = 80%, mín =30%

Dado el régimen de crecimiento que ha ido sufriendo el municipio a lo largo de los años (15-25 viv / 10 años) se estima que con el crecimiento previsto tendrían oferta suficiente para los próximos 15 años. En números de viviendas el municipio consta:

· Viviendas existentes – 85

· Viviendas nuevas previstas en casco urbano – 10

· Viviendas nuevas previstas en suelo urbanizable – 33

Dentro del suelo rústico se han incluido las categorías de rústico común y protegido, y dentro de esta, la de suelo rústico de protección natural incluyendo las masas forestales, los cauces y riberas, las zonas húmedas y las vías pecuarias; en la categoría de suelo rústico de protección de infraestructuras se incluyen las carreteras y las líneas eléctricas; en suelo rústico de protección cultural los yacimientos arqueológicos y en suelo rústico de entorno urbano, el suelo ocupado por el campo de golf existente.

El abastecimiento de agua se produce desde la ETAP de la Mancomunidad del Río Eresma; la red de saneamiento vierte sin depuración al Arroyo de la Vega.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 21 de diciembre de 2011, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el periódico El Norte de Castilla de fecha 13 de febrero de 2012, BOCyL de fecha 13 de febrero de 2012, página web de la Diputación desde el día 16 de febrero de 2012 hasta el 17 de abril de 2012, durante el cual se presentaron cuatro alegaciones.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión de Patrimonio Cultural de fecha 22/12/2011, desfavorable; 2º inf. de fecha 19/01/2017, favorable al catálogo arqueológico; 3º inf. de fecha 8/03/2017, favorable.

· CHD de fecha 16/05/2012, favorable 
· D.G. del Medio natural de fecha 9/07/2012, favorable
· S.T. de Medio Ambiente de fecha 9/12/2011, favorable al ISA; 2º informe de fecha 18/04/2012, favorable
· D.G. de Telecomunicaciones del Ministerio de Industria de fecha 27/12/2011, indica la normativa a cumplir y se considera  favorable.
· Agencia de Protección Civil de fecha 7/03/2012, 

· Demarcación de carreteras del Estado de fecha 18/01/2012, desfavorable, 2º inf. de fecha 28/09/2017, favorable
· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 13/12/2011; 2º informe de fecha 27/06/2016

· Diputación, Servicio de Vías y Obras de fecha 25/11/2011, favorable
· S.T. de Fomento, Sección de Conservación de fecha 5/12/2011, favorable
· Subdelegación de Gobierno de fecha 12/12/2011, favorable
· Informe de la Ponencia Técnica de la Comisión Territorial de Urbanismo emitido el 20 de marzo de 2012, que señala:

“INFORMAR dentro del trámite previsto en el artículo 153.1.b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Bocigas, señalando:

1º.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesariedad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


Así mismo, y dado que el  9 de agosto de 2009 ha entrado en vigor la Ley 5/2009 del Ruido de Castilla y León, deberá tenerse en cuenta el cumplimiento de lo establecido en el art. 7 para el planeamiento urbanístico. 


2º.- Las Normas Urbanísticas Municipales se someterán al Trámite Ambiental a que se refiere el art. 157 del RUCyL.


3º.- Se incluye plano de información PI-2.1 sobre planeamiento vigente en Bocigas, que no reproduce el correspondiente de la delimitación de suelo urbano, observándose divergencias en la delimitación y en las alineaciones. Se incluirá en consecuencia el documento vigente y se tendrán presentes sus determinaciones.


4º.- Se incluirá en la documentación informativa, tanto gráfica como escrita, plano sobre pavimentación del suelo urbano y entorno. También de estado de la edificación y usos.


5º.- En la Memoria, Normativa y documentación gráfica se incluirán los LICs y zonas húmedas dentro del suelo rústico de protección natural.


6º.- Se incluirá resumen ejecutivo que señale los ámbitos donde la nueva ordenación altere la vigente con un plano de situación e indicación del alcance de dicha alteración. (art.130.a.3º del RUCyL)


7º.- En relación con lo señalado en el apartado precedente y en el nº3, se explicarán las nuevas alineaciones que se proponen en varias manzanas, como consecuencia de esto y de la carencia o no de urbanización se justificará la conveniencia de delimitar unidades de actuación.


8º.- Se justificará que el suelo que se clasifica como urbano en general, y en particular como urbano no consolidado tiene las condiciones para su inclusión en dicha clase y categoría de suelo, mediante la documentación gráfica y escrita a que se refieren los apartados 4º.- y 9º.-


Teniendo presentes los datos de la Memoria Informativa incluida en las NUM sobre viviendas construidas recientemente (pág. 36 y anteriores) y a la vista de la demanda para usos residenciales se justificará el crecimiento previsto en suelo urbanizable (art. 27 del Rucyl) y urbano.


Se incluirá en la Memoria de las NUM los datos a que se refiere el art.81.2.b, por remisión del 118, ambos del RUCyL.


9º.- En relación con las Dotaciones Urbanísticas (art. 120 del RUCyL), se incluye documentación escrita en Memoria Informativa y Vinculante y gráfica, constituida por planos de redes en su estado actual y de Dotaciones Urbanísticas, plano PO-5, sin embargo no consta una descripción y análisis de las necesidades de equipamientos del Municipio y de las condiciones y superficies de los existentes y propuestos.


En cuanto a las redes de servicios urbanos no se incluye previsiones de ampliación o remodelación de los existentes en función del desarrollo previsto. No se concreta la resolución de la depuración de vertidos.


10º.- En relación con las ordenanzas se observan los siguientes aspectos a subsanar:

· los usos industriales y de talleres que se admiten para el uso pormenorizado Mixto en el art. 91 no son coherentes con las previsiones al respecto del art.138 “Usos permitidos”.

· El primer párrafo del apartado. 18, pág. 63 y el relativo a vuelos cerrados del apartado 4, pág. 86, se remodelarán en su redacción para una mayor facilidad de aplicación.

· En las páginas 61, 76 y 123 de la Normativa. se incluyen gráficos que deberán reproducirse adecuadamente para posibilitar su lectura.

· En art. 145, apartados 6, 7 y 8 página 90 se expresaran las reservas en relación con los metros cuadrados edificables, según señala el art. 128 del RUCyL, aunque este tipo de determinaciones son innecesarias en las NUM por señalarlas el propio Reglamento. Lo mismo en relación con el artículo 156, 8, 9 y 10 relativo al suelo urbanizable.

· Se subsanará error en art. 147.3, página 91

· El artículo 149.b, pág. 91, Estudios de Detalle en manzanas, es innecesario al establecerse un Estudio de Detalle para cada sector de suelo urbano no consolidado.

· Se remodelará o suprimirá el apartado 3 del art. 156, pág. 93 (sistemas generales y locales) idem. art. 155, pág. 93 (plazos)

· En el art. 162.3 se subsanará error: donde dice parcelación debe decir parcela.

· En las fichas de suelo urbano no consolidado y de suelo urbanizable,  se recogerán las densidades máximas y mínimas de población.

· En el art. 160, pág. 97 se recogerán las zonas inundables protegidas y los Lics.

· Para establos, naves agrícolas y granjas se permiten ocupaciones de hasta el 50% y edificabilidades de 0,5 m2/m2, excesivas en relación con normativas similares. Estas condiciones repercuten en otros rústicos de protección que las toman de referencia. Por lo que deberá remodelarse esas determinaciones. Se establecerán retranqueos para las edificaciones en rústicos protegidos. El rústico de protección de infraestructuras carece de condiciones de edificación.


11º.- Se advierten los siguientes errores:

· Se determinarán en el PO-2.2 para la manzana de la calle Peral esquina con Plaza de la Constitución, las condiciones de uso y edificación.

· El Sector de SUNC SE-2 no tiene unas referencias claras de delimitación, al no precisarse si su borde oeste es el eje del vial de nuevo trazado. Además su delimitación incluye suelo rústico de protección, duplicidad de clasificación no admisible, lo que se subsanará en los planos PO-1.1, PO-2.2, PO-3.1 y PO-5

· La discontinuidad que se produce en el vial de ronda oeste en su cruce con la calle de las Bodegas no parece tener la debida justificación. En el art. 125.6, página 77 se señala una reserva de 12 m para el vial de ronda mientras en la documentación gráfica se acota con 11 m, lo que deberá subsanarse.

· En el plano PO-1.1 se corregirá la trama de protección del denominado Bodón Blanco.

· El plano PO-3.1 denominado Gestión de suelo, contiene varios errores relativos a grafismo de bordes de sectores, alineaciones, etc. que deben subsanarse.”


SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose publicado la Orden MAM/1381/2010 de 27 de septiembre, por la que se aprueba el Documento de Referencia para la Evaluación Ambiental de las Normas Urbanísticas Municipales de Bocigas, en el BOCyL nº 198 de fecha 13 de octubre de 2010, que sirvió para la redacción del correspondiente Informe de Sostenibilidad Ambiental que forma parte del documento de Normas Urbanísticas y a partir del cual se redactó la correspondiente Memoria Ambiental correspondiente a la Evaluación Ambiental de las Normas Urbanísticas Municipales, firmada por el Consejero de Fomento y Medio Ambiente el 21 de abril de 2017.


SEPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 14 de junio de 2017 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 21 de junio de 2017, completada con la presentada el 28 de septiembre de 2017, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


NOVENO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el presente expediente.


SEGUNDO.- A la vista de la documentación aportada por el Ayuntamiento, que subsana todas las deficiencias señaladas en los informes sectoriales, puede procederse a la aprobación definitiva del presente expediente, observándose, no obstante, ciertas deficiencias que deberán subsanarse.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, el Proyecto de Delimitación de Suelo Urbano de Bocigas, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, APROBAR DEFINITIVAMENTE las Normas Urbanísticas Municipales de Bocigas dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, CONDICIONANDO no obstante, su publicación, y por tanto su vigencia y ejecutividad, conforme a lo exigido en los Art. 60 y 61 de la Ley 5/1999, de 8 de abril de Urbanismo de Castilla y León, a que se subsanen las siguientes deficiencias:

1.- Deberá aportarse un análisis de riesgos, en virtud de lo señalado en el informe de la Agencia de Protección Civil de 7 de marzo de 2012.

2.- Se debería señalar en la Memoria Vinculante, en el apartado correspondiente al sistema de equipamientos (Capítulo 3) y en relación con la ampliación prevista del cementerio actual, que será necesaria la autorización de la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural al encontrarse en cementerio en un yacimiento arqueológico.

Así mismo y respecto a la ampliación de los servicios urbanos, se indica en los planos la ubicación posible de una nueva depuradora y en la Memoria Vinculante, (capítulo 3) la intención del Ayuntamiento de ejecutarla en el menor tiempo posible, pero no se señala ni el sistema de obtención de los terrenos, ni los criterios para su futura ubicación, que en virtud de lo señalado en el art. 120.3 del RUCyL, deberá definirse.

3.- En la normativa se deberán subsanar las siguientes cuestiones:

· En el uso básico residencial, dentro de la categoría de Unifamiliar, se deberá limitar a una vivienda, ya que cada parcela deberá estar asociada a una única vivienda. Respecto al mismo uso se considera que una superficie mínima útil de vivienda de 25 m2 es muy escasa, sobre todo teniendo en cuenta el ámbito en el que se desarrollan las NUM.

· En los usos pormenorizados se indicará el porcentaje de ocupación del uso o usos considerados predominantes, sobretodo en el uso Residencial. En el uso Mixto se indicará si los usos señalados como “admitidos” se consideran predominantes o compatibles.

· El art. 86.12.b) se modificará en el sentido de que la planta bajo cubierta, siempre que sea accesible, computará como planta y no solo en el caso de que el paramento interior, entre el forjado y el arranque de la cubierta, sea mayor de 1.30 m. de altura, ya que aunque sea menor, la planta puede ser perfectamente accesible y habitable.

· Se deberá suprimir la nota al pie del art. 110.2 ya que la ronda prevista en el documento sometido a informe ha sido eliminada. Así mismo, en el mismo artículo, se modificarán las secciones viarias previstas de manera que los posibles aparcamientos en batería tengan, al menos, una longitud de 4.50 m. y la anchura total de las vías, esté en coordinación con la acotación de los viarios de los planos PO-2.1 y PO-2.2.

· Se tendrá en cuenta, a la hora de definir la altura máxima de cumbrera del art. 125 (12 m), lo señalado en el art. 86.12.c) sobre la altura de la cumbrera sobre el forjado de la planta bajo cubierta. (< 3.80 m).

4.- Respecto a la normativa en suelo rústico, se estima que deben modificarse los siguientes aspectos:

· En el art. 143.2.D), Vivienda unifamiliar que no forme núcleo de población.- se deberá añadir “..que esté vinculada a una explotación y sea necesaria para el funcionamiento de ella”, ya que el art. 57.e) del RUCyL, establece necesaria esta condición para la edificación del uso residencial en suelo rústico.

· De la misma manera, y puesto que el uso residencial debe ir necesariamente vinculado a otro (del cual resulta ser necesario), la parcela mínima establecida debería ser la del uso principal.

· En el mismo apartado, deberá reconsiderarse la superficie máxima de 300 m2 asignados al uso residencial, ya que se considera excesivo.

· En el art. 143.2.F), Obras de consolidación y conservación.- deberá aclararse que la edificabilidad que puede incrementarse un 10%, será aquella, que habiendo llegado al máximo permitido, esté materializada antes de la aprobación definitiva de las NUM, ya que en caso contrario no tiene razón de ser el permitir dicho incremento. Quizás, y puesto que se prevén posibles ampliaciones, se debería incluir esta posibilidad en el título.

· En el art. 144 se ha previsto un período de información pública para la tramitación de una autorización de uso en suelo rústico de quince días, cuando, en aplicación del art. 307 del RUCyL (al cual se debería hacer alusión) es de veinte días.

· En el art. 148.2 de la normativa, se considera que no es necesario incluirlo, ya que los usos permitidos son los señalados en el apartado 1 y son competencia del Ayuntamiento. En relación con lo señalado en el apartado b), son aquellas instalaciones “previstas…” tal y como se ha señalado en el apartado 1.

· En el art. 148.3 de la normativa, falta incluir como usos autorizable las instalaciones y obras públicas no previstas.

· Se deberán completar todas las condiciones de edificación de todos los usos permitidos y autorizables posibles. Se han detectado que, al menos, faltan los usos de Construcciones e instalaciones propias de los asentamientos tradicionales (art. 57.d) del RUCyL).

· Hay un error en la referencia al art. 164 del art. 149.2 y 151.2 de la normativa.

· Se deberán recoger el correspondiente Régimen de usos y Condiciones de edificación para los Suelos Rústicos de Protección de Infraestructuras.

5.- Se resolverán los siguientes errores:

· En el plano PO-1 se corregirá el error de la trama de protección del denominado Bodón Blanco.

· En los planos PO-2.1 y PO-2.2 se corregirá la sigla que define el suelo rústico de entorno urbano ya que por error se ha recogido la correspondiente al suelo rústico de protección natural.

· En estos mismos planos, existe un error en las carátulas en el cajetín correspondiente a la escala, donde se indica 1/1500, cuando debe ser, por comprobaciones realizadas, 1/1000.

· Se subsanará el error de citar el Boletín Oficial de la Provincia en el art. 3 de la normativa, cuando el que debe citarse es el Boletín Oficial de Castilla y León.

La corrección de las deficiencias indicadas deberá ser puesta en conocimiento y aprobada por el Pleno de la Corporación.

Al final de la exposición de la cuestión el Alcalde dice que no le parece bien la opción de suspender debido a que después de tanto tiempo y haber entregado toda la documentación no se apruebe definitivamente el documento pues el 31 de octubre de 2017 es la fecha tope para la obtención de la subvención de la Diputación Provincial y suspendiendo la aprobación definitiva pueden perderla. Continua el alcalde manifestando que si eran cuestiones leves no se les habían comunicado previamente para poderlas corregir con anterioridad a la sesión de la Comisión y así poderlo aprobar definitivamente. La técnico ponente manifiesta al respecto que muchas cuestiones vienen señaladas en los informes que podían haberlos tenido en cuenta y adaptar las Normas Urbanísticas Municipales de Bocigas conforme a ellos, un ejemplo de lo dicho es el análisis de riesgos no efectuado cuya necesariedad que viene expresamente recogida en el informe de Protección Civil. El Alcalde vuelve a mostrar su disconformidad y otros miembros de la Comisión, entre ellos el representante de los colegios en materia de urbanismo y el representante de la Diputación Provincial, advirtieron que aprobándole definitivamente condicionadas a la subsanación de los diferentes defectos y errores, sí que se podría salvar para la obtención de la subvención solicitada. Se puntualiza que será necesario una aprobación por Pleno de las modificaciones efectuadas y propuestas. Por tanto las Normas Urbanísticas Municipales de Bocigas se aprueban definitivamente condicionadas a la subsanación de las cuestiones señaladas y a la aprobación por Pleno de los cambios realizados.
A.1.3.- NORMAS URBANISTICAS MUNICIPALES.- LA SECA.- (EXPTE. CTU 10/16).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y cincuenta minutos, los mismos no comparecieron.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio cuenta con Normas Subsidiarias Municipales vigentes desde junio de 1997. Según el censo del año 2014 cuenta con 1.127 habitantes.

La Seca cuenta con un nivel adecuado de equipamientos y dispone de los siguientes servicios urbanos:

· Abastecimiento de agua.- a través de una captación del rio Duero que alimenta un depósito de 500.000 litros de capacidad y con potabilizadora. En buen estado.

· Saneamiento.- Cuenta con EDAR en funcionamiento y bien estado. Tanto los colectores como el emisario son de hormigón y están en buen estado.

· Alumbrado público.- Se encuentra automatizado con lámparas de vapor de mercurio y su estado de conservación es bueno.

· Recogida de residuos.- Hay recogida selectiva y la recogida se gestiona por la Mancomunidad.

El término municipal está afectado por la existencia de una ZEC Riberas del rio Duero y Afluentes.

En la propuesta que se hace de Normas Urbanísticas, se incluye como suelo urbano consolidado el ya delimitado como tal por las anteriores NN.SS. y aquellas parcelas de borde que cumplan los requisitos legales así como los ámbitos clasificados como UA que se han desarrollado.

Como suelo urbano no consolidado, se mantiene el ámbito de la antigua UA 8 cuyo estudio de detalle se considera asumido (26 viviendas), y se delimitan cuatro sectores de SUNC nuevos que ocupan una superficie de 6.55 Has y permiten la construcción de 175 nuevas viviendas.

Como suelo urbanizable se mantiene el denominado sector SUR 1, que ya cuenta con plan parcial aprobado definitivamente y que se recoge como plan parcial asumido (79 viviendas) y se delimita un nuevo sector de suelo urbanizable, con una superficie de 8.30 Has y la previsión de 161 nuevas viviendas. 


El número de viviendas existentes es de 657 y se plantea un crecimiento con 201 viviendas en suelo urbano no consolidado y de 246 en suelo urbanizable, lo que hace un crecimiento total de 447 viviendas nuevas.

Dentro del suelo rústico se incluyen las categorías de Suelo Rústico Común y Suelo Rústico de Protección de Infraestructuras, Protección Cultural, Protección Natural y Protección Agropecuaria.

La justificación que se da para el crecimiento previsto, se basa en una serie de aspectos:

· Horizonte temporal de las NUM largo, más de 8  años, las anteriores NN.SS. han durado 18 años

· Previsión a largo plazo

· Crecimiento del parque residencial continuo: entre los años 2001 y 2011 el crecimiento de viviendas ha sido del 17.50 %

· Gran número de empresas por habitante

· Crecimiento industrial que contribuye a la fijación de población en el núcleo.

· Cumplimiento de los estándares del RUCyL en cuanto al número de viviendas previsto en relación con el número de viviendas existentes.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 12 de febrero de 2016, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.

              TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el periódico El Norte de Castilla de fecha 22 de marzo de 2017, Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 29 de marzo de 2016 y página web de la Diputación desde el 15 de marzo de 2016, así como en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento,  durante el cual se presentaron seis alegaciones y dos más fuera de plazo

              Se realiza un segundo periodo de información pública por la introducción de cambios sustanciales en el periódico El Norte de Castilla de fecha 20 de enero de 2017, Boletín Oficial de Castilla y León  del 10 de enero de 2017 y página web de la Diputación así como en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento, durante el cual se presentaron tres alegaciones.


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión de Patrimonio Cultural de fecha 13/04/2016, favorable arquitectónicamente pero condicionado a una serie de cuestiones; desfavorable desde el punto de vista arqueológico ya que no se ajusta a lo ya informado favorablemente por la CTPC – 2º inf. de fecha 12/12/2016, favorable.
· CHD de fecha 5/04/2016, respecto del saneamiento, no se ve inconveniente en el desarrollo planteado ya que el municipio cuenta con EDAR en funcionamiento y con capacidad adecuada; respecto del abastecimiento cuenta con concesión de la Mancomunidad adecuada al crecimiento propuesto. Favorable condicionado a recoger la existencia del arroyo del Barco del Corneta y un pequeño cauce tributario de este y a que la totalidad de los cauces y sus zonas de servidumbre se incluyan como SRPN. 
· Agencia de Protección Civil de fecha 18/05/2015, 2º inf. de fecha 17/02/2016.

· S.T. de Fomento, Sección de Conservación de fecha 22/02/2016, favorable
· S.T. de Medio Ambiente de fecha 29/11/2016, favorable con condiciones
· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 4/03/2016

· Diputación, Servicio de Obras de fecha 2/03/2016, indica errores en la nomenclatura 
· D.G. de telecomunicaciones del Ministerio de Industria  de fecha 4/03/2016, favorable condicionado a una corrección de errores materiales 
· Subdelegación de Gobierno de fecha 23/02/2016, desfavorable; 2º inf. de fecha 13/07/2017, favorable
·  S. T. de Fomento emitido el 8 de julio de 2016, que señala:


“Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente, este Servicio Territorial informa lo siguiente:

 
1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL, de acuerdo con la Orden FYM/238/2016, de 4 de abril, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2016 (BOCyL de 8 de abril de 2016), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento.


2.- De conformidad con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León, se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local. 


3.- El presente documento deberá someterse al trámite ambiental de conformidad con el artículo 52 bis de la LUCyL, 157 del RUCyL y la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.


4.- Aunque se indique en la memoria el cumplimiento de los estándares de viviendas previstas respecto de las existentes, se considera que la propuesta realizada prevé un número excesivo de viviendas cuya demanda no está justificada. El plantear casi el doble de las viviendas existentes, teniendo en cuenta que existen dos desarrollos (el plan parcial del sector SUR 1 y el estudio de detalle de la UA 8) que teniendo la ordenación detallada aprobada no han iniciado su desarrollo en los ocho años que llevan en vigor, hace presuponer que la previsión establecida es excesiva, aunque la actividad constructiva no se haya paralizado. Se plantean gran cantidad de ámbitos que, siendo de menor tamaño y teniendo una ubicación más adecuada, interior al suelo urbano, se consideran suficientes para el desarrollo del municipio en los próximos años, no considerándose necesarios los suelos previstos al noroeste del núcleo e incluidos en sectores urbanizables. 


5.- Se justificará e indicará claramente cual es la diferencia por la que determinados suelos sobre los que no existe nada (parcela al suroeste colindante con el colegio) se califican como Zona Borde con un * que indica “condiciones específicas”, máxime cuando la tierra de al lado (que es la misma o muy similar) está clasificada como suelo urbano no consolidado. No se entiende la excepcionalidad asignada a las dos parcelas, ya que, además de lo señalado, las condiciones particulares específicas indicadas en la ordenanza ya se consideran obligatorias por la simple aplicación del art. 26 del RUCyL.


6.- La D.A. Única del RUCyL señala que, los Espacios Libres Públicos son aquellos espacios destinados a parques, jardines, áreas de ocio,… no vinculadas al transporte ni complementarias de las vías públicas o de los equipamientos. Por el contrario las Vías Públicas, según la misma D.A. son aquellos espacios destinados a la estancia, relación, desplazamiento y transporte de la población… Por ello, se considera que, las plazas y zonas estanciales, complementarias del viario, deben ser considerados viario y no espacios libres públicos, además hay que tener en cuenta que, en aplicación del art. 24 del RUCyL, para que un terreno pueda tener la consideración de solar, debe tener acceso por vía urbana, por lo que los solares que tengan frente a espacios libres públicos no podrían tener tal consideración. Se deberían distinguir aceras de ELP, allá donde los hubiera. (entorno de la ermita, jardines a lo largo de la C/ Tomás Bayón,…)


Entre otros, el suelo que existe frente al consultorio médico deberá estar calificado como viario (al menos las aceras) a fin de que el suelo donde se asienta el edificio pueda ser considerado solar, en aplicación de lo señalado en el art. 24 del RUCyL.


7.- En la zona donde se han previsto las Actuaciones Aisladas 16 y 17, se deberá dar cumplimiento a lo exigido en el Documento Básico DB-SI “Seguridad en Caso de Incendio” del Real Decreto 314/2006, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación, en particular en el apartado 1.2.5 “En las vías de acceso sin salida de más de 20 m de largo se dispondrá de un espacio suficiente para la maniobra de los vehículos del servicio de extinción de incendios” ya que se ha planteado un viario en fondo de saco (Camino Hondo), de longitud superior a lo previsto en el CTE para este tipo de viarios, y que no permite el giro de vehículos, con lo que deberá reconsiderarse su trazado.


8.- Tanto el Plan Parcial del sector 1 como el Estudio de Detalle correspondiente a la UA 8, están aprobados definitivamente, asumiendo las NUM sus ordenaciones detalladas. Por ello, y ante la inexistencia de los mismos, deberá aportarse al S.T. de Fomento un ejemplar en papel y un CD, del Estudio de Detalle y solamente un CD en el caso del Plan Parcial, para su archivo y remisión al Centro de Información Territorial de la Junta de Castilla y León para su publicación en el PLAU, permitiendo así el conocimiento del contenido de ambos instrumentos, máxime al estar sus ordenaciones asumidas. Si fuera posible, sería deseable que se incorporara la ordenación aprobada en el instrumento de planeamiento general que se tramita.


9.- Las líneas eléctricas existentes en el término municipal deberán estar incluidas en la categoría de SRPI y dentro de la categoría de SRPN, además de los ya incluido, los arroyos y todo cauce de agua existente en el T.M. así como las vías pecuarias.


10.- Se señala en las fichas de los sectores de SUNC que la superficie total se definirá en el ED en cambio se cuantifica la edificabilidad máxima legal, en base a la superficie señalada en la ficha. Sería mas adecuado indicar simplemente el índice de edificabilidad remitiendo el valor absoluto a la aplicación de dicho índice a la superficie real.


11.- En las fichas de los sectores de SUNC y de SUR deberá incluirse, aunque se hayan definido los números totales, máximos y mínimos de viviendas, los números máximo y mínimo de viviendas edificables por hectárea, en virtud de lo señalado en el art. 122.2.d). Igualmente la edificabilidad máxima en usos privados, deberá indicarse por hectárea.


12.- Si el sector de suelo urbanizable 1 está en vigor y se considera asumido, en la ficha incluida en las NUM deberán recogerse todas las determinaciones aprobadas o en caso contrario referirlo en su totalidad a la normativa vigente del plan parcial, ya que se han señalado alguna de ellas y puede dar lugar a error.


13.- Se deberán incluir en la memoria ciertos aspectos:

· Se deberá revisar el cuadro del art. 4.5.d de la memoria vinculante, relativo a cuantías de ELP, en base a lo expuesto en el punto 6  de este informe.

· Se deberán incluir en el apartado 8.1.b de la memoria vinculante, todos aquellos aspectos indicados a continuación relativos a las ordenanzas y que deben ser subsanados en la normativa, a fin de que haya correspondencia entre todos los documentos incluidos en las NUM.

· Se señalará alguna referencia a la parcela donde se ubica la EDAR tanto en la memoria vinculante como referencia específica y condiciones en la normativa.

· Deberán señalarse claramente las medidas cautelares que son de aplicación a los ámbitos incluidos en el perímetro de “Medidas arqueológicas cautelares” señalándose tanto en la memoria vinculante como en la normativa de aplicación.


14.- Se deberán subsanar en la normativa las cuestiones siguientes:

· Se completarán todos los usos pormenorizados en el sentido de incluir una intensidad de uso de aquellos que se consideren predominantes, (y en su caso, los compatibles) teniendo en cuenta que de la definición de uso compatible contenida en la Disposición Adicional Única del RUCyL, que señala: “1º. Uso predominante: el uso característico de un ámbito, de tal forma que sea mayoritario respecto del aprovechamiento total del mismo. 2º. Uso compatible: todo uso respecto del cual resulta admisible su coexistencia con el uso predominante del ámbito de que se trate.” se deduce que un uso compatible se podría materializar siempre y cuando lo fuera conjuntamente con el uso predominante y no de forma exclusiva en la parcela. 

· Se indicará en todas las ordenanzas residenciales que se permite una única vivienda por parcela.

· En la ordenanza de Zona de Borde, (art. 161) se deberá definir si los retranqueos en la tipología aislada o pareada fijados en 3 m. se refieren a una distancia máxima, mínima u obligatoria.

· En la ordenanza Conjunto con Proyecto CP-1, (art. 163) deberán recogerse las condiciones de edificación del Estudio de Detalle aprobado y no remitir a la ordenanza de Borde, que no se sabe si solo se remite a efectos del cálculo del índice de Edificabilidad o de toda la ordenanza ya que hay parámetros que se contradicen.

· Se deberá incluir ordenanza de Servicios Urbanos.

· En la ordenanza de EQ (art. 165) se regulará si la altura señalada de 9.00 m. corresponde a cornisa o edificación. Se deberán regular unos retranqueos mínimos para aquellas parcelas de equipamientos que no estén edificadas y cuya tipología sea aislada. 

· Se modificará el art. 99.2 de la normativa en el sentido de suprimir la posibilidad de realizar cubiertas planas ya que no se adecúan al art. 17 Deber de adaptación al entorno del RUCyL.

· El régimen de usos en todas las categorías de suelo rústico, deberá ajustarse a lo señalado en los art. 59 y ss. del RUCyL. Entre otros, se han detectado: en el art. 190 Régimen de usos en SR-C, son usos permitidos “las viviendas unifamiliares vinculadas a instalaciones fabriles, bodegas, casetas de guarda o similar siempre y cuando cumplan las condiciones normativas exigidas”. Las viviendas unifamiliares, según el art. 57.e) del RUCyL, pueden ser usos autorizables “…siempre que resulten necesarias para el funcionamiento de alguno de los demás usos….” por lo que deberá modificarse; en el art. 193 Régimen de usos en SR-PN, los usos autorizables deberán ajustarse a lo señalado en el art. 64 del RUCyL; en el art. 199 Régimen de usos en SR-PI al art. 63 del RUCyL y en el art. 202 Régimen de usos en SR-PA al art. 62.

· Se reconsiderará la ocupación máxima del 0.5 % para los usos autorizables en SRPN y SRPC ya que puede resultar un poco escaso. En SRPC deberá establecerse un parámetro de retranqueo.

· Se reconsiderarán las condiciones de edificación establecidas para el SRPA ya que, además de existir discrepancias entre diversos apartados, no queda suficientemente claro si las condiciones se refieren a todos los usos autorizables o solo a las construcciones vinculadas a las explotaciones agrícolas, ganaderas,…

· Si se incluye normativa relativa a la protección de gasoductos, parece que se da a entender que existen suelos incluidos en tal categoría, los cuales no se han grafiado en los planos, debiendo recogerse. Si por el contrario se incluye la normativa, solo a título informativo por si en algún determinado momento se realiza el trazado de un nuevo gasoducto, deberá recogerse esta situación en la normativa. (Se podría indicar algo así como: “aunque no existe actualmente ningún gasoducto en el T.M. de La Seca, en previsión de una futura implantación, se recoge la normativa de aplicación a dicho uso”).


15.- Se subsanarán los siguientes errores:

· Se deberá recoger en el art. 4.3 de la memoria vinculante la obligatoriedad de los sectores de suelo urbanizable de reservar un porcentaje de la edificabilidad residencial para viviendas de protección, del mismo modo que se ha recogido en las fichas correspondientes.

· En el art. 223 de la normativa en el sentido de indicar que el Boletín Oficial donde debe hacerse la publicación de la solicitud de autorización de uso provisional en suelo urbanizable será el Boletín Oficial de Castilla y León y no el de la Provincia. Por otra parte señalar en relación con el mismo artículo, que el art. 19 de la LUCyL prevé la misma posibilidad de autorización de uso provisional para suelos urbanizables como para suelos urbanos no consolidados.

· La remisión a “el Estudio de Detalle” en determinadas fichas de sectores de suelo urbanizable, sustituyéndolo por “el Plan Parcial”. (concretamente en las fichas de los sectores 1, 3 y 4).”

               SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose publicado la la Orden FYM/ 337 /2017, de 5 de mayo por la que se formula la Declaración Ambiental Estratégica, de las Normas Urbanísticas Municipales de la Seca.


SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 16 de junio de 2017 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 26 de junio de 2017, completada con la presentada el 19 de julio de 2017 y el 4 de septiembre de 2017, previos requerimientos, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


NOVENO.- En la sesión de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de 20 de septiembre de 2017, tras el correspondiente debate, se formuló voto particular por el vocal representante de las organizaciones no gubernamentales, D. Fernando Polanco Uya, que se transcribe a continuación: 

“VOTO PARTICULAR DEL REPRESENTANTE DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES DE DEFENSA DEL MEDIO AMBIENTE
A.1.1.- NORMAS URBANISTICAS MUNICIPALES.- LA SECA.- (EXPTE. CTU 10/16)

La propuesta de las Normas Urbanísticas Municipales (NUM) de La Seca plantea la clasificación de 6,6 hectáreas de Suelo Urbano No Consolidado en 5 sectores y 8,4 hectáreas de Suelo Urbanizable en 2 sectores, con capacidad conjunta para 449  nuevas viviendas, sin incluir las edificables en las 19 Actuaciones Aisladas de Normalización y Urbanización y los solares existentes en Suelo Urbano Consolidado, lo que supone un incremento del 68 por ciento sobre las 657 viviendas inventariadas en el Censo de Vivienda de 2011.

Con arreglo a estas previsiones, La Seca incrementaría el Suelo Urbano y Urbanizable desde aproximadamente 65 a 74 hectáreas, el número de viviendas desde 657 a 1.106 y el número de habitantes desde 1.090 a 1.835, con la ocupación media de 1,66 habitantes por vivienda del Censo de 2011, en un momento de estancamiento demográfico e inmobiliario.

En la última década sólo se han construido en La Seca 63 viviendas, según los Censos de Vivienda de 2001 y 2011, siendo el crecimiento de 80 viviendas y 23 habitantes desde 1991, por lo que al ritmo de edificación de los últimos 20 años la capacidad residencial de las NUM alcanzaría para 112 años, muy por encima del escenario de 8 años que las propias NUM utilizan como justificación de su desmesurada previsión de Suelo Urbano y Urbanizable.

En este contexto, la propuesta de clasificación de Suelo Urbanizable residencial excede al suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen (art. 20.1.a TRLSRU) y no se considera justificada a la vista de las demandas y necesidades de suelo (arts. 13.1 y 34.1 LUCyL), siendo necesario un ajuste de los crecimientos previstos coherente con la normativa urbanística y medioambiental vigente, como han puesto de manifiesto de manera reiterada el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León y el Tribunal Supremo en diversas sentencias.

Desde nuestro punto de vista, dicho ajuste pasa por la renuncia a clasificar Suelo Urbanizable, habiendo transcurrido el plazo máximo de 8 años para el desarrollo del único sector de Suelo Urbanizable clasificado por las Normas Subsidiarias Municipales vigentes. Y ello porque los 5 sectores de Suelo Urbano No Consolidado, con capacidad para 201 viviendas, y las 19 Actuaciones Aisladas de Normalización y Urbanización en Suelo Urbano Consolidado resultan más que suficientes para satisfacer las demandas de vivienda del próximo medio siglo, respetando además la prioridad del urbanismo compacto y la rehabilitación urbana recogida en la actual normativa urbanística del Estado y la Comunidad Autónoma.”


DÉCIMO.- La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo en la sesión de 20 de septiembre de 2017, al haberse emitido Voto Particular expuesto en el apartado anterior, no adopta acuerdo, si no que de conformidad con lo preceptuado en el artículo 5.5.b) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, solicita informe a la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente que será preceptivo y determinante, quedando suspendido el plazo para la adopción del Acuerdo durante dos meses.


UNDÉCIMO.- Con fecha 20 de octubre de 2017, se recibe informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, que señala literalmente lo que se reproduce: 

“INFORME DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE VIVIENDA, ARQUITECTURA Y URBANISMO SOBRE EL VOTO PARTICULAR FORMULADO EN LA COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID EN EL ACUERDO SOBRE LA APROBACIÓN DEFINITIVA DE LAS NUM DE LA SECA
La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo -CTMAyU en adelante- de Valladolid en su sesión de 20 de septiembre de 2017, en relación al acuerdo para la aprobación definitiva de las Normas Urbanísticas Municipales -NUM- de La Seca -Valladolid-, solicita informe del centro directivo competente en materia de urbanismo, ante la falta de unanimidad y la formulación de voto particular por uno de los vocales del órgano colegiado.

Este informe se emite de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5.b. del artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

El voto particular del vocal representante de las asociaciones y organizaciones no gubernamentales cuyo objeto es la defensa del medio ambiente, propone que la CTMAyU adopte el acuerdo de no aprobar la clasificación del suelo urbanizable residencial propuesto en las NUM, según lo previsto en el apartado correspondiente del artículo 161 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León -RUCyL en adelante-

El contenido del voto particular es el siguiente:

«La propuesta de las Normas Urbanísticas Municipales (NUM) de La Seca plantea la clasificación de 6,6 hectáreas de Suelo Urbano No Consolidado en 5 sectores y 8,4 hectáreas de Suelo Urbanizable en 2 sectores, con capacidad conjunta para 449 nuevas viviendas, sin incluir las edificables en las 19 Actuaciones Aisladas de Normalización y Urbanización y los solares existentes en Suelo Urbano Consolidado, lo que supone un incremento del 68 por ciento sobre las 657 viviendas inventariadas en el Censo de Vivienda de 2011.

Con arreglo a estas previsiones, La Seca incrementaría el Suelo Urbano y Urbanizable desde aproximadamente 65 a 74 hectáreas, el número de viviendas desde 657 a 1.106 y el número de habitantes desde 1.090 a 1.835, con la ocupación media de 1,66 habitantes por vivienda del Censo de 2011, en un momento de estancamiento demográfico e inmobiliario.

En la última década sólo se han construido en La Seca 63 viviendas, según los Censos de Vivienda de 2001 y 2011, siendo el crecimiento de 80 viviendas y 23 habitantes desde 1991, por lo que al ritmo de edificación de los últimos 20 años la capacidad residencial de las NUM alcanzaría para 112 años, muy por encima del escenario de 8 años que las propias NUM utilizan como justificación de su desmesurada previsión de Suelo Urbano y Urbanizable.

En este contexto, la propuesta de clasificación de Suelo Urbanizable residencial excede al suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen (art. 20.1.a TRLSRU) y no se considera justificada a la vista de las demandas y necesidades de suelo (arts. 13.1 Y 34.1 LUCyL), siendo necesario un ajuste de los crecimientos previstos coherente con la normativa urbanística y medioambiental vigente, como han puesto de manifiesto de manera reiterada el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León y el Tribunal Supremo en diversas sentencias.

Desde nuestro punto de vista, dicho ajuste pasa por la renuncia a clasificar Suelo Urbanizable, habiendo transcurrido el plazo máximo de 8 años para el desarrollo del único sector de Suelo Urbanizable clasificado por las Normas Subsidiarias Municipales vigentes. Y por ello porque los 5 sectores de Suelo Urbano No Consolidado, con capacidad para 201 viviendas, y las 19 Actuaciones Aisladas de Normalización y Urbanización en Suelo Urbano Consolidado resultan más que suficientes para satisfacer las demandas de vivienda del próximo medio siglo, respetando además la prioridad del urbanismo compacto y la rehabilitación urbana recogida en la actual normativa urbanística del Estado y la Comunidad Autónoma».

No es el objeto de este informe revisar todo el documento de planeamiento, sino expresar nuestro criterio sobre las determinaciones concretas respecto a los que se ha discrepado de la propuesta del Servicio Territorial de Fomento, asumido como la posición mayoritaria de los miembros de la CTMAyU, que proponían la aprobación definitiva.

El instrumento de planeamiento vigente en el municipio, que ahora se sustituye son las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal -NSPM- de La Seca, aprobadas el 03/06/1997. Se trata por tanto de un instrumento no adaptado a la LUCyL ni al RUCyL.

Clasificación del suelo urbanizable

Es este un municipio que mantiene una población estable, ha pasado de 1.067 a 1.124 habitantes de 1991 a 2011 -según el INE- y actualmente -2016- el padrón indica 1.105; en cuanto al número de viviendas, se pasó de 567 a 655. El modelo territorial propuesto en las NUM prevé 5 sectores de suelo urbano no consolidado para 201 viviendas y 2 sectores de suelo urbanizable de uso predominante residencial: SUR1 Y SUR2 para 246 viviendas.

El sector SUR1 es planeamiento asumido, corresponde al Plan Parcial del anterior Sector 1 aprobado mediante Acuerdo de 29 de julio de 2009 (BOCyL de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid; se trata de un sector de suelo urbanizable de uso residencial con una superficie de 2,73 Has. para un máximo de 79 viviendas. El sector SUR2 es suelo urbanizable de uso residencial, con una superficie de 5,56 Has. para un máximo de 167 viviendas. 

Ambos sectores cumplirían el criterio actual de compacidad y parecen situados adecuadamente en relación a la estructura del suelo urbano actual.

En cuanto al sector SUR1 no están claros los plazos del instrumento asumido porque parece que no se ha aprobado el proyecto de actuación, por lo que debe estarse a lo que prevé el RUCyL en su artículo 49: “En defecto de indicación expresa, se entiende que el plazo total para cumplir el conjunto de los deberes urbanísticos es de ocho años desde la entrada en vigor del instrumento que establezca la ordenación detallada”. Por lo que debe entenderse que han transcurrido y el Ayuntamiento podría iniciar su desclasificación desde febrero de 2017. Mediante la propuesta municipal se está concediendo de hecho una prórroga al planeamiento asumido, para la gestión.

En relación a la justificación del cumplimiento de los artículo 13 y 34 de la LUCyL, en cuanto a la demanda de suelo para uso residencial, la Memoria Vinculante de las NUM incluye un apartado específico de “justificación de la demanda”, en el que se señala que el horizonte real de unas NUM va más allá de los plazos normativos teniendo en cuanta que las actuales Normas han tenido una vida útil de 18 años, la inseguridad de estas previsiones, pero sobre todo la funcionalidad agraria del viñedo en el territorio, las existencia de 20 instalaciones productivas de bodegas y que estas instalaciones contribuirán a fijar población. Como conclusión:

“En este contexto es necesario que la oferta de suelo urbanizable en el amplio horizonte temporal de la vida útil de unas Normas tenga un margen de maniobra adaptable a la evolución económica y social del municipio. Que establezca una estrategia global y que la falta de una adecuada previsión no derive en la necesidad de recurrir a modificaciones puntuales para la clasificación de suelo urbanizable que abordan la planificación con un carácter evidentemente sesgado, puntual y por tanto externo a la apuesta municipal global que supone el definir un modelo urbano y territorial desde la redacción de unas Normas”.

Consideramos insuficiente y genérica la justificación presentada, aun admitiendo la existencia de una economía positiva en el municipio en el contexto regional, así como la inercia de los modelos territoriales más allá del momento en que se producen y de los plazos inicialmente previstos.  Tales cuestiones ya existen de forma estable desde hace tiempo, pero no han dado lugar a la generación de una gran necesidad de vivienda teniendo en cuenta las construidas en tiempos recientes de crecimiento de actividades y empleo en el municipio, y de población en otros.

Es difícil hacer cálculos numéricos que se basen en estimaciones y en la previsión de modelos que no pueden acreditarse. Por lo que en todo caso, teniendo en cuenta que en los pasados 25 años se han construido unas 4 viviendas al año, es difícil admitir que incluso pasando del actual escenario estabilizado a otro más expansivo, el número de 447 viviendas que se proponen (en suelo urbano no consolidado y urbanizable, sin contar el urbano consolidado), en relación a las 680 que pudieran existir actualmente, no sea excesivo y se haya justificado en la memoria en términos objetivos.

Deben admitirse todas las propuestas de clasificación del suelo urbano, puesto que es una determinación reglada y a la vista del documento se ha hecho adecuadamente; en cuanto al urbanizable se deben considerar algunos criterios señalados en recientes sentencias de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal de Justicia de Castilla y León de Burgos en el contexto de una Revisión del planeamiento general:

“Nos preguntamos, si con este futuro parque de viviendas que se contempla ya en el PGOU, antes

 de su revisión y adaptación en el año 2.014, se podía hacer frente a la demanda de vivienda que pudiera resultar de ese crecimiento demográfico y económico al que se refiere el Planificador en la Memoria, sin la necesidad de tener que haber creado esos nuevos cuatro sectores de suelo urbanizable; es decir, nos preguntamos si está justificado y motivado desde un punto de vista de un desarrollo sostenible la clasificación en el planeamiento de estos nuevos cuatro sectores de suelo urbanizable de uso residencial”.

Finalmente esas sentencias actualmente firmes, se pronuncian admitiendo los sectores ya clasificados aunque no desarrollados en el planeamiento vigente, pero se considera que incluir nuevos sectores de suelo urbanizable de uso residencial, vulnera lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 5/1999. Es decir se admiten los sectores previos, pero que no es necesario clasificar otros sectores de suelo urbanizable.

Consideramos que puede aplicarse tal doctrina al caso presente, en el que no se ha justificado la necesidad de clasificar suelo suficiente para 447 viviendas, porque aún en un escenario de gran crecimiento, el suelo ya clasificado sería suficiente para resolver la demanda, sumando las viviendas posibles en el suelo urbano consolidado, las 201 del suelo urbano no consolidado y las 79 viviendas del sector ordenado detalladamente que se asume.

En consecuencia, analizada la cuestión formulada en el voto particular del vocal representante de las asociaciones y organizaciones no gubernamentales cuyo objeto es la defensa del medio ambiente, no se considera justificada en los términos que requieren los artículo 13 y 34 de la LUCyL, la creación del nuevo sector SUR2 de suelo urbanizable residencial para 167 viviendas, teniendo en cuenta las necesidades de suelo residencial.

La Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, respecto a lo señalado en el voto particular formulado en la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid de 20 de septiembre de 2017, en el acuerdo para la aprobación definitiva de la Normas Urbanísticas Municipales de La Seca, informa que no hay deficiencias que impidan la aprobación definitiva salvo lo referido a la clasificación del sector de suelo urbanizable SUR2, puesto que no se ha justificado su clasificación como suelo urbanizable en el documento aprobado provisionalmente por el Ayuntamiento.

Valladolid, a 20 de octubre de 2017

EL JEFE DEL SERVICIO DE URBANISMO

Francisco Pablos Álvarez

EL DIRECTOR GENERAL DE VIVIENDA, 

ARQUITECTURA Y URBANISMO

Ángel Mª Marinero Peral”


DUODECIMO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente las Normas Urbanísticas Municipales.


SEGUNDO.- Examinada la documentación presentada por el Ayuntamiento no resultan subsanados todos los extremos reseñados, lo cual impide su aprobación definitiva.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de La Seca, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA de las Normas Urbanísticas Municipales de La Seca, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

· Se deberá adecuar el documento técnico al contenido del informe emitido por la D.G. de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo.

2.- Autorizaciones en suelo rústico 

A.2.1.- INDUSTRIA DE ALMACENAMIENTO DE SEMILLAS.- VILLAFRANCA DE DUERO.- (EXPTE. CTU 52/17).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 7 de agosto de 2017, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 19 de septiembre de 2017 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 5 de junio de 2017 y en el diario El Norte de Castilla de 7 de junio de 2017, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 18 de julio de 2017.


TERCERO.- Según certificado municipal de fecha 6 de septiembre de 2017:

· Por resolución de Alcaldía nº 10/2008, de 30 de enero de 2008, se concedió licencia ambiental para “Explotación bovina” en la parcela 5297 del polígono 55 de Villafranca de Duero. 

· Previa denuncia, por resolución de Alcaldía nº 32/2016, de 20 de junio de 2016, se incoó expediente sancionador por infracción Grave a D. Javier Fonseca Matilla por el “Almacenamiento de fertilizantes y abono”, sin la previa licencia ambiental.

· El expediente sancionador se resolvió por Decreto de Alcaldía nº 48/2016, con la imposición de una multa.


CUARTO.- El promotor del expediente es JAVIER FONSECA MATILLA.

QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para cambiar el uso de una edificación existente para industria de almacenamiento de semillas, abonos y fertilizantes orgánicos, que se ubicará en las parcelas 5297 y 3012 del polígono 55 de Villafranca de Duero, con una superficie catastral total  de 1.745 m².


La actividad consiste en la recepción de las semillas, abonos y fertilizantes, su almacenamiento y posterior expedición, que se va a llevar a cabo en las construcciones existentes en la parcela: 2 naves adosadas de 232,80 y 149, 25 m² respectivamentes, un cobertizo de 79,24 m² y un patio de 155,23 m², con una superficie total construida es de 461,29 m². No se realiza ningún tipo de obras en las construcciones.


TERCERO.- Las parcelas sobre las que se ubica la instalación se encuentran clasificadas como SUELO RÚSTICO COMÚN por las Normas Urbanísticas Municipales de Villafranca de Duero y son colindantes con una acequia.


En el artículo 109 de la Normativa se definen las  instalaciones existentes en suelo rústico, grafiadas en los planos de ordenación. Entre ellas se encuentra la edificación para la cual se solicita el cambio de uso, que viene definida como “22: Vaquería” con tipología de “nave (AGR)”, sin que esté declarada fuera de ordenación.


El artículo 111 de las NUM regula el régimen de usos en las Instalaciones Existentes en Suelo Rústico: “Como regla general se mantendrá el uso de las edificaciones, no obstante, éste podrá cambiar siempre que el nuevo uso propuesto se encuentre entre los permitidos o autorizables dentro de la categoría de suelo rústico en la que se ubique la instalación.”

Según se establece en el artículo 103.b) de las NUM en Suelo Rústico Común, es uso autorizable: “3º Los usos industriales, comerciales y de almacenamiento, así como las instalaciones y construcciones vinculadas a los mismos, estén o no relacionados con la producción agraria.”

CUARTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 57.g) del RUCyL “Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público: 2º. Porque se aprecie la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, ya sea a causa de sus específicos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circunstancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos urbanos.”, en relación con el artículo 59.b) de la misma norma.


QUINTO.- Las condiciones de edificación para las Instalaciones Existentes en Suelo Rústico se regulan en el artículo 110 de las NUM, que recoge las condiciones para las ampliaciones y, dado que no se plantea aumento de superficie, no son aplicables.


La instalación proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos.


SEXTO.- Consta en el expediente el informe favorable de fecha 19 de julio de 2017 de la Confederación Hidrográfica del Duero, con respecto a la afección al dominio público hidráulico, a la disponibilidad de recursos hídricos y a la afección del planeamiento a proyectos, obras e infraestructuras hidráulicas del organismo de cuenca.


SÉPTIMO.- Aportado entre envio de la propuesta y Comisión, consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid, de fecha 25 de octubre de 2017, el cual concluye que el proyecto no presenta coincidencia geográfica con la Red Natura 2000 ni se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en aquella.

Igualmente se comprueba que no existen afecciones sobre otros aspectos ambientales propios de las competencias del citado Servicio.

OCTAVO.-  El proyecto justifica el interés público de la instalación, en cumplimineto del artículo 308.1 del RUCyL, que viene determinado por  “la necesidad de emplazamiento en suelo rústico, que se debe a las siguientes razones:

· Es el único almacén alrededor de la zona de Villafranca de Duero.

· El disponer del mismo reduce costes de transporte a los agricultores de la zona.

· Debido a que es un almacén de productos agrícolas, la mayoria de los transportes se realizarán mediante tractores o camiones, por lo que, al ubicarse en suelo rústico, las molestias causada por este tipo de transporte son menores. Si se ubicara en suelo urbano, este tipo de transporte de bido a las características de las localidades de la zona, podrían entorpecer el tráfico y resultar molesto para los habitantes.

· Es un almacenamiento de producto agrícol y su aplicación es directa al campo.

· En definiriva, se trata de una actifidad dedicada al ambiente agrario y beneficia al conjunto de los agricultores de la zona.”


NOVENO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, que según la documentación presentada: 

· Acceso: Se realiza desde el camino existente que discurre por el oeste de la parcela.

· Abastecimiento de agua: la actividad no precisa utilización de agua, dado que carece de aseos.

· Saneamiento: el almacenamiento no implica la generación de residuos, ni sólidos ni líquidos.

· Suministro de energía eléctrica: no precisa, ya que la actividad de carga y descarga se realiza en horario diurno, siendo la iluminación natural suficiente para el desarrollo de la actividad. En el caso futuro de que neceitara acometida eléctrica, existe un poste eléctrico de BT junto a la nave, al cual se puede solicitar enganche.


DÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308. 1 c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


UNDÉCIMO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Villafranca de Duero, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para industria de almacenamiento de semillas en las parcelas 5297 y 3012 del polígono 55, en el término municipal de Villafranca de Duero, promovida por JAVIER FONSECA MATILLA.


Se recuerda la obligación del promotor de vincular el terreno al uso autorizado y de hacer constar en el Registro de la Propiedad su condición de indivisible, conforme a lo prescrito por el art. 25.3.c) de la Ley de Urbanismo de Castilla y León.


Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y de obras con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.


Con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.

A.2.2.- BODEGA.- PESQUERA DE DUERO.- (EXPTE. CTU 26/17).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 11 de abril de 2017, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 21 de septiembre de 2017 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 15 de febrero de 2017 y en El Diario de Valladolid de 13 de febrero de 2017, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 31 de marzo de 2017.


TERCERO.- El promotor del expediente es VELVETY WINNES, S.L.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para una Bodega para elaboración, crianza y embotellado de vino acogido a la D.O. Ribera del Duero, que se ubicará en las parcelas 66 y 67 del polígono 9 de Pesquera de Duero, con una superficie catastral de 18.818 y 21.470 m² respectivamente, siendo la superficie total de 40.288 m².


Se proyecta una nave distribuida interiormente en nave de elaboración, nave de envejecimiento, almacén, sotechado, sala de máquinas, sala de catas , oficinas, aseos y vestuarios, con una superficie útil de 1.375,35 m² y una superficie construida de 1.502,57 m².


El proyecto recoge, tanto en los planos como en la memoria, la agrupación de las parcelas “para disponer de la totalidad de la superficie para la ejecución de la bodega”.


TERCERO.- Las parcelas sobre la que se ubica la instalación se encuentran clasificadas como SUELO RÚSTICO COMÚN Y SUELO RÚSTICO DE PROTECCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS por las Normas Urbanísticas Municipales, estando las construcciones ubicadas en SUELO RÚSTICO COMÚN.


Las parcelas son colindantes con la carretera VP-3001 y con la Colada “Canalilla del Olmo”, ubicándose las construcciones fuera del área de afección de las mismas. Parte de las parcelas se encuentran dentro de la zona de policía del canal de Riaza.


CUARTO.- Según se establece en el artículo 5.3.3 de las citadas Normas, en Suelo Rústico Común es uso autorizable: “Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público: b) Porque se aprecie la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, ya sea a causa de sus específicos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circunstancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos urbanos.”

QUINTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 57.g) del RUCyL “Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público:… 3º. Por estar vinculados a la producción agropecuaria.”, en relación con el artículo 59.b) de la misma norma.


SEXTO.- Se regulan en el artículo 5.3.3 de las NUM las condiciones de edificación en Suelo Rústico Común, en función del uso al que se vinculen, que en este caso:

A) Edificaciones directamente vinculadas a la explotación agrícola o vinícola: 

· Parcela mínima: sin limitación de superficie.

· Edificabilidad: 0,30 m²/m².

· Altura máxima: 2 plantas y 9,00 m a cornisa.

· Retranqueo a todos los linderos: 7,00 m.


La bodega proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos, siempre que se agrupen las parcelas.


SÉPTIMO.- La Diputación de Valladolid, titular de la carretera provincial VP-3001, emite informe de fecha 25 de mayo de 2017, indicando que sería autorizable un acceso único para ambas parcelas.


OCTAVO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid de fecha 1 de agosto de 2017, el cual concluye que el proyecto no presenta coincidencia geográfica con elementos del Medio Natural, pero si presenta colindancia con la Colada denominada Canalilla del olmo o Resalso y que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del Medio Natural, siempre y cuando se cumplan las siguientes condiciones:

“1.
En todo momento se efectuará una gestión de los restos, residuos y basuras que conlleve su traslado a vertederos autorizados, eliminado los riesgos de contaminación de suelos y de las aguas tanto superficiales como subterráneas, así como su depósito en los terrenos próximos de forma intencionada o por traslado imprevisto debido al viento o a otros elementos.

2. Con el fin de evitar envenenamientos sobre la avifauna, en las desinfecciones y desratizaciones se manejarán los productos con el máximo cuidado, utilizando, para el segundo de los casos, portacebos o introduciendo directamente el raticida en las huras y procediendo a su tapado.

3. Si durante el desarrollo de las obra fuese necesario actuar sobre la vegetación arbolada contigua a la bodega, será necesario solicitar la correspondiente autorización al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

4. Se respectará en todo momento los límites de la vía pecuaria “Colada denominada Canalilla del Olmo o Resalso”. No pudiéndose construir ninguna obra sobre estos terrenos.

5. Si para la instalación de las acometidas de electricidad, red de abastecimientos, etc…, fuese necesario hacer cualquier tipo de obras sobre la vía pecuaria, resultará imprescindible solicitar al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid la correspondiente autorización.”


NOVENO.- Consta el informe favorable de la Confederación Hidrográfica del Duero de fecha 1 de agosto de 2017, con respecto a la afección al dominio público hidráulico, a la disponibilidad de recursos hidricos y a la afección del planeamiento a proyectos, obras e infraestructuras hidráulicas del organismo de cuenca.


DÉCIMO.- El proyecto justifica la necesidad de implantación en suelo rústico de la instalación basado en que “se prevé la ejecución de una bodega de elaboración de vino junto con un hotel de carácter enoturístico, es decir un complejo de unas dimensiones totales de casi 3.000 m² en planta, por lo que se necesitan unas dimensiones de parcela difíciles de encontrar en casco urbano”. 

         También se justifica el interés público, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, ya que la instalación supone:

· mayor interés turístico para la zona, además de un refuerzo para una de nuestras mejores donominaciones no sólo a nivel nacional, sino internacional.

· un incremento del empleo en la zona, dedicada practicamente en su totalidad al sector agrario y mayoritariamente al sector vitivinícola.

· un incremento de la competencia tanto para cultivadores como para elaboradores de vino, quedando la produccción asegurada al aumentar la industria de la elaboración.


UNDÉCIMO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, que según la documentación presentada: 

· Acceso:  Se realiza desde la carretera VP-3001.

· Abastecimiento de agua: mediante la conexión a la red municipal a unos 600 m de distancia.

· Saneamiento: mediante depósito específico de aguas sucias, que será recogido por empresa autorizada de gestión de residuos.

· Suministro de energía eléctrica: a través de la compañía suministradora, con proyecto específico, y conexión a 400 m de distancia.


DUODÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308.1.c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DECIMOTERCERO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Pesquera de Duero, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para Bodega para la elaboración, crianza y embotellado de vino acogido a D.O. Ribera del Duero en las parcelas 66 y 67 del polígono 9, en el término municipal de Pesquera de Duero, promovida por VELVETY WINNES, S.L., CONDICIONADA a que se realice la agrupación de las parcelas.


Se recuerda la obligación del promotor de vincular el terreno al uso autorizado y de hacer constar en el Registro de la Propiedad su condición de indivisible, conforme a lo prescrito por el art. 25.3.c) de la Ley de Urbanismo de Castilla y León.
               Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y de obras con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.


Con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.

3.- Informes y Asuntos Varios 

A.3.1. INFORME  DE  LA  COMISIÓN  TERRITORIAL  DE  MEDIO  AMBIENTE  Y URBANISMO AL EXPEDIENTE DE RESPONSABILIDAD 52/2016 PRESENTADO POR LA ENTIDAD UNGESPA S.L. EN RELACIÓN CON LOS TERRENOS AFECTADOS EN ALDEAMAYOR DE SAN MARTÍN POR EL PLAN PARCIAL “CAMINO DE SANTA MARÍA”.

             Recibida solicitud de informe en el expediente de Responsabilidad Patrimonial 52/2016, de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo recibido en las dependencias del Servicio Territorial de Fomento de Valladolid el 17 de marzo de 2017, relativo a la solicitud formulada por D. Ángel de la Hera Martín, en representación de UNGESPA, S.L, de reclamación de daños y perjuicios ocasionados por la Sentencia de 4 de diciembre de 2013 Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de Valladolid (confirmada por Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 2015), que anuló el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid de 30 de junio de 2009, por el que se aprobó definitivamente el Plan Parcial “Camino de Santa María”, este Servicio Territorial PROPONE LA ADOPCIÓN DEL SIGUIENTE INFORME:

                Mediante escrito registrado en la Delegación de la Junta de Castilla y León en Valladolid, Edificio de Usos Múltiples I, el 16 de diciembre de 2016, D. Ángel de la Hera Martín solicita que se inicie procedimiento para incoar expediente de reconocimiento de la responsabilidad patrimonial que pueda corresponder a la Administración Autonómica en relación con los daños y perjuicios causados a UNGESPA S.L. como consecuencia de la declaración de nulidad del Acuerdo de 30 de junio de 2009 de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid, por el que se aprueba definitivamente el Plan Parcial “Camino de Santa María”, de Aldeamayor de San Martín.

                Con fecha 29 de diciembre de 2016, el Jefe del Servicio Territorial de Fomento remite a la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo la solicitud de incoación de expediente de responsabilidad patrimonial por ser el órgano competente para resolverla, en ejercicio de las competencias que tiene atribuidas por el Decreto 12/2012, de 29 de marzo, por el que se desconcentran competencias en el titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en los titulares de sus órganos Directivos Centrales y en los de las Delegaciones Territoriales de la Junta de Castilla y León.

                 El 15 de marzo de 2017, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 10 del Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, se requiere al Jefe del Servicio de Territorial de Fomento para que emita el correspondiente informe preceptivo al que se refiere el artículo 81.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, así como que adjunte la documentación técnica urbanística y expediente administrativo de aprobación definitiva del Plan Parcial “Camino de Santa María”, Aldeamayor de San Martín.

                De conformidad con lo preceptuado en el artículo 106.2 de la Constitución de 1978, "los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos". El pronunciamiento del precepto constitucional citado, encuentra respuesta  actualmente en los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y en lo relativo al procedimiento administrativo de responsabilidad patrimonial en los artículos 64, 67 y 96 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

               Las normas citadas configuran el sistema mediante el cual los particulares pueden ejercer su derecho a ser indemnizados por las lesiones que sufran en cualesquiera de sus bienes y derechos, como consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.

             La reclamación ha sido formulada dentro del plazo establecido en el artículo 67.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

           En el caso que analizamos, la pretensión indemnizatoria la fundamenta la entidad recurrente en la responsabilidad patrimonial de la Administración, cuyos requisitos “a su juicio” se cumplen en este caso, pues al haberse declarado nulo el Acuerdo de 30 de junio de 2009, de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid, se ha generado un daño efectivo y grave en su patrimonio. Los daños han sido causados por la incorrecta actividad del Ayuntamiento y de la Comisión Territorial de Urbanismo que ha impedido el desarrollo urbanístico del Plan Parcial “Camino de Santa María” de Aldeamayor de San Martín, que afectan de modo singular a la recurrente, no teniendo ésta obligación de soportarlo. Hace referencia, asimismo, a que se encuentra en plazo para el ejercicio de la acción.

             Para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la Administración son precisos los siguientes requisitos:

         1-La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable económicamente e individualizado en relación a una persona o grupo de personas. Es decir, el daño, ha de reunir, a su vez, los siguientes requisitos:

         a- El daño ha de ser efectivo, lo que excluye los daños eventuales o simplemente posibles pero no actuales.

         b- El daño ha de ser evaluable económicamente, pudiendo incluirse en los mismos tanto los daños materiales como los morales.

          c-El daño ha de ser individualizado, es decir, que debe ser concreto residenciable directamente en el daño del reclamante y que exceda, además, de lo que puedan considerarse cargas comunes de la vida social.

        2- Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal —es indiferente la calificación— de los servicios públicos, en una relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención de elementos extraños que pudieran influir, alterando, el nexo causal.

       3- Ausencia de fuerza mayor. En cambio, como hemos indicado anteriormente, el caso fortuito no exonera de responsabilidad.

       4- Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el daño cabalmente por su propia conducta.

       5- Reclamación en el plazo de un año desde el evento dañoso o desde su manifestación.

       6- La doctrina viene distinguiendo entre perjuicio (detrimento patrimonial cualquiera) y lesión (detrimento patrimonial antijurídico, es decir, no querido por el Ordenamiento Jurídico). Y en este sentido el artículo 32 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, establece que sólo serán indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de daños que éstos no tengan el deber jurídico de soportar, de acuerdo con la ley.

             En el supuesto estudiado, la frustración esgrimida por la entidad interesada es consecuencia de la realización de inversiones inmobiliarias de riesgo,  derivadas de la adquisición de los terrenos por la parte reclamante en las parcelas, que todavía no habían sido dotadas del oportuno instrumento de planeamiento urbanístico participando además voluntariamente y con pleno conocimiento de las circunstancias. UNGESPA, S.L., llevó a cabo su operación especulativa, sin que pueda alegar desconocimiento de la legislación urbanística, en donde no cabe sino la patrimonialización progresiva de los aprovechamientos urbanísticos mediante el cumplimiento simultáneo de los deberes de esa índole, y sólo procede la indemnización de daños y perjuicios cuando se ha quebrado esa confianza legítima en el proceso urbanizador, es decir cuando se produce una modificación del planeamiento urbanístico en términos tales que no es posible materializar el aprovechamiento urbanístico de forma total o parcial. Y en todo caso, esa labor de UNGESPA, S.L., con la Comisión Territorial de Urbanismo sería mutua, pues había una relación de colaboración o cooperación basada en una relación de igualdad entre los agentes públicos y los privados, que confluían en la consecución de un fin común. 

               La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso administrativo de los actos o disposiciones administrativas no presupone, por sí misma, derecho a la indemnización, tal y como indica el artículo 32.1 de la Ley 40/2015, de 1 del Régimen Jurídico del Sector Público.

               En relación con esta cuestión, la STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª) de 5 febrero 2008, conforme a la cual, «Reducida la cuestión a la responsabilidad patrimonial derivada de la anulación judicial de la referida Resolución de 17 de febrero de 1998, conviene señalar, como ya hicimos en aquella sentencia, que las consecuencias lesivas derivadas de la anulación de un acto administrativo , "según el art. 142.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, pueden dar derecho a una indemnización, siempre y cuando concurran los presupuestos o requisitos determinantes de la responsabilidad patrimonial de la Administración: daño efectivo que por ser antijurídico el perjudicado no tiene el deber jurídico de soportar, económicamente evaluable, y conectado causalmente con la actividad administrativa , ya que la anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional Contencioso - Administrativo de los actos o disposiciones administrativas no presupone derecho a la indemnización, pues no cabe interpretar el art. 139 de la Ley 30/1992 con tesis maximalistas de uno y otro sentido, como si se dijera que de la anulación de una resolución administrativa no cabe nunca derivar responsabilidad patrimonial de la Administración, ni tampoco se puede afirmar que siempre se producirá tal responsabilidad, dado el carácter objetivo de la misma”. 

          La STS de 20 de febrero de 1989, en relación con los supuestos de anulación de actos, establece que «si bien la mera anulación de resoluciones administrativas no presupone sin más el derecho a la indemnización, sí puede ser supuesto de tal indemnización en aquellos casos en que la anulación produjo unos perjuicios individualizados y evaluables económicamente que el ciudadano no viene obligado a soportar, no siendo, por tanto, el aspecto subjetivo del actuar antijurídico de la Administración el que debe exigirse para sostener el derecho a la indemnización, sino el objetivo de la ilegalidad del perjuicio, en el sentido de que el ciudadano no tenga el deber jurídico de soportarlo, ya que en tal caso desaparecería la antijuridicidad de la lesión»...

          La STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6), de 15 mayo 2001, afirma que «…. no es menos cierto que la responsabilidad patrimonial no alcanza a cualquier daño que puedan sufrir los particulares en sus bienes y derechos, sino solamente aquellos que tengan la consideración de "antijurídicos" y que por tanto, el particular no tenga el deber jurídico de soportar. En este sentido, por la sola razón de la anulación de una acto administrativo al estimar la incorrección de su fundamentación jurídica por parte de los Tribunales Contencioso-Administrativos, no se produce sin más el derecho a la indemnización pues ello implicaría negar a la Administración el derecho a resolver según los criterios que, siendo opinables dentro de la relatividad que a toda decisión jurídica imprime la ciencia del derecho, considera los más adecuados a la legalidad vigente dentro de la discrecionalidad».

          Las características con las que debe cumplir el daño son señaladas en el apartado segundo del artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público, según el cual, en todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas.

          En este sentido se pronuncia la STS de 31 de octubre de 2000 (al establecer que esa responsabilidad patrimonial de la Administración se funda en el criterio objetivo de la lesión, entendida como daño o perjuicio antijurídico que quien lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar, pues si existe ese deber jurídico decae la obligación de la Administración de indemnizar, como sucede en la reclamación de responsabilidad presentada.

           Por otro lado, para poder reconocer la existencia de responsabilidad patrimonial, la confianza legítima, la seguridad jurídica y la existencia del daño antijurídico es esencial y por ello, respecto de la lesión de la confianza legítima, como trasunto de la seguridad jurídica, y con relevancia a los efectos sobre la antijuridicidad del daño, no podemos considerar que haya resultado lesionada, pues aunque es cierto que la Administración no puede adoptar decisiones que contravengan las perspectivas y esperanzas fundadas en sus propias decisiones anteriores, lo cierto es que en este caso las decisiones, sobre la nulidad del Plan Parcial, Camino de Santa María de Aldeamayor de San Martín, no había generado la necesaria confianza y certeza basada en la coherencia del comportamiento de la Comisión Territorial de Urbanismo que desde luego no puede ser defraudada mediante una actuación sorprendente e inesperada.

            Así es, el cambio que establece un sistema que basa la retribución en función de la participación del mercado, aunque asegurando una "rentabilidad razonable", no fragua una fundada esperanza de lo que era razonable y coherente esperar. Y no lo hace, en atención a las características del ámbito sectorial en el que nos encontramos, pues el urbanismo en general y, fundamentalmente, los instrumentos de planeamiento, han sido objeto de sucesivas reformas, a modo de ajustes, modulaciones, o cambios normativos de mayor o menor intensidad y calado, pero que tienen como común denominador el intento de equilibrar el sistema, que por razón de la crisis económica en el momento de dictarse y la evolución de las circunstancias en este sector, no se alcanzaban los objetivos perseguidos para justificar la necesidad por razones de interés público así como tampoco contaban con las dotaciones necesarias para ofrecer unos servicios dotacionales externos e independientes a los municipales que les permitiesen actuar como un área de urbanización autónoma.

             Las reformas sucedidas en este ámbito sectorial han sido numerosas e importantes, de modo que no podemos considerar, a los efectos de la confianza legítima, que un observador atento de tales modificaciones, pueda considerar que el sistema iba a permanecer inalterable durante la vida del planeamiento proyectado, como tampoco iba a comportar una petrificación del ordenamiento jurídico en este punto, ajeno a la evolución de la economía y de las desviaciones detectadas en el ámbito urbanístico.

              En definitiva, la confianza legítima requiere de la concurrencia de tres requisitos esenciales. A saber, que se base en signos innegables y externos (1); que las esperanzas generadas en el administrado han de ser legítimas (2); y que la conducta final de los poderes públicos resulte contradictoria con los actos anteriores, por resultar sorprendente e incoherente (3). Requisitos que no se dan en este caso teniendo en cuenta esa evolución de los sucesivos cambios, atendido el intenso dinamismo en este sector, sometido a una fuerte intervención administrativa, en situación de crisis económica general y de crisis estructural.

            Por tanto, los cambios de la situación urbanística no resultaban, en este sentido, imprevisibles, pues estaban fundados en exigencias derivadas del interés público, al haber sido anulado el Acuerdo de la Comisión de 30 de junio de 2009, por el que se aprueba definitivamente el Plan Parcial “Camino de Santa María” a esa cambiante situación de habitabilidad y situación económica y de estudio inicial de mercado.

            Por otro lado, en relación con lo manifestado por la entidad reclamante, en relación con los artículo 38 y 39, del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, relativos a la Indemnización de la facultad de participar en actuaciones de nueva urbanización e indemnización de la iniciativa y la promoción de actuaciones de urbanización o edificación, se debe matizar brevemente en relación con la cuestión que nos ocupa que la responsabilidad directa y objetiva de la Administración, iniciada en nuestro ordenamiento positivo se contiene a partir del 2 de octubre de 2016, en los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre de Régimen Jurídico del Sector Público y en los artículos 67 y 96 de la Ley 30/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

            En el ámbito urbanístico la regulación normativa parte de una excepción al principio de responsabilidad de la Administración Pública. El artículo 4.1 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana establece que, con carácter general, la ordenación territorial y urbanística determina las facultades y deberes del derecho de propiedad y que esta determinación (lógicamente, ya que la ordenación es la que atribuye el concreto contenido del derecho de propiedad), no confiere ni habilita derecho a exigir responsabilidad alguna. El propio precepto establece que dicha regla general se verá excepcionada por las leyes, que habilitarán los supuestos en los que proceda el derecho a indemnización de los propietarios afectados. Es decir, en el ámbito urbanístico partimos de una regla general (la no indemnización de los daños causados) y habremos de acudir al estudio de los supuestos excepcionales (tasados por Ley), para defender la concreta pretensión indemnizatoria y entre esos supuestos excepcionales y específicamente regulados en la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana que pueden originar indemnización, no se contempla entre ellos la nulidad de los instrumentos de planeamiento urbanístico de desarrollo como es el supuesto que nos ocupa: el Plan Parcial “Camino de Santa María” de Aldeamayor de San Martín. 

          Consecuentemente y en relación con lo anteriormente argumentado, de la nulidad del Plan Parcial Camino de “Santa María” de Aldeamayor de San Martín, no se extrae perjuicio alguno para nadie. Ahora bien, lo que sucede en el supuesto enjuiciado es que tanto la Administración como varias empresas privadas iniciaron una actuación urbanística en el desarrollo del Plan General de Ordenación Urbana del municipio. El perjuicio que invoca la recurrente no deriva de la declaración de nulidad del Plan Parcial citado sino de su participación en un proceso de desarrollo urbanístico que, en caso de ser declarada la nulidad del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 30 de junio de 2009, no podría ejecutarse, al menos en la forma en que se había previsto. Esa participación no era obligatoria para nadie, no consta que se incentivara por la Administración mediante concesión de subvenciones o deducciones o bonificaciones en impuestos, y quien participó lo hizo voluntariamente por las expectativas de negocio, es decir, por los ingresos que presumiblemente iba a proporcionar a los propietarios y a los promotores el desarrollo del sector. El que la Administración participara en ese proyecto no implica que la recurrente desconociera los riesgos, máxime tratándose de una empresa del sector inmobiliario.


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, INFORMAR DESFAVORABLEMENTE, la reclamación por los daños y perjuicios ocasionados por la anulación mediante Sentencia de 4 de diciembre de 2013 (confirmada por la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid, de 9 de diciembre de 2015), del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismos de Valladolid de 30 de junio de 2009, por el que se aprobó el Plan Parcial “Camino de Santa María”, en el término municipal de Aldeamayor de San Martín, presentada por D. ÁNGEL DE LA HERA MARTÍN, en representación de “UNGESPA, S.L.”.
A.3.2. INFORME EXPEDIENTE DE RESPONSABILIDAD 3/2017 PRESENTADO POR LA ENTIDAD PROMOCIONES Y CONSTRUCCIONES PYC PRYCONSA. EN RELACIÓN CON LOS TERRENOS AFECTADOS EN VALLADOLID POR EL PLAN PARCIAL  AH-1 “PRADO PALACIO”.

            Recibida solicitud de informe, en relación con el expediente de Responsabilidad Patrimonial 3/2017 registrada con el número de referencia 201713000006673, recibido en las dependencias del Servicio Territorial de Fomento de Valladolid el 17 de mayo de 2017, relativo a la solicitud formulada por D. Félix Andrés Frías Pérez, en representación de la mercantil “PROMOCIONES Y CONSTRUCCIONES PYC PRYCONSA.”, en el que se formula reclamación por los daños y perjuicios ocasionados por la anulación mediante sentencia 2112/2014, de 14 de octubre, del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid  y confirmada por Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de enero de 2016, del Plan Parcial del Área homogénea AH-1 “Prado Palacio”, aprobado mediante Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid de 18 de septiembre de 2009, este Servicio Territorial PROPONE LA ADOPCIÓN DEL SIGUIENTE INFORME:

            Mediante escrito registrado en la Consejería de Presidencia de la Junta de Castilla y León, el 24 de enero de 2017, D. Félix Andrés Frías Pérez, actuando en nombre y representación de PROMOCIONES Y CONSTRUCCIONES PYC PRYCONSA., solicita “RECLAMACIÓN DE INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL, por responsabilidad concurrente, de los gastos producidos en la tramitación del Plan Parcial del Área Homogénea 1 “Prado Palacio” (en adelante AH-1) hasta su aprobación, y ello a consecuencia de la Anulación del referido Plan Parcial citado AH-1.”

             La Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo es el órgano competente para resolver los expediente de responsabilidad patrimonial en ejercicio de las competencias que tiene atribuidas por el Decreto 12/2012, de 29 de marzo, por el que se desconcentran competencias en el titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en los titulares de sus órganos Directivos Centrales y en los de las Delegaciones Territoriales de la Junta de Castilla y León.

              El 12 de mayo de 2017, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 10 del Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, se requiere al Jefe del Servicio de Territorial de Fomento para que emita el correspondiente informe preceptivo al que se refiere el artículo 81.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, así como que adjunte la documentación técnica urbanística y expediente administrativo de aprobación definitiva del Plan Parcial Plan Parcial del Área Homogénea 1 “Prado Palacio”.

               De conformidad con lo preceptuado en el artículo 106.2 de la Constitución de 1978, "los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos". El pronunciamiento del precepto constitucional citado, encuentra respuesta  actualmente en los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y en lo relativo al procedimiento administrativo de responsabilidad patrimonial en los artículos 64, 67 y 96 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

               Las normas citadas configuran el sistema mediante el cual los particulares pueden ejercer su derecho a ser indemnizados por las lesiones que sufran en cualesquiera de sus bienes y derechos, como consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.

             La reclamación ha sido formulada dentro del plazo establecido en el artículo 67.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

             En el caso que analizamos, la pretensión indemnizatoria la fundamenta la entidad recurrente en la responsabilidad patrimonial de la Administración, cuyos requisitos “a su juicio” se cumplen en este caso, pues al haberse declarado nulo el Acuerdo de 18 de septiembre de 2009, de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid, se ha generado un daño efectivo y grave en su patrimonio. Los daños han sido causados por la incorrecta actividad concurrente de la Comisión Territorial de Urbanismo y del Ayuntamiento  consistiendo en los gastos producidos en la tramitación del Plan Parcial del área Homogénea 1 “Prado Palacio” hasta su aprobación, que afectan de modo singular a la recurrente, no teniendo ésta obligación de soportarlo. 

                Para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la Administración son precisos los siguientes requisitos:

         1- La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable económicamente e individualizado en relación a una persona o grupo de personas. Es decir, el daño, ha de reunir, a su vez, los siguientes requisitos:

         a- El daño ha de ser efectivo, lo que excluye los daños eventuales o simplemente posibles pero no actuales.

         b- El daño ha de ser evaluable económicamente, pudiendo incluirse en los mismos tanto los daños materiales como los morales.

          c-El daño ha de ser individualizado, es decir, que debe ser concreto residenciable directamente en el daño del reclamante y que exceda, además, de lo que puedan considerarse cargas comunes de la vida social.

        2- Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal —es indiferente la calificación— de los servicios públicos, en una relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención de elementos extraños que pudieran influir, alterando, el nexo causal.

       3- Ausencia de fuerza mayor. En cambio, como hemos indicado anteriormente, el caso fortuito no exonera de responsabilidad.

       4- Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el daño cabalmente por su propia conducta.

       5- Reclamación en el plazo de un año desde el evento dañoso o desde su manifestación.

       6- La doctrina viene distinguiendo entre perjuicio (detrimento patrimonial cualquiera) y lesión (detrimento patrimonial antijurídico, es decir, no querido por el Ordenamiento Jurídico). Y en este sentido el artículo 32 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, establece que sólo serán indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de daños que éstos no tengan el deber jurídico de soportar, de acuerdo con la ley.

             En el supuesto estudiado, la frustración esgrimida por la entidad interesada es consecuencia de la realización de inversiones inmobiliarias de riesgo,  derivadas de la adquisición de los terrenos por la parte reclamante en las parcelas, que todavía no habían sido dotadas del oportuno instrumento de planeamiento urbanístico participando además voluntariamente y con pleno conocimiento de las circunstancias. PROMOCIONES Y CONSTRUCCIONES PYC PRYCONSA., llevó a cabo su operación especulativa, sin que pueda alegar desconocimiento de la legislación urbanística, en donde no cabe sino la patrimonialización progresiva de los aprovechamientos urbanísticos mediante el cumplimiento simultáneo de los deberes de esa índole, y sólo procede la indemnización de daños y perjuicios cuando se ha quebrado esa confianza legítima en el proceso urbanizador, es decir cuando se produce una modificación del planeamiento urbanístico en términos tales que no es posible materializar el aprovechamiento urbanístico de forma total o parcial. Y en todo caso, esa labor de PROMOCIONES Y CONSTRUCCIONES PYC PRYCONSA, con la Comisión Territorial de Urbanismo sería mutua, pues había una relación de colaboración o cooperación basada en una relación de igualdad entre los agentes públicos y los privados, que confluían en la consecución de un fin común. 

               La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso administrativo de los actos o disposiciones administrativas no presupone, por sí misma, derecho a la indemnización, tal y como indica el artículo 32.1 de la Ley 40/2015, de 1 del Régimen Jurídico del Sector Público.

               En relación con esta cuestión, la STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª) de 5 febrero 2008, conforme a la cual, «Reducida la cuestión a la responsabilidad patrimonial derivada de la anulación judicial de la referida Resolución de 17 de febrero de 1998, conviene señalar, como ya hicimos en aquella sentencia, que las consecuencias lesivas derivadas de la anulación de un acto administrativo , "según el art. 142.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, pueden dar derecho a una indemnización, siempre y cuando concurran los presupuestos o requisitos determinantes de la responsabilidad patrimonial de la Administración: daño efectivo que por ser antijurídico el perjudicado no tiene el deber jurídico de soportar, económicamente evaluable, y conectado causalmente con la actividad administrativa , ya que la anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional Contencioso - Administrativo de los actos o disposiciones administrativas no presupone derecho a la indemnización, pues no cabe interpretar el art. 139 de la Ley 30/1992 con tesis maximalistas de uno y otro sentido, como si se dijera que de la anulación de una resolución administrativa no cabe nunca derivar responsabilidad patrimonial de la Administración, ni tampoco se puede afirmar que siempre se producirá tal responsabilidad, dado el carácter objetivo de la misma”. 

                La STS de 20 de febrero de 1989, en relación con los supuestos de anulación de actos, establece que «si bien la mera anulación de resoluciones administrativas no presupone sin más el derecho a la indemnización, sí puede ser supuesto de tal indemnización en aquellos casos en que la anulación produjo unos perjuicios individualizados y evaluables económicamente que el ciudadano no viene obligado a soportar, no siendo, por tanto, el aspecto subjetivo del actuar antijurídico de la Administración el que debe exigirse para sostener el derecho a la indemnización, sino el objetivo de la ilegalidad del perjuicio, en el sentido de que el ciudadano no tenga el deber jurídico de soportarlo, ya que en tal caso desaparecería la antijuridicidad de la lesión»...

              La STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6), de 15 mayo 2001, afirma que «…. no es menos cierto que la responsabilidad patrimonial no alcanza a cualquier daño que puedan sufrir los particulares en sus bienes y derechos, sino solamente aquellos que tengan la consideración de "antijurídicos" y que por tanto, el particular no tenga el deber jurídico de soportar. En este sentido, por la sola razón de la anulación de una acto administrativo al estimar la incorrección de su fundamentación jurídica por parte de los Tribunales Contencioso-Administrativos, no se produce sin más el derecho a la indemnización pues ello implicaría negar a la Administración el derecho a resolver según los criterios que, siendo opinables dentro de la relatividad que a toda decisión jurídica imprime la ciencia del derecho, considera los más adecuados a la legalidad vigente dentro de la discrecionalidad».

               Las características con las que debe cumplir el daño son señaladas en el apartado segundo del artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público, según el cual, en todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas.

               En este sentido se pronuncia la STS de 31 de octubre de 2000 (al establecer que esa responsabilidad patrimonial de la Administración se funda en el criterio objetivo de la lesión, entendida como daño o perjuicio antijurídico que quien lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar, pues si existe ese deber jurídico decae la obligación de la Administración de indemnizar, como sucede en la reclamación de responsabilidad presentada.

           Por otro lado, para poder reconocer la existencia de responsabilidad patrimonial, la confianza legítima, la seguridad jurídica y la existencia del daño antijurídico es esencial y por ello, respecto de la lesión de la confianza legítima, como trasunto de la seguridad jurídica, y con relevancia a los efectos sobre la antijuridicidad del daño, no podemos considerar que haya resultado lesionada, pues aunque es cierto que la Administración no puede adoptar decisiones que contravengan las perspectivas y esperanzas fundadas en sus propias decisiones anteriores, lo cierto es que en este caso las decisiones, sobre la nulidad del Plan Parcial, Del Área Homogénea AH-1, “Prado Palacio”, no había generado la necesaria confianza y certeza basada en la coherencia del comportamiento de la Comisión Territorial de Urbanismo que desde luego no puede ser defraudada mediante una actuación sorprendente e inesperada.

            Así es, el cambio que establece un sistema que basa la retribución en función de la participación del mercado, aunque asegurando una "rentabilidad razonable", no fragua una fundada esperanza de lo que era razonable y coherente esperar. Y no lo hace, en atención a las características del ámbito sectorial en el que nos encontramos, pues el urbanismo en general y, fundamentalmente, los instrumentos de planeamiento, han sido objeto de sucesivas reformas, a modo de ajustes, modulaciones, o cambios normativos de mayor o menor intensidad y calado, pero que tienen como común denominador el intento de equilibrar el sistema, que por razón de la crisis económica en el momento de dictarse y la evolución de las circunstancias en este sector, manifestando ambas Sentencias, la del TSJ y la de TS que: “el suelo urbanizable no delimitado del Área Homogénea AH-1 “Prado Palacio” previsto en el PGOU de Valladolid 2003 se encontraba en “situación de suelo rural” en virtud de lo dispuesto en la Ley 8/2007 y en el posterior TRLS8”, razonando que “El suelo en situación rural tiene un valor ambiental, como se pone de manifiesto en la exposición de motivos tanto de la Ley 8/2007 como de la del TRLS08, lo que también se indica en la sentencia del Tribunal Supremo de 5 de julio de 2012 (casación 4066/2010). Esto comporta que el paso de ese suelo a la situación de urbanizado, mediante la urbanización, ha de referirse en los instrumentos de ordenación territorial y urbanística al suelo preciso para atender “las necesidades que lo justifiquen”.

             Entrando a analizar el cumplimiento, en el caso enjuiciado, de tal requisito, señala que “en el Acuerdo recurrido no se ha justificado en absoluto la conveniencia de desarrollar el sector-artículo 46.4 LUCYL –o la conveniencia de la transformación urbanística en los terrenos-artículo 141.1 b) RUCYL, en la redacción entonces vigente- y más en particular que no se ha justificado que exista en Valladolid la necesidad de ampliar el suelo con destino residencial y especialmente que sea necesaria la construcción de 15.687 viviendas más. Cabe decir, a este respecto, que es sin duda insuficiente el Anexo 3 de la Memoria Vinculante”.

             Las reformas sucedidas en este ámbito sectorial han sido numerosas e importantes, de modo que no podemos considerar, a los efectos de la confianza legítima, que un observador atento de tales modificaciones, pueda considerar que el sistema iba a permanecer inalterable durante la vida del planeamiento proyectado, como tampoco iba a comportar una petrificación del ordenamiento jurídico en este punto, ajeno a la evolución de la economía y de las desviaciones detectadas en el ámbito urbanístico.

              En definitiva, la confianza legítima requiere de la concurrencia de tres requisitos esenciales. A saber, que se base en signos innegables y externos (1); que las esperanzas generadas en el administrado han de ser legítimas (2); y que la conducta final de los poderes públicos resulte contradictoria con los actos anteriores, por resultar sorprendente e incoherente (3). Requisitos que no se dan en este caso teniendo en cuenta esa evolución de los sucesivos cambios, atendido el intenso dinamismo en este sector, sometido a una fuerte intervención administrativa, en situación de crisis económica general y de crisis estructural.

            Por tanto, los cambios de la situación urbanística no resultaban, en este sentido, imprevisibles, pues estaban fundados en exigencias derivadas del interés público, al haber sido anulado el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid, por el que se aprueba definitivamente el Plan Parcial Área Homogénea-1 “Prado Palacio” a esa cambiante situación de habitabilidad y situación económica y de estudio inicial de mercado.

            Por otro lado, en relación con lo manifestado por la entidad reclamante, en relación con los artículo 38 y 39, del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, relativos a la Indemnización de la facultad de participar en actuaciones de nueva urbanización e indemnización de la iniciativa y la promoción de actuaciones de urbanización o edificación, se debe matizar brevemente en relación con la cuestión que nos ocupa que la responsabilidad directa y objetiva de la Administración, iniciada en nuestro ordenamiento positivo se contiene a partir del 2 de octubre de 2016, en los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre de Régimen Jurídico del Sector Público y en los artículos 67 y 96 de la Ley 30/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

            En el ámbito urbanístico la regulación normativa parte de una excepción al principio de responsabilidad de la Administración Pública. El artículo 4.1 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana establece que, con carácter general, la ordenación territorial y urbanística determina las facultades y deberes del derecho de propiedad y que esta determinación (lógicamente, ya que la ordenación es la que atribuye el concreto contenido del derecho de propiedad), no confiere ni habilita derecho a exigir responsabilidad alguna. El propio precepto establece que dicha regla general se verá excepcionada por las leyes, que habilitarán los supuestos en los que proceda el derecho a indemnización de los propietarios afectados. Es decir, en el ámbito urbanístico partimos de una regla general (la no indemnización de los daños causados) y habremos de acudir al estudio de los supuestos excepcionales (tasados por Ley), para defender la concreta pretensión indemnizatoria y entre esos supuestos excepcionales y específicamente regulados en la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana que pueden originar indemnización, no se contempla entre ellos la nulidad de los instrumentos de planeamiento urbanístico de desarrollo como es el supuesto que nos ocupa: el Plan Parcial del Área Homogénea AH-1 “Prado Palacio” de Valladolid. 

             Consecuentemente y en relación con lo anteriormente argumentado, de la nulidad del Plan Parcial del Área Homogénea AH-1 “Prado Palacio” de Valladolid, no se extrae perjuicio alguno para nadie. Ahora bien, lo que sucede en el supuesto enjuiciado es que tanto la Administración como varias empresas privadas iniciaron una actuación urbanística en el desarrollo del Plan General de Ordenación Urbana del municipio. El perjuicio que invoca la recurrente no deriva de la declaración de nulidad del Plan Parcial citado sino de su participación en un proceso de desarrollo urbanístico que, en caso de ser declarada la nulidad del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 18 de septiembre de 2009, no podría ejecutarse, al menos en la forma en que se había previsto. Esa participación no era obligatoria para nadie, no consta que se incentivara por la Administración mediante concesión de subvenciones o deducciones o bonificaciones en impuestos, y quien participó lo hizo voluntariamente por las expectativas de negocio, es decir, por los ingresos que presumiblemente iba a proporcionar a los propietarios y a los promotores el desarrollo del sector. El que la Administración participara en ese proyecto no implica que la recurrente desconociera los riesgos, máxime tratándose de una empresa del sector inmobiliario.

           En relación con el primer punto de la reclamación patrimonial que nos ocupa y siguiendo con la argumentación del párrafo anterior, esta Administración no es responsable de las pérdidas de las entidades privadas participantes en el proceso de urbanización, por lo tanto su responsabilidad en ningún caso resultará concurrente según lo predeterminado en el artículo 33 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público.

          Por último, respecto a la actuación del Ayuntamiento de Valladolid, no podemos pronunciarnos, sino que deberá de ser él, el que ofrezca motivación a la dotación de eficacia jurídica plena a su Acuerdo de 14 de marzo de 2016, así como las consecuencias que pueden derivar del cumplimiento del mismo.

           LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, INFORMAR DESFAVORABLEMENTE la reclamación por los daños y perjuicios ocasionados por la anulación mediante Sentencia de 14 de octubre de 2014 (confirmada por la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 18 de enero de 2016), del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid de 18 de septiembre de 2009, por el que se aprobó el Plan Parcial AH-1 “Prado Palacio”, en el término municipal de Valladolid, presentada por D. Félix Andrés Frías Pérez, en nombre y representación de “PROMOCIONES Y CONSTRUCCIONES PYC PRYCONSA”.

A.3.3. INFORME EXPEDIENTE DE RESPONSABILIDAD 4/2017 PRESENTADO POR LA ENTIDAD AGROGESTIÓN MARCOS, S.L. EN RELACIÓN CON LOS TERRENOS AFECTADOS EN VALLADOLID POR EL PLAN PARCIAL  AH-1 “PRADO PALACIO”.

             Recibida solicitud de informe, en relación con el de Responsabilidad Patrimonial 4/2017 registrada con el número de referencia 201713000006677, recibido en las dependencias del Servicio Territorial de Fomento de Valladolid el 17 de mayo de 2017, relativo a la solicitud formulada por D. Macedonio Marcos Álvarez, en representación de la mercantil “AGROGESTIÓN MARCOS, S.L”, en el que se formula reclamación por los daños y perjuicios ocasionados por la anulación mediante sentencia 2112/2014, de 14 de octubre, del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid  y confirmada por Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de enero de 2016, del Plan Parcial del Área homogénea AH-1 “Prado Palacio”, aprobado mediante Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid de 18 de septiembre de 2009, este Servicio Territorial PROPONE LA ADOPCIÓN DEL SIGUIENTE INFORME:

             Mediante escrito registrado en la Consejería de Presidencia de la Junta de Castilla y León, el 23 de enero de 2017, D. Macedonio Marcos Álvarez, actuando en nombre y representación de AGROGESTIÓN MARCOS, S.L., solicita “RECLAMACIÓN DE INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL, por responsabilidad concurrente, de los gastos producidos en la tramitación del Plan Parcial del Área Homogénea 1 “Prado Palacio” (en adelante AH-1) hasta su aprobación, y ello a consecuencia de la Anulación del referido Plan Parcial de citado AH-1.”

              La Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo es el órgano competente para resolver los expediente de responsabilidad patrimonial en ejercicio de las competencias que tiene atribuidas por el Decreto 12/2012, de 29 de marzo, por el que se desconcentran competencias en el titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en los titulares de sus órganos Directivos Centrales y en los de las Delegaciones Territoriales de la Junta de Castilla y León.

              El 12 de mayo de 2017, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 10 del Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, se requiere al Jefe del Servicio de Territorial de Fomento para que emita el correspondiente informe preceptivo al que se refiere el artículo 81.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, así como que adjunte la documentación técnica urbanística y expediente administrativo de aprobación definitiva del Plan Parcial Plan Parcial del Área Homogénea 1 “Prado Palacio”.

                De conformidad con lo preceptuado en el artículo 106.2 de la Constitución de 1978, "los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos". El pronunciamiento del precepto constitucional citado, encuentra respuesta  actualmente en los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y en lo relativo al procedimiento administrativo de responsabilidad patrimonial en los artículos 64, 67 y 96 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

               Las normas citadas configuran el sistema mediante el cual los particulares pueden ejercer su derecho a ser indemnizados por las lesiones que sufran en cualesquiera de sus bienes y derechos, como consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.

             La reclamación ha sido formulada dentro del plazo establecido en el artículo 67.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

             En el caso que analizamos, la pretensión indemnizatoria la fundamenta la entidad recurrente en la responsabilidad patrimonial de la Administración, cuyos requisitos “a su juicio” se cumplen en este caso, pues al haberse declarado nulo el Acuerdo de 18 de septiembre de 2009, de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid, se ha generado un daño efectivo y grave en su patrimonio. Los daños han sido causados por la incorrecta actividad concurrente de la Comisión Territorial de Urbanismo y del Ayuntamiento  consistiendo en los gastos producidos en la tramitación del Plan Parcial del área Homogénea 1 “Prado Palacio” hasta su aprobación, que afectan de modo singular a la recurrente, no teniendo ésta obligación de soportarlo. 

                Para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la Administración son precisos los siguientes requisitos:

         1- La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable económicamente e individualizado en relación a una persona o grupo de personas. Es decir, el daño, ha de reunir, a su vez, los siguientes requisitos:

         a- El daño ha de ser efectivo, lo que excluye los daños eventuales o simplemente posibles pero no actuales.

         b- El daño ha de ser evaluable económicamente, pudiendo incluirse en los mismos tanto los daños materiales como los morales.

          c-El daño ha de ser individualizado, es decir, que debe ser concreto residenciable directamente en el daño del reclamante y que exceda, además, de lo que puedan considerarse cargas comunes de la vida social.

        2- Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal —es indiferente la calificación— de los servicios públicos, en una relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención de elementos extraños que pudieran influir, alterando, el nexo causal.

       3- Ausencia de fuerza mayor. En cambio, como hemos indicado anteriormente, el caso fortuito no exonera de responsabilidad.

       4- Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el daño cabalmente por su propia conducta.

       5- Reclamación en el plazo de un año desde el evento dañoso o desde su manifestación.

       6- La doctrina viene distinguiendo entre perjuicio (detrimento patrimonial cualquiera) y lesión (detrimento patrimonial antijurídico, es decir, no querido por el Ordenamiento Jurídico). Y en este sentido el artículo 32 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, establece que sólo serán indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de daños que éstos no tengan el deber jurídico de soportar, de acuerdo con la ley.

           En el supuesto estudiado, la frustración esgrimida por la entidad interesada es consecuencia de la realización de inversiones inmobiliarias de riesgo,  derivadas de la adquisición de los terrenos por la parte reclamante en las parcelas, que todavía no habían sido dotadas del oportuno instrumento de planeamiento urbanístico participando además voluntariamente y con pleno conocimiento de las circunstancias. AGROGESTIÓN MARCOS, S.L., llevó a cabo su operación especulativa, sin que pueda alegar desconocimiento de la legislación urbanística, en donde no cabe sino la patrimonialización progresiva de los aprovechamientos urbanísticos mediante el cumplimiento simultáneo de los deberes de esa índole, y sólo procede la indemnización de daños y perjuicios cuando se ha quebrado esa confianza legítima en el proceso urbanizador, es decir cuando se produce una modificación del planeamiento urbanístico en términos tales que no es posible materializar el aprovechamiento urbanístico de forma total o parcial. Y en todo caso, esa labor de AGROGESTIÓN MARCOS, S.L, con la Comisión Territorial de Urbanismo sería mutua, pues había una relación de colaboración o cooperación basada en una relación de igualdad entre los agentes públicos y los privados, que confluían en la consecución de un fin común. 

             La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso administrativo de los actos o disposiciones administrativas no presupone, por sí misma, derecho a la indemnización, tal y como indica el artículo 32.1 de la Ley 40/2015, de 1 del Régimen Jurídico del Sector Público.

               En relación con esta cuestión, la STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª) de 5 febrero 2008, conforme a la cual, «Reducida la cuestión a la responsabilidad patrimonial derivada de la anulación judicial de la referida Resolución de 17 de febrero de 1998, conviene señalar, como ya hicimos en aquella sentencia, que las consecuencias lesivas derivadas de la anulación de un acto administrativo , "según el art. 142.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, pueden dar derecho a una indemnización, siempre y cuando concurran los presupuestos o requisitos determinantes de la responsabilidad patrimonial de la Administración: daño efectivo que por ser antijurídico el perjudicado no tiene el deber jurídico de soportar, económicamente evaluable, y conectado causalmente con la actividad administrativa , ya que la anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional Contencioso - Administrativo de los actos o disposiciones administrativas no presupone derecho a la indemnización, pues no cabe interpretar el art. 139 de la Ley 30/1992 con tesis maximalistas de uno y otro sentido, como si se dijera que de la anulación de una resolución administrativa no cabe nunca derivar responsabilidad patrimonial de la Administración, ni tampoco se puede afirmar que siempre se producirá tal responsabilidad, dado el carácter objetivo de la misma”. 

          La STS de 20 de febrero de 1989, en relación con los supuestos de anulación de actos, establece que «si bien la mera anulación de resoluciones administrativas no presupone sin más el derecho a la indemnización, sí puede ser supuesto de tal indemnización en aquellos casos en que la anulación produjo unos perjuicios individualizados y evaluables económicamente que el ciudadano no viene obligado a soportar, no siendo, por tanto, el aspecto subjetivo del actuar antijurídico de la Administración el que debe exigirse para sostener el derecho a la indemnización, sino el objetivo de la ilegalidad del perjuicio, en el sentido de que el ciudadano no tenga el deber jurídico de soportarlo, ya que en tal caso desaparecería la antijuridicidad de la lesión»...

          La STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6), de 15 mayo 2001, afirma que «…. no es menos cierto que la responsabilidad patrimonial no alcanza a cualquier daño que puedan sufrir los particulares en sus bienes y derechos, sino solamente aquellos que tengan la consideración de "antijurídicos" y que por tanto, el particular no tenga el deber jurídico de soportar. En este sentido, por la sola razón de la anulación de una acto administrativo al estimar la incorrección de su fundamentación jurídica por parte de los Tribunales Contencioso-Administrativos, no se produce sin más el derecho a la indemnización pues ello implicaría negar a la Administración el derecho a resolver según los criterios que, siendo opinables dentro de la relatividad que a toda decisión jurídica imprime la ciencia del derecho, considera los más adecuados a la legalidad vigente dentro de la discrecionalidad».

          Las características con las que debe cumplir el daño son señaladas en el apartado segundo del artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público, según el cual, en todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas.

          En este sentido se pronuncia la STS de 31 de octubre de 2000 (al establecer que esa responsabilidad patrimonial de la Administración se funda en el criterio objetivo de la lesión, entendida como daño o perjuicio antijurídico que quien lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar, pues si existe ese deber jurídico decae la obligación de la Administración de indemnizar, como sucede en la reclamación de responsabilidad presentada.

           Por otro lado, para poder reconocer la existencia de responsabilidad patrimonial, la confianza legítima, la seguridad jurídica y la existencia del daño antijurídico es esencial y por ello, respecto de la lesión de la confianza legítima, como trasunto de la seguridad jurídica, y con relevancia a los efectos sobre la antijuridicidad del daño, no podemos considerar que haya resultado lesionada, pues aunque es cierto que la Administración no puede adoptar decisiones que contravengan las perspectivas y esperanzas fundadas en sus propias decisiones anteriores, lo cierto es que en este caso las decisiones, sobre la nulidad del Plan Parcial, Del Área Homogénea AH-1, “Prado Palacio”, no había generado la necesaria confianza y certeza basada en la coherencia del comportamiento de la Comisión Territorial de Urbanismo que desde luego no puede ser defraudada mediante una actuación sorprendente e inesperada.

            Así es, el cambio que establece un sistema que basa la retribución en función de la participación del mercado, aunque asegurando una "rentabilidad razonable", no fragua una fundada esperanza de lo que era razonable y coherente esperar. Y no lo hace, en atención a las características del ámbito sectorial en el que nos encontramos, pues el urbanismo en general y, fundamentalmente, los instrumentos de planeamiento, han sido objeto de sucesivas reformas, a modo de ajustes, modulaciones, o cambios normativos de mayor o menor intensidad y calado, pero que tienen como común denominador el intento de equilibrar el sistema, que por razón de la crisis económica en el momento de dictarse y la evolución de las circunstancias en este sector, manifestando ambas Sentencias, la del TSJ y la de TS que: “el suelo urbanizable no delimitado del Área Homogénea AH-1 “Prado Palacio” previsto en el PGOU de Valladolid 2003 se encontraba en “situación de suelo rural” en virtud de lo dispuesto en la Ley 8/2007 y en el posterior TRLS8”, razonando que “El suelo en situación rural tiene un valor ambiental, como se pone de manifiesto en la exposición de motivos tanto de la Ley 8/2007 como de la del TRLS08, lo que también se indica en la sentencia del Tribunal Supremo de 5 de julio de 2012 (casación 4066/2010). Esto comporta que el paso de ese suelo a la situación de urbanizado, mediante la urbanización, ha de referirse en los instrumentos de ordenación territorial y urbanística al suelo preciso para atender “las necesidades que lo justifiquen”.

             Entrando a analizar el cumplimiento, en el caso enjuiciado, de tal requisito, señala que “en el Acuerdo recurrido no se ha justificado en absoluto la conveniencia de desarrollar el sector-artículo 46.4 LUCYL –o la conveniencia de la transformación urbanística en los terrenos-artículo 141.1 b) RUCYL, en la redacción entonces vigente- y más en particular que no se ha justificado que exista en Valladolid la necesidad de ampliar el suelo con destino residencial y especialmente que sea necesaria la construcción de 15.687 viviendas más. Cabe decir, a este respecto, que es sin duda insuficiente el Anexo 3 de la Memoria Vinculante”.

             Las reformas sucedidas en este ámbito sectorial han sido numerosas e importantes, de modo que no podemos considerar, a los efectos de la confianza legítima, que un observador atento de tales modificaciones, pueda considerar que el sistema iba a permanecer inalterable durante la vida del planeamiento proyectado, como tampoco iba a comportar una petrificación del ordenamiento jurídico en este punto, ajeno a la evolución de la economía y de las desviaciones detectadas en el ámbito urbanístico.

              En definitiva, la confianza legítima requiere de la concurrencia de tres requisitos esenciales. A saber, que se base en signos innegables y externos (1); que las esperanzas generadas en el administrado han de ser legítimas (2); y que la conducta final de los poderes públicos resulte contradictoria con los actos anteriores, por resultar sorprendente e incoherente (3). Requisitos que no se dan en este caso teniendo en cuenta esa evolución de los sucesivos cambios, atendido el intenso dinamismo en este sector, sometido a una fuerte intervención administrativa, en situación de crisis económica general y de crisis estructural.

            Por tanto, los cambios de la situación urbanística no resultaban, en este sentido, imprevisibles, pues estaban fundados en exigencias derivadas del interés público, al haber sido anulado el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid, por el que se aprueba definitivamente el Plan Parcial Área Homogénea-1 “Prado Palacio” a esa cambiante situación de habitabilidad y situación económica y de estudio inicial de mercado.

            Por otro lado, en relación con lo manifestado por la entidad reclamante, en relación con los artículo 38 y 39, del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, relativos a la Indemnización de la facultad de participar en actuaciones de nueva urbanización e indemnización de la iniciativa y la promoción de actuaciones de urbanización o edificación, se debe matizar brevemente en relación con la cuestión que nos ocupa que la responsabilidad directa y objetiva de la Administración, iniciada en nuestro ordenamiento positivo se contiene a partir del 2 de octubre de 2016, en los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre de Régimen Jurídico del Sector Público y en los artículos 67 y 96 de la Ley 30/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

            En el ámbito urbanístico la regulación normativa parte de una excepción al principio de responsabilidad de la Administración Pública. El artículo 4.1 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana establece que, con carácter general, la ordenación territorial y urbanística determina las facultades y deberes del derecho de propiedad y que esta determinación (lógicamente, ya que la ordenación es la que atribuye el concreto contenido del derecho de propiedad), no confiere ni habilita derecho a exigir responsabilidad alguna. El propio precepto establece que dicha regla general se verá excepcionada por las leyes, que habilitarán los supuestos en los que proceda el derecho a indemnización de los propietarios afectados. Es decir, en el ámbito urbanístico partimos de una regla general (la no indemnización de los daños causados) y habremos de acudir al estudio de los supuestos excepcionales (tasados por Ley), para defender la concreta pretensión indemnizatoria y entre esos supuestos excepcionales y específicamente regulados en la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana que pueden originar indemnización, no se contempla entre ellos la nulidad de los instrumentos de planeamiento urbanístico de desarrollo como es el supuesto que nos ocupa: el Plan Parcial del Área Homogénea AH-1 “Prado Palacio” de Valladolid. 

          Consecuentemente y en relación con lo anteriormente argumentado, de la nulidad del Plan Parcial del Área Homogénea AH-1 “Prado Palacio” de Valladolid, no se extrae perjuicio alguno para nadie. Ahora bien, lo que sucede en el supuesto enjuiciado es que tanto la Administración como varias empresas privadas iniciaron una actuación urbanística en el desarrollo del Plan General de Ordenación Urbana del municipio. El perjuicio que invoca la recurrente no deriva de la declaración de nulidad del Plan Parcial citado sino de su participación en un proceso de desarrollo urbanístico que, en caso de ser declarada la nulidad del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 18 de septiembre de 2009, no podría ejecutarse, al menos en la forma en que se había previsto. Esa participación no era obligatoria para nadie, no consta que se incentivara por la Administración mediante concesión de subvenciones o deducciones o bonificaciones en impuestos, y quien participó lo hizo voluntariamente por las expectativas de negocio, es decir, por los ingresos que presumiblemente iba a proporcionar a los propietarios y a los promotores el desarrollo del sector. El que la Administración participara en ese proyecto no implica que la recurrente desconociera los riesgos, máxime tratándose de una empresa del sector inmobiliario.

           En relación con el primer punto de la reclamación patrimonial que nos ocupa y siguiendo con la argumentación del párrafo anterior, esta Administración no es responsable de las pérdidas de las entidades privadas participantes en el proceso de urbanización, por lo tanto su responsabilidad en ningún caso resultará concurrente según lo predeterminado en el artículo 33 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público.

          Por lo expuesto,

          LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, INFORMAR DESFAVORABLEMENTE la reclamación por los daños y perjuicios ocasionados por la anulación mediante Sentencia de 14 de octubre de 2014 (confirmada por la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 18 de enero de 2016), del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid de 18 de septiembre de 2009, por el que se aprobó el Plan Parcial AH-1 “Prado Palacio”, en el término municipal de Valladolid, presentada por D. Macedonio Marcos Álvarez, en representación de “AGROGESTIÓN MARCOS, S.L”.

A.3.4. INFORME EXPEDIENTE DE RESPONSABILIDAD 6/2017 PRESENTADO POR LA ENTIDAD MONTHISA DESARROLLOS INMOBILIARIOS, S.A. EN RELACIÓN CON LOS TERRENOS AFECTADOS EN VALLADOLID POR EL PLAN PARCIAL AH-1 “PRADO PALACIO”.

              Recibida solicitud de informe, en relación con el de Responsabilidad Patrimonial 6/2017 registrada con el número de referencia 201713000006671, recibido en las dependencias del Servicio Territorial de Fomento de Valladolid el 17 de mayo de 2017, relativo a la solicitud formulada por Dª. María Montoro Zulueta, en representación de la mercantil “MONTHISA DESARROLLOS INMOBILIARIOS S.A.”, en el que se formula reclamación por los daños y perjuicios ocasionados por la anulación mediante sentencia 2112/2014, de 14 de octubre, del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid  y confirmada por Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de enero de 2016, del Plan Parcial del Área homogénea AH-1 “Prado Palacio”, aprobado mediante acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid de 18 de septiembre de 2009, este Servicio Territorial PROPONE LA ADOPCIÓN DEL SIGUIENTE INFORME:

              Mediante escrito registrado en la Consejería de Presidencia de la Junta de Castilla y León, el 25 de enero de 2017, Dª. María Montoro Zulueta, actuando en nombre y representación de MONTHISA DESARROLLOS INMOBILIARIOS, S.A., solicita “RECLAMACIÓN DE INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL, por responsabilidad concurrente, de los gastos producidos en la tramitación del Plan Parcial del Área Homogénea 1 “Prado Palacio” (en adelante AH-1) hasta su aprobación, y ello a consecuencia de la Anulación del referido Plan Parcial de citado AH-1.”

              La Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo es el órgano competente para resolver los expediente de responsabilidad patrimonial en ejercicio de las competencias que tiene atribuidas por el Decreto 12/2012, de 29 de marzo, por el que se desconcentran competencias en el titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en los titulares de sus órganos Directivos Centrales y en los de las Delegaciones Territoriales de la Junta de Castilla y León.

               El 12 de mayo de 2017, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 10 del Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, se requiere al Jefe del Servicio de Territorial de Fomento para que emita el correspondiente informe preceptivo al que se refiere el artículo 81.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, así como que adjunte la documentación técnica urbanística y expediente administrativo de aprobación definitiva del Plan Parcial Plan Parcial del Área Homogénea 1 “Prado Palacio”.

              De conformidad con lo preceptuado en el artículo 106.2 de la Constitución de 1978, "los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos". El pronunciamiento del precepto constitucional citado, encuentra respuesta  actualmente en los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y en lo relativo al procedimiento administrativo de responsabilidad patrimonial en los artículos 64, 67 y 96 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

             Las normas citadas configuran el sistema mediante el cual los particulares pueden ejercer su derecho a ser indemnizados por las lesiones que sufran en cualesquiera de sus bienes y derechos, como consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.

             La reclamación ha sido formulada dentro del plazo establecido en el artículo 67.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

             En el caso que analizamos, la pretensión indemnizatoria la fundamenta la entidad recurrente en la responsabilidad patrimonial de la Administración, cuyos requisitos “a su juicio” se cumplen en este caso, pues al haberse declarado nulo el Acuerdo de 18 de septiembre de 2009, de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid, se ha generado un daño efectivo y grave en su patrimonio. Los daños han sido causados por la incorrecta actividad concurrente de la Comisión Territorial de Urbanismo y del Ayuntamiento  consistiendo en los gastos producidos en la tramitación del Plan Parcial del área Homogénea 1 “Prado Palacio” hasta su aprobación, que afectan de modo singular a la recurrente, no teniendo ésta obligación de soportarlo. 

             Para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la Administración son precisos los siguientes requisitos:

         1- La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable económicamente e individualizado en relación a una persona o grupo de personas. Es decir, el daño, ha de reunir, a su vez, los siguientes requisitos:

         a- El daño ha de ser efectivo, lo que excluye los daños eventuales o simplemente posibles pero no actuales.

         b- El daño ha de ser evaluable económicamente, pudiendo incluirse en los mismos tanto los daños materiales como los morales.

          c-El daño ha de ser individualizado, es decir, que debe ser concreto residenciable directamente en el daño del reclamante y que exceda, además, de lo que puedan considerarse cargas comunes de la vida social.

        2- Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal —es indiferente la calificación— de los servicios públicos, en una relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención de elementos extraños que pudieran influir, alterando, el nexo causal.

       3- Ausencia de fuerza mayor. En cambio, como hemos indicado anteriormente, el caso fortuito no exonera de responsabilidad.

       4- Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el daño cabalmente por su propia conducta.

       5- Reclamación en el plazo de un año desde el evento dañoso o desde su manifestación.

       6- La doctrina viene distinguiendo entre perjuicio (detrimento patrimonial cualquiera) y lesión (detrimento patrimonial antijurídico, es decir, no querido por el Ordenamiento Jurídico). Y en este sentido el artículo 32 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, establece que sólo serán indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de daños que éstos no tengan el deber jurídico de soportar, de acuerdo con la ley.

             En el supuesto estudiado, la frustración esgrimida por la entidad interesada es consecuencia de la realización de inversiones inmobiliarias de riesgo,  derivadas de la adquisición de los terrenos por la parte reclamante en las parcelas, que todavía no habían sido dotadas del oportuno instrumento de planeamiento urbanístico participando además voluntariamente y con pleno conocimiento de las circunstancias. MONTHISA DESARROLLOS INMOBILIARIOS, S.A., llevó a cabo su operación especulativa, sin que pueda alegar desconocimiento de la legislación urbanística, en donde no cabe sino la patrimonialización progresiva de los aprovechamientos urbanísticos mediante el cumplimiento simultáneo de los deberes de esa índole, y sólo procede la indemnización de daños y perjuicios cuando se ha quebrado esa confianza legítima en el proceso urbanizador, es decir cuando se produce una modificación del planeamiento urbanístico en términos tales que no es posible materializar el aprovechamiento urbanístico de forma total o parcial. Y en todo caso, esa labor de MONTHISA DESARROLLOS INMOBILIARIOS, S.A, con la Comisión Territorial de Urbanismo sería mutua, pues había una relación de colaboración o cooperación basada en una relación de igualdad entre los agentes públicos y los privados, que confluían en la consecución de un fin común. 

             La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso administrativo de los actos o disposiciones administrativas no presupone, por sí misma, derecho a la indemnización, tal y como indica el artículo 32.1 de la Ley 40/2015, de 1 del Régimen Jurídico del Sector Público.

            En relación con esta cuestión, la STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª) de 5 febrero 2008, conforme a la cual, «Reducida la cuestión a la responsabilidad patrimonial derivada de la anulación judicial de la referida Resolución de 17 de febrero de 1998, conviene señalar, como ya hicimos en aquella sentencia, que las consecuencias lesivas derivadas de la anulación de un acto administrativo , "según el art. 142.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, pueden dar derecho a una indemnización, siempre y cuando concurran los presupuestos o requisitos determinantes de la responsabilidad patrimonial de la Administración: daño efectivo que por ser antijurídico el perjudicado no tiene el deber jurídico de soportar, económicamente evaluable, y conectado causalmente con la actividad administrativa , ya que la anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional Contencioso - Administrativo de los actos o disposiciones administrativas no presupone derecho a la indemnización, pues no cabe interpretar el art. 139 de la Ley 30/1992 con tesis maximalistas de uno y otro sentido, como si se dijera que de la anulación de una resolución administrativa no cabe nunca derivar responsabilidad patrimonial de la Administración, ni tampoco se puede afirmar que siempre se producirá tal responsabilidad, dado el carácter objetivo de la misma”. 

          La STS de 20 de febrero de 1989, en relación con los supuestos de anulación de actos, establece que «si bien la mera anulación de resoluciones administrativas no presupone sin más el derecho a la indemnización, sí puede ser supuesto de tal indemnización en aquellos casos en que la anulación produjo unos perjuicios individualizados y evaluables económicamente que el ciudadano no viene obligado a soportar, no siendo, por tanto, el aspecto subjetivo del actuar antijurídico de la Administración el que debe exigirse para sostener el derecho a la indemnización, sino el objetivo de la ilegalidad del perjuicio, en el sentido de que el ciudadano no tenga el deber jurídico de soportarlo, ya que en tal caso desaparecería la antijuridicidad de la lesión»...

             La STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6), de 15 mayo 2001, afirma que «…. no es menos cierto que la responsabilidad patrimonial no alcanza a cualquier daño que puedan sufrir los particulares en sus bienes y derechos, sino solamente aquellos que tengan la consideración de "antijurídicos" y que por tanto, el particular no tenga el deber jurídico de soportar. En este sentido, por la sola razón de la anulación de una acto administrativo al estimar la incorrección de su fundamentación jurídica por parte de los Tribunales Contencioso-Administrativos, no se produce sin más el derecho a la indemnización pues ello implicaría negar a la Administración el derecho a resolver según los criterios que, siendo opinables dentro de la relatividad que a toda decisión jurídica imprime la ciencia del derecho, considera los más adecuados a la legalidad vigente dentro de la discrecionalidad».

          Las características con las que debe cumplir el daño son señaladas en el apartado segundo del artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público, según el cual, en todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas.

          En este sentido se pronuncia la STS de 31 de octubre de 2000 (al establecer que esa responsabilidad patrimonial de la Administración se funda en el criterio objetivo de la lesión, entendida como daño o perjuicio antijurídico que quien lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar, pues si existe ese deber jurídico decae la obligación de la Administración de indemnizar, como sucede en la reclamación de responsabilidad presentada.

           Por otro lado, para poder reconocer la existencia de responsabilidad patrimonial, la confianza legítima, la seguridad jurídica y la existencia del daño antijurídico es esencial y por ello, respecto de la lesión de la confianza legítima, como trasunto de la seguridad jurídica, y con relevancia a los efectos sobre la antijuridicidad del daño, no podemos considerar que haya resultado lesionada, pues aunque es cierto que la Administración no puede adoptar decisiones que contravengan las perspectivas y esperanzas fundadas en sus propias decisiones anteriores, lo cierto es que en este caso las decisiones, sobre la nulidad del Plan Parcial, Del Área Homogénea AH-1, “Prado Palacio”, no había generado la necesaria confianza y certeza basada en la coherencia del comportamiento de la Comisión Territorial de Urbanismo que desde luego no puede ser defraudada mediante una actuación sorprendente e inesperada.

            Así es, el cambio que establece un sistema que basa la retribución en función de la participación del mercado, aunque asegurando una "rentabilidad razonable", no fragua una fundada esperanza de lo que era razonable y coherente esperar. Y no lo hace, en atención a las características del ámbito sectorial en el que nos encontramos, pues el urbanismo en general y, fundamentalmente, los instrumentos de planeamiento, han sido objeto de sucesivas reformas, a modo de ajustes, modulaciones, o cambios normativos de mayor o menor intensidad y calado, pero que tienen como común denominador el intento de equilibrar el sistema, que por razón de la crisis económica en el momento de dictarse y la evolución de las circunstancias en este sector, manifestando ambas Sentencias, la del TSJ y la de TS que: “el suelo urbanizable no delimitado del Área Homogénea AH-1 “Prado Palacio” previsto en el PGOU de Valladolid 2003 se encontraba en “situación de suelo rural” en virtud de lo dispuesto en la Ley 8/2007 y en el posterior TRLS8”, razonando que “El suelo en situación rural tiene un valor ambiental, como se pone de manifiesto en la exposición de motivos tanto de la Ley 8/2007 como de la del TRLS08, lo que también se indica en la sentencia del Tribunal Supremo de 5 de julio de 2012 (casación 4066/2010). Esto comporta que el paso de ese suelo a la situación de urbanizado, mediante la urbanización, ha de referirse en los instrumentos de ordenación territorial y urbanística al suelo preciso para atender “las necesidades que lo justifiquen”.

             Entrando a analizar el cumplimiento, en el caso enjuiciado, de tal requisito, señala que “en el Acuerdo recurrido no se ha justificado en absoluto la conveniencia de desarrollar el sector-artículo 46.4 LUCYL –o la conveniencia de la transformación urbanística en los terrenos-artículo 141.1 b) RUCYL, en la redacción entonces vigente- y más en particular que no se ha justificado que exista en Valladolid la necesidad de ampliar el suelo con destino residencial y especialmente que sea necesaria la construcción de 15.687 viviendas más. Cabe decir, a este respecto, que es sin duda insuficiente el Anexo 3 de la Memoria Vinculante”.

             Las reformas sucedidas en este ámbito sectorial han sido numerosas e importantes, de modo que no podemos considerar, a los efectos de la confianza legítima, que un observador atento de tales modificaciones, pueda considerar que el sistema iba a permanecer inalterable durante la vida del planeamiento proyectado, como tampoco iba a comportar una petrificación del ordenamiento jurídico en este punto, ajeno a la evolución de la economía y de las desviaciones detectadas en el ámbito urbanístico.

              En definitiva, la confianza legítima requiere de la concurrencia de tres requisitos esenciales. A saber, que se base en signos innegables y externos (1); que las esperanzas generadas en el administrado han de ser legítimas (2); y que la conducta final de los poderes públicos resulte contradictoria con los actos anteriores, por resultar sorprendente e incoherente (3). Requisitos que no se dan en este caso teniendo en cuenta esa evolución de los sucesivos cambios, atendido el intenso dinamismo en este sector, sometido a una fuerte intervención administrativa, en situación de crisis económica general y de crisis estructural. 
             Por tanto, los cambios de la situación urbanística no resultaban, en este sentido, imprevisibles, pues estaban fundados en exigencias derivadas del interés público, al haber sido anulado el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid, por el que se aprueba definitivamente el Plan Parcial Área Homogénea-1 “Prado Palacio” a esa cambiante situación de habitabilidad y situación económica y de estudio inicial de mercado.
            
            Por otro lado, en relación con lo manifestado por la entidad reclamante, en relación con los artículo 38 y 39, del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, relativos a la Indemnización de la facultad de participar en actuaciones de nueva urbanización e indemnización de la iniciativa y la promoción de actuaciones de urbanización o edificación, se debe matizar brevemente en relación con la cuestión que nos ocupa que la responsabilidad directa y objetiva de la Administración, iniciada en nuestro ordenamiento positivo se contiene a partir del 2 de octubre de 2016, en los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre de Régimen Jurídico del Sector Público y en los artículos 67 y 96 de la Ley 30/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

            En el ámbito urbanístico la regulación normativa parte de una excepción al principio de responsabilidad de la Administración Pública. El artículo 4.1 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana establece que, con carácter general, la ordenación territorial y urbanística determina las facultades y deberes del derecho de propiedad y que esta determinación (lógicamente, ya que la ordenación es la que atribuye el concreto contenido del derecho de propiedad), no confiere ni habilita derecho a exigir responsabilidad alguna. El propio precepto establece que dicha regla general se verá excepcionada por las leyes, que habilitarán los supuestos en los que proceda el derecho a indemnización de los propietarios afectados. Es decir, en el ámbito urbanístico partimos de una regla general (la no indemnización de los daños causados) y habremos de acudir al estudio de los supuestos excepcionales (tasados por Ley), para defender la concreta pretensión indemnizatoria y entre esos supuestos excepcionales y específicamente regulados en la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana que pueden originar indemnización, no se contempla entre ellos la nulidad de los instrumentos de planeamiento urbanístico de desarrollo como es el supuesto que nos ocupa: el Plan Parcial del Área Homogénea AH-1 “Prado Palacio” de Valladolid. 

              Consecuentemente y en relación con lo anteriormente argumentado, de la nulidad del Plan Parcial del Área Homogénea AH-1 “Prado Palacio” de Valladolid, no se extrae perjuicio alguno para nadie. Ahora bien, lo que sucede en el supuesto enjuiciado es que tanto la Administración como varias empresas privadas iniciaron una actuación urbanística en el desarrollo del Plan General de Ordenación Urbana del municipio. El perjuicio que invoca la recurrente no deriva de la declaración de nulidad del Plan Parcial citado sino de su participación en un proceso de desarrollo urbanístico que, en caso de ser declarada la nulidad del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 18 de septiembre de 2009, no podría ejecutarse, al menos en la forma en que se había previsto. Esa participación no era obligatoria para nadie, no consta que se incentivara por la Administración mediante concesión de subvenciones o deducciones o bonificaciones en impuestos, y quien participó lo hizo voluntariamente por las expectativas de negocio, es decir, por los ingresos que presumiblemente iba a proporcionar a los propietarios y a los promotores el desarrollo del sector. El que la Administración participara en ese proyecto no implica que la recurrente desconociera los riesgos, máxime tratándose de una empresa del sector inmobiliario.

            En relación con el primer punto de la reclamación patrimonial que nos ocupa y siguiendo con la argumentación del párrafo anterior, esta Administración no es responsable de las pérdidas de las entidades privadas participantes en el proceso de urbanización, por lo tanto su responsabilidad en ningún caso resultará concurrente según lo predeterminado en el artículo 33 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público.

          Por último, respecto a la actuación del Ayuntamiento de Valladolid, no podemos pronunciarnos, sino que deberá de ser él, el que ofrezca motivación a la dotación de eficacia jurídica plena a su Acuerdo de 14 de marzo de 2016, así como las consecuencias que pueden derivar del cumplimiento del mismo.   

            Por lo expuesto,

             LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, INFORMAR DESFAVORABLEMENTE la reclamación por los daños y perjuicios ocasionados por la anulación mediante Sentencia de 14 de octubre de 2014 (confirmada por la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 18 de enero de 2016), del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid de 18 de septiembre de 2009, por el que se aprobó el Plan Parcial AH-1 “Prado Palacio”, en el término municipal de Valladolid, presentada por Dª. María Montoro Zulueta, en representación de “MONTHISA DESARROLLOS INMOBILIARIOS, S.A”.

A.3.5.- ARCHIVO DE ACTUACIONES POR DESAPARICIÓN SOBREVENIDA DEL OBJETO DEL PROCEDIMIENTO EN EL CENTRO DE RECREO Y HOSPEDAJE.- NAVA DEL REY.- (EXPTE. CTU 140/11).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Ayuntamiento con registro de entrada en la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid del día 13 de octubre de 2011, fue remitido el documento arriba referenciado, a los efectos de resolver sobre la autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Con fecha de registro de salida de la Delegación Territorial de 3 de noviembre de 2011 y 7 de abril de 2014, se requiere al Ayuntamiento de Nava del Rey para que el promotor LUIS ÁNGEL MARCOS MORALES aporte los documentos requeridos para centro de recreo y hospedaje, en la parcela 10109 del polígono 2 de Nava del Rey, (Valladolid).


TERCERO.- Tras haber transcurrido en exceso el tiempo para la aportación de la documentación requerida, el 27 de julio de 2016, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, bajo la presidencia del Secretario Territorial de la Delegación de la Junta de Castilla y León en Valladolid, tomó entre otros el siguiente Acuerdo: 


“TENER POR DESISTIDO Y ARCHIVAR LAS ACTUACIONES en el expediente de autorización de uso excepcional en suelo rústico para centro de recreo y hospedaje en la parcela 10109 del polígono 2, en el término municipal de Nava del Rey, promovida por LUIS ÁNGEL MARCOS MORALES.”


El Acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de 27 de julio de 2016, se notificó al promotor el 4 de agosto de 2016.

CUARTO.- Contra el Acuerdo mencionado en el antecedente anterior D. Luis Ángel Marcos Morales en calidad de parte afectada interpone recurso de alzada en el Registro único de la Delegación de Castilla y León, edificio de usos múltiples el 10 de agosto de 2016.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.


SEXTO.- Mediante Orden de 4 de octubre de 2017 de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente relativa a la resolución del Recurso de Alzada interpuesto por D. Luis Ángel Marcos Morales contra el acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid de 27 de julio de 2016, por el que se acuerda tener por desistido y el archivo en las actuaciones en el expediente de legalización de centro de recreo y hospedaje en la parcela 10109 del polígono 2, en el término municipal de Nava del Rey (Valladolid), resolvió:


“ESTIMAR el recurso de alzada interpuesto por D. Luis Ángel Marcos Morales”


SEPTIMO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo es el órgano competente para dictar la resolución del archivo del expediente que nos ocupa por desaparición sobrevenida, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 87.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en relación con lo dispuesto en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo junto con el artículo 307 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Del contenido de la motivación del recurso interpuesto por D. Luis Ángel se advierte por el Consejero de Medio Ambiente y Urbanismo que éste debe ser estimado, debiéndose anular el desistimiento acordado en fecha de 27 de julio de 2016, debiéndose dictar en su lugar Acuerdo por el que se archiven las actuaciones en la Comisión Territorial de Medio Ambietne y Urbanismo de Valaldolid por desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento, al perder la competencia para resolver sobre la solicitud de autorización en favor del Ayuntamiento.

               Junto al Recurso de Alzada  se presenta documentación acreditativa de la Autorización de Uso Excepcional en Suelo Rústico emitida por el  Alcalde de Nava del Rey para la instalación de uso excepcional en suelo rústico para la instalación de centro de recreo y hospedaje solicitada por D. Luis Ángel Marcos Morales, el 20 de agosto de 2014.

               El artículo 87 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Admisnitraciones Públicas y del Procedimiento Admisnitrativo Común relativo a la Terminación, en su apartado 2º dispone:

                “También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser motivada en todo caso.”

             Habiéndose motivado la desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento en los párrafos precedentes,


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, el Plan General de Ordenación Urbana de Nava del Rey, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, ARCHIVAR LAS ACTUACIONES POR DESAPARICIÓN SOBREVENIDA DEL OBJETO DEL PROCEDIMIENTO, al haber perdido la competencia para resolver sobre la solicitud de autorización de uso excepcional en suelo rústico en favor del Ayuntamiento, en el expediente de autorización de uso excepcional en suelo rústico para centro de recreo y hospedaje en la parcela 10109 del polígono 2, en el término municipal de Nava del Rey, promovida por D. LUIS ÁNGEL MARCOS MORALES.
Acto seguido se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integran el capítulo  
“B) MEDIO AMBIENTE”:

1.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES O PROYECTOS SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO ORDINARIO DE E.I.A., SEGÚN LA TRAMITACIÓN ESTABLECIDA EN EL ANEXO I DEL REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/2008, DE 11 DE ENERO, POR EL QUE SE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL.

B.1.1. EIA-VA-2011-11: PARQUE EÓLICO NAVABUENA SUR en LA MUDARRA, MUCIENTES, VILLALBA DE LOS ALCORES Y VALLADOLID. Solicitado por IBERVENTO INFRAESTRUCTURAS, S.L.

PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO DE PARQUE EÓLICO “NAVABUENA SUR”, EN LOS TÉRMINOS MUNICIPALES DE LA MUDARRA, MUCIENTES, VILLALBA DE LOS ALCORES Y VALLADOLID, PROMOVIDO POR IBERVENTO INFRAESTRUCTURAS S.L.

La Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 46 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 4.2 del texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, vigente en el momento de inicio del expediente. 

Por otra parte, conforme al artículo 61.2 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, es el órgano de prevención ambiental encargado de formular la propuesta de declaración de impacto ambiental en los expedientes de evaluación de impacto ambiental relativos a los proyectos no contemplados en el artículo 62.1 del citado Decreto Legislativo.

Este proyecto se somete a evaluación de impacto ambiental en aplicación de lo dispuesto en el artículo 3.1 del citado texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos, al estar incluido en su Anexo I, Grupo 3, apartado i. “Instalaciones para la utilización de la fuerza del viento para la producción de energía (parques eólicos) que tengan 50 o más aerogeneradores, o que se encuentren a menos de 2 kilómetros de otro parque eólico.”

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

 El proyecto evaluado consiste en la instalación de un parque eólico para la producción de energía eléctrica, cuya potencia total será de 36 MW. El parque eólico contará con un total de 11 aerogeneradores de tres palas, ubicados en los términos municipales de Mucientes, Villalba de los Alcores y de Valladolid (Anejo de Navabuena). El modelo de aerogenerador seleccionado es el GAMESA G132 de 114 metros de altura de buje, 132 metros de diámetro de rotor y una potencia unitaria de 3,3 MW. El municipio de La Mudarra sólo se verá afectado por aperturas de viales o de las instalaciones eléctricas previstas. 

El proyecto incluye también el resto de obras necesarias para completar la instalación y permitir el adecuado funcionamiento del parque eólico. Las principales actuaciones proyectadas son:

▪ Plataformas de montaje para la instalación de las torres de los aerogeneradores.

▪ Líneas eléctricas subterráneas de 30 kV y de 132 kV, que evacuarán la energía producida por los aerogeneradores hasta una nueva subestación intermedia de 30/132 kV, ubicada en el Anejo de Navabuena (término municipal de Valladolid), y que será compartida por otro parque eólico (Navabuena Norte) que promueve también Ibervento Infraestructuras S.L. Desde la subestación intermedia se realizará la conexión con la subestación denominada SET de Promotores Eólicos 66/132/400 kV. Desde la subestación Promotores Eólicos, que recogerá la energía eléctrica de los parques eólicos que se localizarán en el entorno del término de La Mudarra, partirá una línea subterránea de 400 kV, que conectará finalmente con la Subestación “La Mudarra” de Red Eléctrica  de España. La longitud total de estas líneas eléctricas será de 16.878 metros (incluye las zanjas interiores del parque eólico y el tramo del parque eólico hasta la subestación intermedia).

▪ Caminos de acceso y viales interiores: se proyecta la apertura y construcción de 7.119 metros de nuevos viales, y el acondicionado de 4.407 metros en caminos existentes.

▪ Cimentaciones para la instalación de aerogeneradores, zanjas para el cableado, canalizaciones, e instalaciones auxiliares, como por ejemplo contenedores temporales junto a cada aerogenerador para el acopio de tierras y gravas, zona para instalaciones portátiles de recogidas de residuos de la fase de obras, etc. 

La distancia a las principales poblaciones existentes en la zona son: 6 km. a Mucientes, 8.5 km. a Villalba de los Alcores y 9 km. a La Mudarra.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

El estudio de impacto ambiental presenta tres alternativas a la ejecución del proyecto, incluyendo la alternativa cero o de no realización del proyecto. La alternativa 1 consistiría en un parque eólico de 11 aerogeneradores, finalmente de potencia unitaria 3,3 MW; la alternativa 2 se plantea como un parque con 18 aerogeneradores de 2 MW. Se elige como alternativa ambiental más favorable la alternativa número 1. De la alternativa seleccionada se han analizado los posibles impactos del proyecto en la fase de construcción y funcionamiento, y se establecen una serie de medidas protectoras, correctoras y compensatorias para la protección del medio ambiente. 

Se incluye en el estudio de impacto ambiental un exhaustivo inventario ambiental, contando con un estudio previo de avifauna y quirópteros, un análisis del posible impacto visual, y un análisis de contaminación lumínica. También se ha incorporado un estudio de efectos acumulativos y/o sinérgicos en el que se estudia las futuras posibles afecciones del parque eólico Navabuena Sur en conjunto con el resto de parques eólicos proyectados (denominados Nudo La Mudarra), y con el resto de parques eólicos de la zona, que bien se encuentran en funcionamiento o en fase de tramitación administrativa. En total, el estudio de sinergias ha evaluado las posibles repercusiones globales de 20 parques eólicos.

El documento finaliza con el correspondiente seguimiento de las citadas medidas mediante el plan de vigilancia ambiental, que incluye un detallado plan para el seguimiento de aves y quirópteros en la fase de funcionamiento del parque eólico.

El estudio concluye que el impacto de todas las actuaciones proyectadas es compatible con las medidas propuestas.

TRAMITACIÓN Y ANÁLISIS TÉCNICO DEL EXPEDIENTE

Solicitud de inicio del procedimiento. Con fecha 8 de marzo de 2011, tiene entrada en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, remitido por el Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, solicitud de inicio de tramitación de evaluación de impacto ambiental del proyecto de referencia, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6 del texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental. Posteriormente, y debido a las modificaciones sustanciales sufridas por el proyecto técnico y las nuevas posibles afecciones ambientales, se recibe un nuevo documento de inicio con fecha 13 de julio de 2016. 

Consultas previas. A fin de determinar el alcance del estudio de impacto ambiental, de acuerdo con lo establecido en el artículo 8.1 del texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de Proyectos, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, el órgano ambiental inicia el trámite de consultas previas a las Administraciones públicas afectadas y personas interesadas, concretamente a las siguientes:

-
Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente.

-
Servicio Territorial de Fomento.

-
Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, que emite informe.

-
Servicio Territorial de Cultura, que emite informe.

-
Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

-
Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

-
Confederación Hidrográfica, que emite informe.

-
Ayuntamiento de La Mudarra.

-
Ayuntamiento de Villalba de los Alcores.

-
Ayuntamiento de Valladolid.

-
Agencia Estatal de Seguridad Aérea, que emite informe.

-
Ecologistas en Acción Valladolid.

-
SEO Birdlife.

Los informes recibidos fueron remitidos al Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, para su traslado al promotor y consideración en la redacción del estudio de impacto ambiental.

Información pública. En cumplimiento de lo establecido en el artículo 9 del citado texto refundido, así como el artículo 51 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León, los documentos finales correspondientes al proyecto y su estudio de impacto ambiental fueron sometidos al trámite de información pública, mediante anuncio publicado en el Boletín Oficial de Castilla y León nº 68, de 7 de abril de 2017.

Consulta a las Administraciones públicas afectadas y personas interesadas. Se realizó consulta sobre la documentación técnica sometida a información pública a las Administraciones públicas afectadas y personas interesadas ya consultadas en la fase de consultas previas. Además, se procedió a la consulta al Ayuntamiento de Mucientes, ya que el proyecto final incluye un aerogenerador en dicho término municipal. 

Los informes emitidos y la contestación a los mismos han sido tenidos en cuenta en el procedimiento de evaluación de impacto ambiental.

Afección al Patrimonio Cultural. El Servicio Territorial de Cultura de Valladolid remite informe de 8 de febrero de 2017 de la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Valladolid, en el que se establecen las correspondientes medidas preventivas y/o correctoras cuya adopción permite compatibilizar la implantación del proyecto con la salvaguarda de los valores del patrimonio cultural de la zona de estudio. Por este motivo, se incluyen las medidas informadas en la declaración de impacto ambiental.  

Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales. Consta en el expediente informes emitidos el 4 de agosto de 2017 por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, en el que se indica que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre elementos del medio natural, siempre y cuando se cumplan los condiciones establecidas en el mismo y que forman parte de la declaración de impacto ambiental. Estas conclusiones, justo con las condiciones establecidas, constituyen el Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000 (IRNA), tal y como se define en el artículo 5 del Decreto 6/2011, de 10 de febrero.

 Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta  

PROPUESTA DE DECLARACION DE IMPACTO AMBIENTAL


Una vez realizado el análisis técnico del expediente, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo propone informar favorablemente, a los solos efectos ambientales, el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta declaración y las contempladas en el estudio de impacto ambiental, y sin perjuicio del cumplimiento de las normas urbanísticas vigentes, normas de seguridad aérea o de cualquier otro tipo, que pudieran impedir o condicionar su realización.

1.
Actividad evaluada.- La presente declaración se refiere al proyecto “Parque eólico Navabuena Sur”, en los términos municipales de La Mudarra, Mucientes, Villalba de los Alcores y Valladolid, y a su estudio de impacto ambiental, ambos realizados en diciembre de 2016, cuyo promotor es Ibervento Infraestructuras S.L.

2.
Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales.- No existe coincidencia geográfica del proyecto con lugares Red Natura 2000, ni tampoco con Espacios Naturales. Se constata  la no afección a zonas incluidas en el Catálogo de Zonas Húmedas de Castilla y León, ni otros valores naturales que pudiera albergar la zona objeto de proyecto.  

3.
Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones, como entre otras, la autorización de uso excepcional en suelo rústico, autorizaciones de la Confederación Hidrográfica del Duero, etc.

4.
Medidas protectoras.- Las medidas preventivas y correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeta la ejecución del proyecto evaluado son las siguientes, además de las contempladas en el proyecto técnico y estudio de impacto ambiental de diciembre de 2016 y demás documentos anexos, en lo que no contradigan a lo estipulado en esta declaración de impacto ambiental:

a)
Impacto visual y paisajístico.- Con objeto de minimizar el impacto visual, se reducirán al mínimo indispensable los movimientos de tierras. Si algún tramo precisase de muros de contención, se deberán construir con escollera sin empleo de cemento ni otras masas aglutinantes. 

Los taludes de la plataforma dispuesta al pie del aerogenerador serán minimizados con un adecuado perfilado, y recubiertos por capa de tierra vegetal, previamente retirada el del área que ocupa dicha plataforma.

b)
Protección de los suelos.- Los movimientos de tierras que sean necesarios para la ejecución del proyecto se harán de forma selectiva, reservando y tratando adecuadamente la tierra fértil para su aprovechamiento posterior en la adecuación de los terrenos alterados. El acopio se realizará en cordones de reducida altura para evitar la compactación de la tierra y el arrastre por escorrentía de los nutrientes. Si durante el movimiento de tierras de las obras de urbanización apareciese cualquier tipo de residuo en el suelo, ya sean domésticos o de construcción y demolición, deberá procederse a su retirada inmediata y a su entrega a gestor autorizado. Los áridos o productos de cantería necesarios para las obras procederán únicamente de explotaciones debidamente autorizadas.

c)
Protección de las aguas.- Con carácter general no podrán interceptarse ni modificarse cauces públicos en cualquiera de sus dimensiones espaciales. Todas las actuaciones respetarán el Dominio Público Hidráulico y las servidumbres legales y, en particular, la servidumbre de uso público y de policía con las condiciones establecidas en la normativa de aguas.

Los apoyos de las líneas eléctricas se ubicarán teniendo en cuenta lo establecido en el Real Decreto 9/2008, de 11 de enero, por el que se modifica el Reglamento del Dominio Público Hidráulico. Igual situación deberán cumplir las alturas de los conductores sobre el nivel del agua. Deberá intentarse compatibilizar el mantenimiento de la vegetación de ribera autóctona que pueda existir, con la adecuada creación de calles de seguridad entre los conductores de la línea y las masas de arbolado de ribera, según lo establecido en la normativa sectorial.

Se establecerán medidas de protección contra la erosión y para evitar posibles afecciones por escorrentía. En los movimientos de tierras se deberán establecer las medidas necesarias para la retención de sólidos previas a la evacuación de las aguas de escorrentía superficial, así como otras posibles medidas para reducir al mínimo el riesgo de contaminación de las aguas superficiales.

Cualquier acopio de materiales se ubicará de manera que se impida cualquier riesgo de vertido, ya sea directo o indirecto, por escorrentía, erosión, infiltración u otros mecanismos, sobre las aguas superficiales o subterráneas.

Para la elección de la ubicación de las instalaciones auxiliares se deberá evitar la ocupación del dominio público hidráulico y la zona de servidumbre de los cauces. Se evitará también, en la medida de lo posible, la ocupación de la zona de policía de cauce público y de terrenos situados sobre materiales de alta permeabilidad. Las zonas donde se ubiquen las instalaciones auxiliares y parques de maquinaria deberán ser impermeabilizadas para evitar la contaminación del suelo y las aguas subterráneas. Las aguas procedentes de estas zonas, deberán ser recogidas y gestionadas adecuadamente para evitar la contaminación del dominio público hidráulico.

Si fuera necesaria la captación de aguas superficiales y/o subterráneas o la realización de un vertido al dominio público hidráulico, será preciso obtener del organismo de cuenca la correspondiente autorización o concesión administrativa, según proceda, teniendo en cuenta la normativa en vigor.

d)
Protección de infraestructuras y vías de acceso.- Se respetarán las normas generales de obligado cumplimiento en zonas afectadas por la existencia de gaseoductos, líneas de distribución eléctrica, etc. así como en sus zonas de servidumbre. Se respetarán de igual forma las servidumbres de paso existentes en todos los caminos, las propiedades de terceros, infraestructuras existentes y el uso de las mismas (cierres, pasos de ganado, etc.) dejándolos en el estado que presentaban antes de las actuaciones.

Durante la ejecución de las obras, en tramos cercanos a la carretera, se tendrá en cuenta la posible modificación de escorrentías que pueda afectar al drenaje longitudinal y transversal de la misma. Así mismo, se evitarán molestias o peligros que las obras o los materiales de ellas derivados pudieran ocasionar a la circulación.

Principalmente, deberá utilizarse como acceso al parque eólico la red de pistas y caminos ya existente. El mantenimiento en perfecto estado de la infraestructura viaria de accesos correrá a cargo de la empresa promotora.



e)
Protección de la atmósfera.- Para evitar la producción de polvo, se efectuarán riegos periódicos en las pistas de acceso y en la zona de ejecución de las obras de instalación de  los aerogeneradores, si las condiciones climatológicas y circunstancias del trabajo lo aconsejan, además de cualquier otra medida adecuada a tal fin, con objeto de cumplir la normativa vigente de protección del medio ambiente atmosférico.

 f)
Protección de la fauna.- Se elaborará un plan de seguimiento de aves, con el objeto de evaluar posibles repercusiones reales que pueda presentar el proyecto sobre la avifauna de la zona y el impacto en sus poblaciones. Este plan se hará extensivo al grupo de los quirópteros. 

Se realizará un seguimiento mensual sobre un radio de actuación de 100 metros del aerogenerador, de forma que se pueda tener un conocimiento mucho más certero de la afección a las aves a causa del funcionamiento del parque eólico. En época migratoria y de cría, el seguimiento se realizará por períodos no superiores a 15 días. Esta periodicidad deberá ser consensuada con el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Vallladolid.

El periodo de vigencia comprenderá toda la vida útil del proyecto, presentándose un informe semestral. En caso de detectarse mortandad de aves o quirópteros, se pondrá el hecho inmediatamente en conocimiento del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, a la espera de la presentación semestral del informe.

Si durante la fase de funcionamiento del parque eólico y como consecuencia de los seguimientos periódicos y estudios, y/o de los datos de los que pudiera disponer el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, se detectase una afección significativa de algún aerogenerador sobre la fauna, a juicio del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid podrán establecerse medidas adicionales, como paradas sobre alguno o todos los aerogeneradores del parque o la obligación de implantar sistemas de detección, disuasión o parada automática.

g)
Protección de terrenos de monte y de la vegetación.- Deberá minimizarse la afección a vegetación arbórea y arbustiva, así como a taxones incluidos en el Catálogo de Flora Protegida de Castilla y León. 

La apertura de las zanjas y las plataformas de montaje de los aerogeneradores conllevan una modificación del suelo y de la cubierta vegetal, y por tanto, aquellas que se realicen en terrenos de monte, tengan o no arbolado, requieren autorización de la Consejería competente en materia de montes, conforme a los supuestos recogidos en los artículos 71 y siguientes de la Ley 3/2009, de Montes de Castilla y León. El camino de conexión previsto entre los aerogeneradores nº 3 y nº 6 es colindante con el espacio RN2000 ZEC-ES4140129 “Montes Torozos y Páramos de Torquemada-Astudillo”, por lo que deberá transcurrir en todo su trazado fuera de los terrenos de monte. 

Con el objeto de prevenir la posible generación de incendios, y como recomendación, deberá estudiarse la posibilidad de ejecutar una faja auxiliar de 25 metros en los terrenos del citado ZEC. La ejecución de esta actuación requeriría autorización previa del propietario del monte y del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

Si fuese necesaria la corta de arbolado, deberá obtenerse previamente la correspondiente autorización, que incluirá las condiciones para su ejecución y tratamiento de los restos generados.

Los trabajos se ajustarán a la normativa sectorial en materia de incendios forestales, acorde a la Orden de la Consejería con competencias en materia de medio ambiente que se encuentre en vigor y por la que se fija la época de peligro alto de incendios forestales en la Comunidad de Castilla y León, en la que se establecen normas sobre uso del fuego y se fijan las medidas preventivas para la lucha contra los incendios forestales.

h)
Contaminación acústica.- Se atenderá a lo dispuesto en la Ley 5/2009, de 4 de junio, de Ruido de Castilla y León, cumpliéndose lo establecido en la normativa de transmisión de ruido vigente por causas derivadas del establecimiento, funcionamiento o desmantelamiento del proyecto.

i)
Gestión de residuos.- Se controlará el cumplimiento de la normativa vigente, Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados. Se evitará el manejo incontrolado y la posibilidad de contaminación directa o inducida en la gestión de aceites, combustibles y residuos de vehículos y maquinaria en general. No podrán acopiarse aceites, grasas o residuos, ni efectuarse operaciones de mantenimiento, repuesto o sustitución en la maquinaria y vehículos dentro del área del proyecto, que se deberán llevar a cabo de forma y en sitio adecuado, evitándose en todo momento el vertido de sustancias que puedan contaminar el suelo, las aguas y los acuíferos de la zona.

Será necesaria la elaboración de protocolos de actuación específicos en previsión de la ocurrencia de incidentes de este tipo, para poder así actuar de la manera más rápida posible y evitar la contaminación de aguas superficiales y/o subterráneas. 

El promotor será el responsable de mantener limpias las obras y sus alrededores de materiales sobrantes y de la retirada de instalaciones provisionales que no sean necesarias. Durante la fase de funcionamiento se generarán residuos peligrosos por el mantenimiento de aerogeneradores y maquinaria auxiliar, debiéndose disponer de un punto de almacenamiento adecuado para estos residuos, que deberá proteger el suelo de posibles contaminaciones o vertidos.

j)
Terrenos de vías pecuarias.- Deberá solicitarse previamente al inicio de las obras, las correspondientes autorizaciones para el desarrollo de actuaciones en terrenos de vías pecuarias y parcelas de reemplazo, conforme a la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias. Las vías pecuarias afectadas son: Cañada de Carralina, en el término municipal de Valladolid, y Cañada Real Leonesa Occidental ramal Villalba Peñaflor, en el municipio de La Mudarra. Estos terrenos de vía pecuaria no podrán ser utilizados como zonas de depósitos de residuos o para la utilización de la instalación de contenedores de recogida de residuos.

Aparte, se deberá señalizar la existencia de terrenos de vías pecuarias en aquellos puntos donde los caminos del parque eólico crucen por terrenos de vías pecuarias. 

k)
Maquinaria.- La maquinaria utilizada en las distintas fases del proyecto estará sometida a un correcto mantenimiento preventivo, conforme a las instrucciones del fabricante y normativa vigente, con el fin de minimizar la emisión de contaminantes, evitar la excesiva producción de ruidos y el vertido de contaminantes por roturas o averías.

En las fases de paralización de la operación del parque, será responsabilidad del promotor el adecuado mantenimiento y conservación de las infraestructuras y equipos, así como su reparación, sustitución o desmantelamiento, en caso de que su deterioro ponga en peligro las condiciones mínimas de seguridad o exista riesgo de afección al medio.

l)
Restauración final de las obras y de zonas alteradas.- Al final de la fase de obras se restaurarán todas aquellas superficies que no sean ocupadas de forma permanente, realizándose la remodelación topográfica y el suavizado de todos los taludes, junto a la restauración de zonas con especies vegetales si fuera necesario.

m)
Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o definitiva, el promotor establecerá un plan de actuación que será presentado ante la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, para su aprobación.

n)
Desmantelamiento.- Al final de la vida útil del parque, cuando el sistema de producción de energía deje de ser operativo o se paralice definitivamente su funcionamiento, deberá garantizarse el desmantelamiento de toda la instalación y edificaciones, retirarse todos los equipos, residuos y materiales sobrantes y procederse a la restauración e integración paisajística de toda el área afectada. 

Para garantizar el desmantelamiento total, se presentará un proyecto de desmantelamiento y restauración de la zona afectada, debiéndose incorporar un presupuesto valorado de este coste. 

5.
Medidas de seguridad aérea.- La señalización e iluminación del parque eólico deberán realizarse atendiendo a las directrices contenidas en la “Guía de señalamiento e iluminación de parques eólicos”, elaborada por la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, establecida como desarrollo del capítulo 6 del Anexo 14 de la Organización de Aviación Civil Internacional, transpuesto a la legislación española mediante el Real Decreto 862/2009, de 14 de mayo.

6.
Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Para la salvaguarda de los valores del patrimonio cultural de la zona de estudio se establecen las siguientes medidas:

Para la fase de proyecto y con carácter general y ante las dificultades de visibilidad que presentaban las parcelas prospectadas y la posibilidad, siempre presente, de que en el transcurso de las obras proyectadas afloren restos arqueológicos que no se manifestaban en superficie, se propone la realización de un control arqueológico de la fase inicial del movimiento de tierras ligado a la ejecución de las zapatas de cimentación de los aerogeneradores, las zanjas para la red de evacuación eléctrica, así como a la ejecución y acondicionamiento de los accesos, mediante visitas periódicas a la obra.

Para las instalaciones de la Subestación 400/132 kV y la línea de alta tensión 400 kV La Mudarra, se realizará un control arqueológico de la fase inicial del movimiento de tierras ligado a la ejecución de las cimentaciones de la subestación, así como de la excavación de la zanja para el cableado de control, mediante visitas periódicas a la obra.

7.
Programa de Vigilancia Ambiental.- Con antelación al inicio de la actividad, el promotor presentará ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, que se complementará de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la instalación. 

8.
Informes periódicos.- A partir de su puesta en funcionamiento, el promotor presentará anualmente, durante el primer trimestre de cada año, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental y sobre el grado de cumplimiento y eficacia de todas y cada una de las medidas protectoras de esta declaración y del estudio de impacto ambiental, ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. Este informe anual se presentará independientemente de otros informes periódicos y estudios exigidos por esta declaración.

9.
Coordinación técnica.- Para la resolución de las dificultades que pudieran surgir de la aplicación o interpretación de las medidas protectoras establecidas en esta declaración, así como para la valoración y corrección de impactos ambientales imprevistos, deberá contarse con la colaboración técnica del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

10.
Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento de lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo al órgano ambiental, la fecha inicio de operación del parque. 

11.
Modificaciones.- Cualquier variación en los parámetros o definición de las actuaciones proyectadas que pudieran producirse con posterioridad a esta declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso, correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas protectoras de esta declaración. 

Con independencia de lo establecido en el punto anterior, las condiciones recogidas en esta declaración de impacto ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 22/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

12.
Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquellos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

13.
Vigencia de la declaración impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

14.
Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al Boletín Oficial de Castilla y León, en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión. Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto, y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.


Al finalizar la exposición de este asunto el Delegado Territorial preguntó a la vocal del Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo qué trámite llevaba a posteriori, ya que IBERVENTO se encuentra inmerso en procesos judiciales. La vocal señaló que posteriormente necesitaría la autorización del Servicio Territorial de Industria y la necesidad de expropiación si fuera necesario. Posteriormente solicitaría la autorización de uso excepcional y por último la concesión de la licencia urbanística correspondiente emitida por el Ayuntamiento.
2.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES O PROYECTOS SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO ORDINARIO DE E.I.A., SEGÚN LA TRAMITACIÓN ESTABLECIDA EN EL ANEXO I DE LA LEY 21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, DE EVALUACIÓN AMBIENTAL.

B.2.1. EIA-VA-2016-53: PARQUE EÓLICO NAVILLAS en LA MUDARRA, VILLALBA DE LOS ALCORES Y VALLADOLID. Solicitado por IBERVENTO INFRAESTRUCTURAS, S.L.U.

PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO DE PARQUE EÓLICO “NAVILLAS”, EN LOS TÉRMINOS MUNICIPALES DE VILLALBA DE LOS ALCORES, VALLADOLID Y LA MUDARRA (VALLADOLID), PROMOVIDO POR IBERVENTO INFRAESTRUCTURAS S.L.

Conforme al artículo 61.2 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, es el órgano de prevención ambiental encargado de formular la propuesta de declaración de impacto ambiental en los expedientes de evaluación de impacto ambiental relativos a los proyectos no contemplados en el artículo 62.1 del citado Decreto Legislativo.

El artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria, entre otros, los proyectos comprendidos en el anexo I. Por otra parte, el artículo 49 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León recoge que se someterán a evaluación de impacto ambiental ordinaria los proyectos para los que así se establezca en la legislación básica en materia de evaluación de impacto ambiental. 

El proyecto se encuentra en el anexo I de la citada Ley 21/2013, dentro del Grupo 3, letra i) “Instalaciones para la utilización de la fuerza del viento para la producción de energía (parques eólicos) que tengan 50 o más aerogeneradores, o que tengan más de 30 MW o que se encuentren a menos de 2 km de otro parque eólico en funcionamiento, en construcción, con autorización administrativa o con declaración de impacto ambiental”.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

El proyecto evaluado consiste en la instalación de un parque eólico para la producción de energía eléctrica, cuya potencia total será de 46,2 MW. El parque eólico contará con un total de 14 aerogeneradores de tres palas, ubicados en su totalidad en los términos municipales de Villalba de los Alcores y Valladolid (Anejo de Navabuena). El modelo de aerogenerador seleccionado es el GAMESA G132-3.3 de 114 metros de altura de buje, 132 metros de rotor y una potencia unitaria de 3,3 MW. El resto de términos municipales sólo se verá afectado por aperturas de viales o las instalaciones eléctricas previstas. 

El proyecto incluye también el resto de obras necesarias para completar la instalación y permitir el adecuado funcionamiento del parque eólico. Las principales actuaciones proyectadas son:

▪ Plataformas de montaje para la instalación de las torres de los aerogeneradores.

▪ Líneas eléctricas subterráneas de 30 y 132 kV que evacuarán la energía producida por los aerogeneradores hasta una nueva subestación intermedia de 30/132 kV ubicada en el parque eólico Navillas, y que será compartida por los parques eólicos La Matilla y La Mudarra Sur, todos ellos promovidos por Ibervento Infraestructuras S.L. La longitud total de estas líneas eléctricas será de 13.217 metros (incluye las zanjas interiores del parque eólico y el tramo del parque eólico Navillas a la subestación intermedia).

▪ Línea eléctrica subterránea que unirá la subestación intermedia de 30/132 kV, con otra subestación denominada SET de Promotores Eólicos 66/132/400 kV. Desde la subestación Promotores Eólicos, que recogerá la energía eléctrica de los parques eólicos que se localizarán en el entorno del término de La Mudarra, partirá una línea subterránea de 400 kV, que conectará finalmente con la Subestación “La Mudarra” de Red Eléctrica  de España.

▪ Caminos de acceso y viales interiores: se accederá al parque directamente desde la carretera VA-910 a través de caminos existentes. Aparte, se proyecta la apertura y construcción de 3.684 metros de nuevos viales, y el acondicionado de 7.502 metros en caminos existentes.

▪ Cimentaciones para la instalación de aerogeneradores, zanjas para el cableado, canalizaciones, e instalaciones auxiliares, como por ejemplo contenedores temporales junto a cada aerogenerador para el acopio de tierras y gravas, zona para instalaciones portátiles de recogidas de residuos de la fase de obras, etc. 

La distancia a las principales poblaciones existentes en la zona es de 2,6 km. a La Mudarra.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

El estudio de impacto ambiental presenta tres alternativas a la ejecución del proyecto, incluyendo la alternativa cero o de no realización del proyecto. La alternativa 1 consistiría en un parque eólico de 14 aerogeneradores de potencia unitaria 3,3 MW; la alternativa 2 se plantea como un parque con 25 aerogeneradores de 2,2 MW. Se elige como alternativa ambiental más favorable la alternativa número 1. De la alternativa seleccionada se han analizado los posibles impactos del proyecto en la fase de construcción y funcionamiento, y se establecen una serie de medidas protectoras, correctoras y compensatorias para la protección del medio ambiente. 

Se incluye en el estudio de impacto ambiental un exhaustivo inventario ambiental, contando con un estudio previo de avifauna y quirópteros, un análisis del posible impacto visual, y un análisis de contaminación lumínica. También se ha incorporado un estudio de efectos acumulativos y/o sinérgicos en el que se estudia las futuras posibles afecciones del parque eólico Navillas en conjunto con el resto de parques eólicos proyectados (denominados Nudo La Mudarra), y con el resto de parques eólicos de la zona, que bien se encuentran en funcionamiento o en fase de tramitación administrativa. En total, el estudio de sinergias ha evaluado las posibles repercusiones globales de 20 parques eólicos.

El documento finaliza con el correspondiente seguimiento de las citadas medidas mediante el plan de vigilancia ambiental, que incluye un detallado plan para el seguimiento de aves y quirópteros en la fase de funcionamiento del parque eólico.

El estudio concluye que el impacto de todas las actuaciones proyectadas es compatible con las medidas propuestas.

TRAMITACIÓN Y ANÁLISIS TÉCNICO DEL EXPEDIENTE


Solicitud de inicio del procedimiento. Con fecha 13 de julio de 2016, tiene entrada en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, remitido por el Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, solicitud de inicio de tramitación de evaluación de impacto ambiental del proyecto de referencia, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al objeto de que se elabore el documento de alcance del estudio de impacto ambiental del proyecto.


Conforme al artículo 34.3 de la Ley 21/2013, el órgano ambiental realizó el trámite de consulta a las Administraciones públicas afectadas y a las personas interesadas, con el objeto de la elaboración del documento de alcance del estudio de impacto ambiental, que fue remitido al promotor y al órgano sustantivo. 


Información pública. El Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo de Valladolid, en conformidad con la diferente normativa sectorial de aplicación y en cumplimiento de lo establecido en el artículo 36 de la Ley 21/2013, y en los artículos 13 y 55 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, acuerda someter conjuntamente a información pública la solicitud de autorización administrativa y el estudio de impacto ambiental del parque eólico “Navillas”; el anuncio se publicó en el Boletín Oficial de Castilla y León de 7 de abril de 2017.


Consulta a las Administraciones públicas afectadas y personas interesadas. De acuerdo con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, han sido consultadas las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

-
Ayuntamiento de Valladolid, que emite informe.

-
Ayuntamiento de Villalba de los Alcores.

-
Ayuntamiento de Valdenebro de los Valles, que emite informe (el municipio de Valdenebro de los Valles aparecía en el documento inicial del proyecto como afectado, aunque finalmente el proyecto no presenta afección en dicho término municipal).

-
Ayuntamiento de La Mudarra, que emite informe.

-
Servicio Territorial de Fomento.

-
Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

-
Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, que emite informe.

-
Servicio Territorial de Cultura, que emite informe

-
Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente, que emite informe.

-
Agencia Estatal de Seguridad Aérea, que emite informe.

-
Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe.

-
Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

-
SEO Birdlife.

-
Ecologistas en Acción Valladolid.


Los informes recibidos en la fase de consultas fueron valorados y contemplados para la elaboración del estudio de impacto ambiental, y de la propuesta de declaración de impacto ambiental.


Afección al Patrimonio Cultural. El Servicio Territorial de Cultura de Valladolid remite informe de 8 de febrero de 2017 de la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Valladolid, en el que se establecen las correspondientes medidas preventivas y/o correctoras cuya adopción permite compatibilizar la implantación del proyecto con la salvaguarda de los valores del patrimonio cultural de la zona de estudio. Por este motivo, se incluyen las medidas informadas en la declaración de impacto ambiental.  


Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales. Consta en el expediente informes emitido el 4 de agosto por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, en el que se indica que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre elementos del medio natural, siempre y cuando se cumplan los condiciones establecidas en el mismo y que forman parte de la declaración de impacto ambiental. Estas conclusiones, justo con las condiciones establecidas, constituyen el Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000 (IRNA), tal y como se define en el artículo 5 del Decreto 6/2011, de 10 de febrero.

Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 26 de julio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta  

PROPUESTA DE DECLARACION DE IMPACTO AMBIENTAL


Una vez realizado el análisis técnico del expediente, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo propone informar favorablemente, a los solos efectos ambientales, el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta declaración y las contempladas en el estudio de impacto ambiental, y sin perjuicio del cumplimiento de las normas urbanísticas vigentes, normas de seguridad aérea o de cualquier otro tipo, que pudieran impedir o condicionar su realización.

1.
Actividad evaluada.- La presente declaración se refiere al proyecto “Parque eólico Navillas”, en los términos municipales de Villalba de los Alcores, Valladolid y La Mudarra, y a su estudio de impacto ambiental, ambos realizados en diciembre de 2016, y cuyo promotor es Ibervento Infraestructuras S.L.

2.
Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales.- No existe coincidencia geográfica del proyecto con lugares Red Natura 2000, ni tampoco con Espacios Naturales. Se constata  la no afección a zonas incluidas en el Catálogo de Zonas Húmedas de Castilla y León, ni otros valores naturales que pudiera albergar la zona objeto de proyecto.  

3.
Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones, como entre otras, la autorización de uso excepcional en suelo rústico, autorizaciones de la Confederación Hidrográfica del Duero, etc.

4.
Medidas protectoras.- Las medidas preventivas y correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeta la ejecución del proyecto evaluado son las siguientes, además de las contempladas en el proyecto técnico y estudio de impacto ambiental de diciembre de 2016 demás documentos anexos, en lo que no contradigan a lo estipulado en esta declaración de impacto ambiental:
a)
Impacto visual y paisajístico.- Con objeto de minimizar el impacto visual, se reducirán al mínimo indispensable los movimientos de tierras. Si algún tramo precisase de muros de contención, se deberán construir con escollera sin empleo de cemento ni otras masas aglutinantes. 

Los taludes de la plataforma dispuesta al pie del aerogenerador serán minimizados con un adecuado perfilado, y recubiertos por capa de tierra vegetal, previamente retirada el del área que ocupa dicha plataforma.

b)
Protección de los suelos.- Los movimientos de tierras que sean necesarios para la ejecución del proyecto se harán de forma selectiva, reservando y tratando adecuadamente la tierra fértil para su aprovechamiento posterior en la adecuación de los terrenos alterados. El acopio se realizará en cordones de reducida altura para evitar la compactación de la tierra y el arrastre por escorrentía de los nutrientes. Si durante el movimiento de tierras de las obras de urbanización apareciese cualquier tipo de residuo en el suelo, ya sean domésticos o de construcción y demolición, deberá procederse a su retirada inmediata y a su entrega a gestor autorizado. Los áridos o productos de cantería necesarios para las obras procederán únicamente de explotaciones debidamente autorizadas.

c)
Protección de las aguas.- Con carácter general no podrán interceptarse ni modificarse cauces públicos en cualquiera de sus dimensiones espaciales. Todas las actuaciones respetarán el Dominio Público Hidráulico y las servidumbres legales y, en particular, la servidumbre de uso público y de policía con las condiciones establecidas en la normativa de aguas.

Los apoyos de las líneas eléctricas se ubicarán teniendo en cuenta lo establecido en el Real Decreto 9/2008, de 11 de enero, por el que se modifica el Reglamento del Dominio Público Hidráulico. Igual situación deberán cumplir las alturas de los conductores sobre el nivel del agua. Deberá intentarse compatibilizar el mantenimiento de la vegetación de ribera autóctona que pueda existir, con la adecuada creación de calles de seguridad entre los conductores de la línea y las masas de arbolado de ribera, según lo establecido en la normativa sectorial.

Se establecerán medidas de protección contra la erosión y para evitar posibles afecciones por escorrentía. En los movimientos de tierras se deberán establecer las medidas necesarias para la retención de sólidos previas a la evacuación de las aguas de escorrentía superficial, así como otras posibles medidas para reducir al mínimo el riesgo de contaminación de las aguas superficiales.

Cualquier acopio de materiales se ubicará de manera que se impida cualquier riesgo de vertido, ya sea directo o indirecto, por escorrentía, erosión, infiltración u otros mecanismos, sobre las aguas superficiales o subterráneas.

Para la elección de la ubicación de las instalaciones auxiliares se deberá evitar la ocupación del dominio público hidráulico y la zona de servidumbre de los cauces. Se evitará también, en la medida de lo posible, la ocupación de la zona de policía de cauce público y de terrenos situados sobre materiales de alta permeabilidad. Las zonas donde se ubiquen las instalaciones auxiliares y parques de maquinaria deberán ser impermeabilizadas para evitar la contaminación del suelo y las aguas subterráneas. Las aguas procedentes de estas zonas, deberán ser recogidas y gestionadas adecuadamente para evitar la contaminación del dominio público hidráulico.

Si fuera necesaria la captación de aguas superficiales y/o subterráneas o la realización de un vertido al dominio público hidráulico, será preciso obtener del organismo de cuenca la correspondiente autorización o concesión administrativa, según proceda, teniendo en cuenta la normativa en vigor.

d)
Protección de infraestructuras y vías de acceso.- Se respetarán las normas generales de obligado cumplimiento en zonas afectadas por la existencia de gaseoductos, líneas de distribución eléctrica, etc. así como en sus zonas de servidumbre. Se respetarán de igual forma las servidumbres de paso existentes en todos los caminos, las propiedades de terceros, infraestructuras existentes y el uso de las mismas (cierres, pasos de ganado, etc.) dejándolos en el estado que presentaban antes de las actuaciones.

Durante la ejecución de las obras, en tramos cercanos a la carretera, se tendrá en cuenta la posible modificación de escorrentías que pueda afectar al drenaje longitudinal y transversal de la misma. Así mismo, se evitarán molestias o peligros que las obras o los materiales de ellas derivados pudieran ocasionar a la circulación.

Principalmente, deberá utilizarse como acceso al parque eólico la red de pistas y caminos ya existente. El mantenimiento en perfecto estado de la infraestructura viaria de accesos correrá a cargo de la empresa promotora.

e)
Protección de la atmósfera.- Para evitar la producción de polvo, se efectuarán riegos periódicos en las pistas de acceso y en la zona de ejecución de las obras de instalación de  los aerogeneradores, si las condiciones climatológicas y circunstancias del trabajo lo aconsejan, además de cualquier otra medida adecuada a tal fin, con objeto de cumplir la normativa vigente de protección del medio ambiente atmosférico.

f)
Protección de la fauna.- Se elaborará un plan de seguimiento de aves, con el objeto de evaluar posibles repercusiones reales que pueda presentar el proyecto sobre la avifauna de la zona y el impacto en sus poblaciones. Este plan se hará extensivo al grupo de los quirópteros. 

Se realizará un seguimiento mensual sobre un radio de actuación de 100 metros del aerogenerador, de forma que se pueda tener un conocimiento mucho más certero de la afección a las aves a causa del funcionamiento del parque eólico. En época migratoria y de cría, el seguimiento se realizará por períodos no superiores a 15 días. Esta periodicidad deberá ser consensuada con el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Vallladolid.

El periodo de vigencia comprenderá toda la vida útil del proyecto, presentándose un informe semestral. En caso de detectarse mortandad de aves o quirópteros, se pondrá el hecho inmediatamente en conocimiento del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, a la espera de la presentación semestral del informe.

Si durante la fase de funcionamiento del parque eólico y como consecuencia de los seguimientos periódicos y estudios, y/o de los datos de los que pudiera disponer el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, se detectase una afección significativa de algún aerogenerador sobre la fauna, a juicio del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid podrán establecerse medidas adicionales, como paradas sobre alguno o todos los aerogeneradores del parque o la obligación de implantar sistemas de detección, disuasión o parada automática.

g)
Protección de terrenos de monte y de la vegetación.- El aerogenerador número 11 deberá retranquearse de la posición proyectada a una distancia, dentro de lo posible, de una vez la longitud de la pala del aerogenerador, a fin de evitar que las palas sobrevuelen la parcela de reemplazo (parcela 32 del polígono 32, del término municipal de Valladolid) que en la actualidad presenta arbolado, y que es propiedad de la Comunidad Autónoma de Castilla y León conocida como “Patacaballo”.

Deberá minimizarse la afección a vegetación arbórea y arbustiva, así como a taxones incluidos en el Catálogo de Flora Protegida de Castilla y León. 

La apertura de las zanjas y las plataformas de montaje de los aerogeneradores conllevan una modificación del suelo y de la cubierta vegetal, y por tanto, aquellas que se realicen en terrenos de monte, tengan o no arbolado, requieren autorización de la Consejería competente en materia de montes, conforme a los supuestos recogidos en los artículos 71 y siguientes de la Ley 3/2009, de Montes de Castilla y León.

De igual manera, si fuese necesaria la corta de arbolado, deberá obtenerse previamente la correspondiente autorización, que incluirá las condiciones para su ejecución y tratamiento de los restos generados.

Los trabajos se ajustarán a la normativa sectorial en materia de incendios forestales, acorde a la Orden de la Consejería con competencias en materia de medio ambiente que se encuentre en vigor y por la que se fija la época de peligro alto de incendios forestales en la Comunidad de Castilla y León, en la que se establecen normas sobre uso del fuego y se fijan las medidas preventivas para la lucha contra los incendios forestales.

h)
Contaminación acústica.- Se atenderá a lo dispuesto en la Ley 5/2009, de 4 de junio, de Ruido de Castilla y León, cumpliéndose lo establecido en la normativa de transmisión de ruido vigente por causas derivadas del establecimiento, funcionamiento o desmantelamiento del proyecto.

i)
Gestión de residuos.- Se controlará el cumplimiento de la normativa vigente, Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados. Se evitará el manejo incontrolado y la posibilidad de contaminación directa o inducida en la gestión de aceites, combustibles y residuos de vehículos y maquinaria en general. No podrán acopiarse aceites, grasas o residuos, ni efectuarse operaciones de mantenimiento, repuesto o sustitución en la maquinaria y vehículos dentro del área del proyecto, que se deberán llevar a cabo de forma y en sitio adecuado, evitándose en todo momento el vertido de sustancias que puedan contaminar el suelo, las aguas y los acuíferos de la zona.

Será necesaria la elaboración de protocolos de actuación específicos en previsión de la ocurrencia de incidentes de este tipo, para poder así actuar de la manera más rápida posible y evitar la contaminación de aguas superficiales y/o subterráneas. 

El promotor será el responsable de mantener limpias las obras y sus alrededores de materiales sobrantes y de la retirada de instalaciones provisionales que no sean necesarias. Durante la fase de funcionamiento se generarán residuos peligrosos por el mantenimiento de aerogeneradores y maquinaria auxiliar, debiéndose disponer de un punto de almacenamiento adecuado para estos residuos, que deberá proteger el suelo de posibles contaminaciones o vertidos.

j)
Terrenos de vías pecuarias.- Deberá solicitarse previamente al inicio de las obras, las correspondientes autorizaciones para el desarrollo de actuaciones en terrenos de vías pecuarias y parcelas de reemplazo, conforme a la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias. Las vías pecuarias afectadas son: Cañada Real de Fuenteungrillo a Palencia y Cañada Real Leonesa Occidental ramal Villalba Peñaflor. Estos terrenos de vía pecuaria no podrán ser utilizados como zonas de depósitos de residuos o para la utilización de la instalación de contenedores de recogida de residuos.

k)
Maquinaria.- La maquinaria utilizada en las distintas fases del proyecto estará sometida a un correcto mantenimiento preventivo, conforme a las instrucciones del fabricante y normativa vigente, con el fin de minimizar la emisión de contaminantes, evitar la excesiva producción de ruidos y el vertido de contaminantes por roturas o averías.

En las fases de paralización de la operación del parque, será responsabilidad del promotor el adecuado mantenimiento y conservación de las infraestructuras y equipos, así como su reparación, sustitución o desmantelamiento, en caso de que su deterioro ponga en peligro las condiciones mínimas de seguridad o exista riesgo de afección al medio.

l)
Restauración final de las obras y de zonas alteradas.- Al final de la fase de obras se restaurarán todas aquellas superficies que no sean ocupadas de forma permanente, realizándose la remodelación topográfica y el suavizado de todos los taludes, junto a la restauración de zonas con especies vegetales si fuera necesario.

m)
Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o definitiva, el promotor establecerá un plan de actuación que será presentado ante la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, para su aprobación.

n)
Desmantelamiento.- Al final de la vida útil del parque, cuando el sistema de producción de energía deje de ser operativo o se paralice definitivamente su funcionamiento, deberá garantizarse el desmantelamiento de toda la instalación y edificaciones, retirarse todos los equipos, residuos y materiales sobrantes y procederse a la restauración e integración paisajística de toda el área afectada. 

Para garantizar el desmantelamiento total, se presentará un proyecto de desmantelamiento y restauración de la zona afectada, debiéndose incorporar un presupuesto valorado de este coste. 

5.
Medidas de seguridad aérea.- La señalización e iluminación del parque eólico deberán realizarse atendiendo a las directrices contenidas en la “Guía de señalamiento e iluminación de parques eólicos”, elaborada por la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, establecida como desarrollo del capítulo 6 del Anexo 14 de la Organización de Aviación Civil Internacional, transpuesto a la legislación española mediante el Real Decreto 862/2009, de 14 de mayo.

6.
Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Para la salvaguarda de los valores del patrimonio cultural de la zona de estudio se establecen las siguientes medidas:

Para la fase de proyecto y en relación con la construcción etnológica “Chozo”, su ubicación se incluirá en los planos de las obras para evitar afecciones indirectas en su cercanía: acopios, caminos, etc.

En fase de obras y con carácter general y ante las dificultades de visibilidad que presentaban las parcelas prospectadas y la posibilidad, siempre presente, de que en el transcurso de las obras proyectadas afloren restos arqueológicos que no se manifestaban en superficie, se propone la realización de un control arqueológico de la fase inicial del movimiento de tierras ligado a la ejecución de las zapatas de cimentación de los aerogeneradores, las zanjas para la red de evacuación eléctrica, así como a la ejecución y acondicionamiento de los accesos, mediante visitas periódicas a la obra. 

Para las instalaciones de la Subestación 400/132 kV y la línea de alta tensión 400 kV La Mudarra, se realizará un control arqueológico de la fase inicial del movimiento de tierras ligado a la ejecución de las cimentaciones de la subestación, así como de la excavación de la zanja para el cableado de control, mediante visitas periódicas a la obra.

7.
Programa de Vigilancia Ambiental.- Con antelación al inicio de la actividad, el promotor presentará ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, que se complementará de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la instalación. 

8.
Informes periódicos.- A partir de su puesta en funcionamiento, el promotor presentará anualmente, durante el primer trimestre de cada año, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental y sobre el grado de cumplimiento y eficacia de todas y cada una de las medidas protectoras de esta declaración y del estudio de impacto ambiental, ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. Este informe anual se presentará independientemente de otros informes periódicos y estudios exigidos por esta declaración.

9.
Coordinación técnica.- Para la resolución de las dificultades que pudieran surgir de la aplicación o interpretación de las medidas protectoras establecidas en esta declaración, así como para la valoración y corrección de impactos ambientales imprevistos, deberá contarse con la colaboración técnica del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

10.
Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento de lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo al órgano ambiental, la fecha inicio de operación del parque. 

11.
Modificaciones.- Cualquier variación en los parámetros o definición de las actuaciones proyectadas que pudieran producirse con posterioridad a esta declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso, correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas protectoras de esta declaración. 

Con independencia de lo establecido en el punto anterior, las condiciones recogidas en esta declaración de impacto ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 22/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

12.
Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquellos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

13.
Vigencia de la declaración impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

14.
Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al Boletín Oficial de Castilla y León, en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión. Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto, y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

B.2.2. EIA-VA-2016-55: PLANTA DE FUNDICIÓN DE ALUMINIO DE RENAULT ESPAÑA en VALLADOLID. Solicitado por RENAULT ESPAÑA.

PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO DE PLANTA DE PIEZAS MECÁNICAS POR FUNDICIÓN E INYECCIÓN DE ALUMINIO, EN LA INSTALACIÓN UBICADA EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE VALLADOLID, TITULARIDAD DE RENAULT ESPAÑA S.A.

Conforme al artículo 61.2 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, es el órgano de prevención ambiental encargado de formular la propuesta de declaración de impacto ambiental en los expedientes de evaluación de impacto ambiental relativos a los proyectos no contemplados en el artículo 62.1 del citado Decreto Legislativo.

El artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria, entre otros, los proyectos comprendidos en el anexo I. Por otra parte, el artículo 49 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León recoge que se someterán a evaluación de impacto ambiental ordinaria los proyectos para los que así se establezca en la legislación básica en materia de evaluación de impacto ambiental.

El proyecto se encuentra incluido en el Anexo I, Grupo 4, epígrafe e) de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental (Instalaciones para la fundición de metales no ferrosos con una capacidad de fusión de más de 20 toneladas por día). Por este motivo, debe tramitarse la evaluación de impacto ambiental ordinaria del proyecto.

Asimismo, el proyecto se somete al régimen de Autorización Ambiental en virtud de lo establecido en el texto refundido de la  Ley 16/2002, Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de prevención y control integrados de la contaminación, al estar incluido en el Anejo 1.2.5 Instalaciones: b) “Para la fusión de metales no ferrosos, inclusive la aleación, así como productos de recuperación y otros procesos con una capacidad de fusión de más de 4 toneladas para el plomo y el cadmio o 20 toneladas para todos los metales, por día”. 
DESCRIPCION DEL PROYECTO

Renault España, en sus instalaciones de Valladolid, dispone de autorización ambiental integrada, otorgada por Orden FYM/182/2014, de 25 de febrero, por la que se concede nueva autorización ambiental para llevar a cabo un aumento de capacidad de producción en la Factoría Motores y un aumento de la Dirección Logística. 

El proyecto evaluado consiste en el establecimiento, dentro de las actuales instalaciones de Renault en Valladolid, de una planta para la fabricación de piezas de fundición (bloques de motor) a partir de aleaciones de aluminio, mediante la tecnología de inyección a presión.

La planta de fundición se localiza en el municipio de Valladolid, dentro del Área Especial AE-28, suelo urbano, colindante al norte y oeste con el Polígono Industrial Jalón 2, al oeste con el Canal del Duero y las actuales instalaciones de Renault, y al sur igualmente, con la factoría de Renault. El edificio constará de una única planta, con nave principal de producción, y tres módulos, uno de los cuales se destinará a la administración y servicios generales.

El proceso productivo constará de varias fases:

· Recepción y almacenamiento de materias primas. El aluminio se obtendrá de los proveedores en forma de lingotes de aluminio.

· Fusión del aluminio: el metal será fundido en hornos fusores basculantes a una temperatura de 750 ºC. Los hornos funcionarán mediante gas natural. Las torres fusoras estarán provistas de filtros de mangas para reducir la proporción de partículas generadas en el proceso.

· Inyección y moldeado de la pieza: se extrae el metal fundido del horno y se vierte en contenedores desde donde se dosifica y se inyecta a los moldes de las piezas finales. Finalmente se deja enfriar y solidificar la pieza obtenida

· Fase de acabado y control de piezas.

· Tratamiento térmico para la estabilización de la pieza.

· Almacenamiento hasta el uso de las piezas en la factoría anexa de motores.

El consumo de agua potable se realizará desde la red de suministro de agua con la que cuenta la empresa. En cuanto a las aguas residuales, éstas serán vertidas en el mismo punto en el que actualmente se realiza el vertido. Las aguas residuales se componen de aguas de proceso, aguas sanitarias y pluviales. El sistema propuesto para la depuración consiste en la refrigeración de las aguas de proceso, y tratamientos primarios y secundarios para que el agua cumpla con los parámetros de vertido regulados en el Reglamento Municipal de Vertidos del Ayuntamiento de Valladolid.

Emisiones y estudio de focos de emisión: las mayores contribuciones a los niveles de inmisión por las emisiones producidas se darán en un radio de 300 a 700 metros del centro de la planta proyectada, y aún en este radio de afección, las contribuciones a la calidad del aire de la zona se estima que serán prácticamente insignificantes. Los principales contaminantes emitidos serán los gases de combustión del gas natural (NOx y CO), partículas y gases procedentes de los moldes (COT o carbono orgánico total). Existirán trece focos sistemáticos de emisión, y dos no sistemáticos que se corresponden con el taller de soldadura y el grupo electrógeno. Para  reducir las emisiones de gases se plantean los oportunos sistemas de depuración, consistentes en filtros de manga para depurar los gases de los hornos fusores, y sistemas de filtración mediante cajones. Aparte, se incorporan todas las Mejoras Técnicas Disponibles referentes a la captura, tratamiento y depuración de humos y gases que se recogen en los documentos sobre las actividades de forja, fundición y las industrias que trabajan con metales no ferrosos. 

Sobre la generación de residuos, la instalación cuenta con la consideración de productor de residuos peligrosos. Con la nueva actividad de fundición, los principales residuos que se generarán, por su cantidad y/o tipología, son los siguientes:

· Residuos peligrosos: envases contaminados, baterías agotadas, lodos de mecanizado que contienen sustancias peligrosas, emulsiones y disoluciones de mecanizado sin halógenos, absorbentes, materiales de filtración y trapos contaminados por sustancias peligrosas.

· Residuos no peligrosos: mangas de filtros, partículas procedentes de los efluentes gaseosos, escorias de horno, machos y moldes de fundición sin colada.

Para todos los residuos, se plantea su gestión a través de gestores autorizados de residuos.

Por último, el establecimiento industrial no estará afectado por el Real Decreto 840/2015, de 21 de septiembre, por el que se aprueban medidas de control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias peligrosas.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

El estudio de impacto ambiental analiza el ámbito territorial en que el proyecto se llevará a cabo, describiendo los potenciales impactos en el medio, e incluyendo medidas protectoras y correctoras aplicables. También se ha realizado un estudio de alternativas al proyecto: alternativa cero o de no realización del proyecto; alternativa 1, o de ejecución del proyecto en el entorno próximo a las instalaciones existentes; y alternativa 2, o de ejecución del proyecto en un emplazamiento distinto. 

Tanto en la elaboración del estudio de impacto ambiental, como en la elección de alternativas y medidas a tener en cuenta en el proyecto, se han tenido en cuenta las Mejores Técnicas Disponibles del sector de la forja, la fundición y el tratamiento de metales no ferrosos, que contiene recomendaciones que han sido recogidas en el proyecto, con un número total de 19 medidas que serán de  aplicación en la instalación.

Se ha elaborado un apartado específico para el estudio de las posibles afecciones en cuanto a contaminación atmosférica denominado “Modelización de dispersión de contaminantes atmosféricos”. En el estudio se ha modelizado las emisiones de los focos de la planta proyectada, incluyendo los datos de focos de emisión facilitados por el promotor y los datos meteorológicos correspondientes a un periodo de tres años (2013-2015), englobando los datos de las estaciones de registro de las que dispone Renault España en la factoría de Valladolid, y de diez puntos de inmisión-recepción correspondientes a la red de calidad del aire de Valladolid. El modelo con el que se realizó la modelización ha sido el Modelo CALPUFF, que simula los impactos por contaminantes emitidos por industrias. En la modelización se ha registrado que no se espera superar los valores límites de emisión establecidos en la normativa, afectando las emisiones de la planta a un entorno de radio aproximado entre los 300 y 700 metros, y aún en este radio de afección, se considera que las contribuciones a la calidad del aire son prácticamente insignificantes.

Aparte, se ha elaborado un estudio acústico en el que se concluye que la planta de fundición cumple con los parámetros establecidos en la normativa sobre ruido de aplicación. 

Se incluye un Programa de Vigilancia Ambiental que define el sistema de vigilancia que garantizará la ejecución correcta de las medidas protectoras y correctoras, estableciendo los parámetros a controlar y su periodicidad. 

TRAMITACION Y ANÁLISIS TÉCNICO DEL EXPEDIENTE


Solicitud de inicio del procedimiento. Con fecha 20 de julio de 2016, tiene entrada en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, remitido por la Dirección General de Calidad y Sostenibilidad Ambiental de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, solicitud de inicio de tramitación de evaluación de impacto ambiental del proyecto de referencia, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al objeto de que se elabore el documento de alcance del estudio de impacto ambiental del proyecto.


Conforme al artículo 34.3 de la Ley 21/2013, el órgano ambiental realizó el trámite de consulta a las Administraciones públicas afectadas y a las personas interesadas, con el objeto de la elaboración del documento de alcance del estudio de impacto ambiental, que fue remitido al promotor y al órgano sustantivo. 


Información pública. La Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en conformidad con la diferente normativa sectorial de aplicación y en cumplimiento de lo establecido en el artículo 36 de la Ley 21/2013, y en los artículos 13 y 55 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, acuerda someter conjuntamente a información pública la solicitud de autorización ambiental y el estudio de impacto ambiental del Proyecto de planta de piezas mecánicas por fundición e inyección de aluminio en las instalaciones de Renault España en Valladolid; el anuncio se publicó en el Boletín Oficial de Castilla y León de 8 de junio de 2017 y se expuso en el tablón de anuncios del Ayuntamiento de Valladolid.


Durante el periodo de información pública se presentó una alegación de Ecologistas en Acción referente a estudio de dispersión de contaminantes, la autorización ambiental que deberá concederse y sobre el destino final de los residuos de escorias de fusión. La alegación fue convenientemente contestada por el promotor y ha sido tenida en cuenta en la tramitación administrativa. 


Consulta a las Administraciones públicas afectadas y personas interesadas. De acuerdo con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, han sido consultadas las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Ayuntamiento de Valladolid, que emite informe.

· Ayuntamiento de Laguna de Duero, que emite informe.

· Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, que emite informe.

· Servicio Territorial de Cultura, que emite informe.

· Servicio Territorial de Sanidad y Bienestar Social, que emite informe.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que emite informe.

· Sección de Protección Ambiental del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que emite informe.

· Servicio de Evaluación Ambiental de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, que emite informe.

· Servicio de Prevención Ambiental y Cambio Climático de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, que emite informe.

· Servicio de control de la gestión de los residuos, que emite informe.

· Agencia de Protección Civil de la Junta de Castilla y León, que emite informe.

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

· Ecologistas en Acción Valladolid.


Los informes recibidos en la fase de consultas fueron valorados y contemplados para la elaboración del estudio de impacto ambiental, y de la propuesta de declaración de impacto ambiental.


Afección al Patrimonio Cultural. El Servicio Territorial de Cultura de Valladolid remite informe de 9 de junio de 2017, en el que se informa que no se han detectado interferencias con suelos protegidos arqueológicamente, incluyendo una medida de carácter protector que se ha incorporado a la propuesta de declaración de impacto ambiental.  


Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales. Consta en el expediente informe emitido el 6 de octubre de 2017 por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, en el que se indica que no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otras, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000. Estas conclusiones, justo con las condiciones establecidas, constituyen el Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000 (IRNA), tal y como se define en el artículo 5 del Decreto 6/2011, de 10 de febrero.


Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta

DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL


Una vez realizado el análisis técnico del expediente, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo propone informar favorablemente, a los solos efectos ambientales, el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta declaración y las contempladas en el estudio de impacto ambiental, y sin perjuicio del cumplimiento de las normas urbanísticas vigentes, normas de seguridad aérea o de cualquier otro tipo, que pudieran impedir o condicionar su realización.
1. Proyecto evaluado.- La presente declaración se refiere al “Proyecto de planta de fabricación de piezas mecánicas por fundición de aluminio e inyección” en las instalaciones de Renault España, en el término municipal de Valladolid, y al estudio de impacto ambiental del proyecto realizado en marzo de 2017.
2. Autorizaciones.- Deberán obtenerse las autorizaciones que sean necesarias para el desarrollo y funcionamiento de la ampliación del proyecto, entre las que cabe destacar la modificación de la Autorización Ambiental del proyecto, así como de las autorizaciones correspondientes en materia de residuos.

3. Afecciones a Red Natura 2000.- La actividad no se desarrollará sobre espacios protegidos y/o Red Natura 2000, y puesto que se trata de una modificación de una actividad existente y ubicada en zona industrial, no parece que este tipo de actuaciones pueda tener incidencia negativa sobre Hábitats de Interés Comunitario o posibles especies catalogadas.

4. Medidas protectoras y correctoras.- Las medidas preventivas y correctoras, a efectos ambientales, a las que quedan sujetas la ejecución y desarrollo del proyecto son las siguientes y las contenidas tanto en el estudio de impacto ambiental como el proyecto de ampliación, en lo que no contradigan a las presentes:

a) Protección de las aguas subterráneas y superficiales.- Se garantizará la no afección a los cursos de agua por vertidos contaminantes que pudieran producirse accidentalmente durante la fase de funcionamiento de la planta. Con este fin se preverán las medidas adecuadas que garanticen un correcto drenaje y recogida de los diversos tipos de sustancias. Deberá cumplirse en todo momento los parámetros de la autorización de vertido que conceda el Ayuntamiento de Valladolid, y que quedan regulados en el Reglamento Municipal de Vertidos del Ayuntamiento de Valladolid.

b) Protección de la atmósfera.- Con carácter general, en materia de emisiones a la atmósfera, se cumplirá lo establecido en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera; en el Real Decreto 100/2011, por el que se actualiza el catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación; el Real Decreto 102/2011, de 28 de enero, relativo a la mejora de la calidad del aire (modificado por el Real Decreto 39/2017, de 27 de enero).

Los niveles de emisión de contaminantes a la atmósfera deberán cumplir los Valores Límites de Emisión que se impongan en la preceptiva Autorización Ambiental para cada uno de los contaminantes emitidos. Asimismo, se estará a lo que disponga la Autorización Ambiental para el caso de superación de los Valores Límites de Emisión, adoptándose en todo caso las medidas correctoras que fueran necesarias para corregir las causas de la superación.

Las instalaciones de depuración de gases deberán mantenerse en perfecto estado de funcionamiento, para lo que se llevarán a cabo las operaciones de mantenimiento y/o sustitución necesarias.

Las instalaciones para medición y toma de muestras en chimeneas deberán realizarse tomando como referencia lo dispuesto en la Orden del Ministerio de Industria de 18 de octubre de 1976, sobre prevención y corrección de la contaminación atmosférica de origen industrial. 

Se llevarán a cabo controles de las emisiones en los citados focos, tanto internos a realizar por el promotor, como externos a través de Organismos de Control Autorizado (OCA), con la periodicidad, frecuencia, y en las condiciones que determine la citada Autorización. Se aplicarán las metodologías de medición que se indique en la misma.

c) Libros registro.- Deberá disponerse de los correspondientes Libros de Registro de emisiones atmosféricas procedentes de las instalaciones de combustión y de proceso, debidamente diligenciados por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. En ellos se anotarán todos los controles realizados.  

d) Protección acústica.- En la fase de funcionamiento no se sobrepasarán los límites de ruido establecidos en la normativa aplicable con respecto a protección acústica, Ley 5/2009, de 4 de julio, del Ruido de Castilla y León.

e) Gestión de residuos.- Todos los residuos, tanto peligrosos como no peligrosos, deberán ser gestionados conforme a lo establecido en la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados, y demás normativa vigente en materia de residuos. Los residuos generados deberán ser entregados a una entidad o empresa autorizada, conforme a la citada Ley. 

El almacenamiento, mezcla, envasado y etiquetado de los residuos deberá efectuarse según las obligaciones establecidas en el artículo 18 de la citada Ley. El almacenamiento de residuos peligrosos se realizará en recinto cubierto dotado de solera impermeable, y en su caso, con sistemas de retención para la recogida de derrames. Deberá tener capacidad de almacenamiento para albergar el total de los residuos peligrosos que se produzcan, en adecuadas condiciones de seguridad.

Deberá disponerse de un archivo, físico o telemático, donde se recoja por orden cronológico, información detallada de la producción y gestión de los residuos. Esta información se mantendrá a disposición de las autoridades competentes a efectos de inspección y control.

En la fase de construcción, también debe tenerse en cuenta el cumplimiento del Real Decreto 105/2008, de 1 de febrero, por el que se regula la producción y gestión de los residuos de construcción y demolición.

 f) Suelos contaminados.- La actividad se encuentra incluida en el Real Decreto 9/2005, de 14 de enero, por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios estándares para la declaración de suelos contaminados, por lo que el titular deberá presentar ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, los informes periódicos de situación del suelo establecidos en el artículo 3.4 de la citada norma.

g) Prevención de accidentes-. Se implementarán todas las medidas propuestas en caso de posibles accidentes o incidentes así como aquellas otras que fueran necesarias, con el fin de evitar o corregir las posibles incidencias ambientales que se produzcan durante el funcionamiento del proyecto.

h) Afecciones medioambientales sobrevenidas.- Cualquier incidente o accidente que se produzca durante el funcionamiento del proyecto con posible incidencia ambiental, deberá comunicarse de inmediato al órgano sustantivo y al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

i) Sistema de gestión medioambiental.- Se deberá estudiar la adhesión al Reglamento CE nº 1221/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2009, relativo a la participación voluntaria de organizaciones en un sistema comunitario de gestión y auditoría medioambientales (EMAS).

j) Cese de actividad.- Si por cualquier circunstancia cesara la actividad de forma temporal o definitiva, deberá establecerse un Plan de Actuación, que deberá detallar entre otros aspectos la gestión prevista para la retirada de todos los residuos y/o productos, y que será presentado previamente al órgano ambiental.

k) Protección del Patrimonio Cultural: si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, en virtud del artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan. 

5. Mejores técnicas disponibles. Con independencia de las medidas señaladas, el promotor adoptará, de acuerdo con la normativa aplicable, las mejores técnicas disponibles, tanto en cuanto a explotación como a protección del medio ambiente. 

El condicionado de esta declaración de Impacto Ambiental se podrá modificar con el fin de adaptar la ejecución del proyecto a las mejores técnicas disponibles y asegurar la mayor protección ambiental posible. 

6. Modificaciones. Toda modificación significativa sobre las características de las actuaciones proyectadas, que pudiera producirse con posterioridad a esta declaración de impacto ambiental, deberá ser notificada a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará su conformidad si procede, sin perjuicio de las licencias o permisos que, en su caso, correspondan. 
Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas protectoras de esta declaración. 

Las condiciones recogidas en esta declaración de impacto ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental. 

El Programa de Vigilancia Ambiental deberá ser objeto de modificaciones cuando la entrada en vigor de nueva normativa o el establecimiento de nuevos conocimientos significativos sobre la estructura y funcionamiento de los sistemas así lo aconsejan al objeto de seguir garantizando la no afección a las poblaciones cercanas y al medio ambiente.
  
7. Comunicación de inicio de actividad. En cumplimiento de lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo al órgano ambiental, la fecha inicio de la actividad de la planta.
8. Coordinación técnica.  Para la resolución de las dificultades que pudieran surgir en la aplicación o interpretación en las medidas establecidas en esta declaración, así como para la valoración y corrección de impactos ambiéntales imprevistos deberá contarse con la colaboración técnica del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid que podrá proponer la aplicación de dichas medidas, de acuerdo con las circunstancias que puedan presentarse, así como su adaptación a la nueva normativa ambiental de aplicación que pudiera promulgarse.
9. Programa de Vigilancia Ambiental. Se completará el Programa de Vigilancia Ambiental contenido en el Estudio de Impacto Ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas. El programa de vigilancia ambiental se presentará ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.
10. Informes periódicos. A partir de su puesta en funcionamiento, el promotor presentará anualmente, durante el primer trimestre de cada año, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental y sobre el grado de cumplimiento y eficacia de todas y cada una de las medidas protectoras de esta declaración y del estudio de impacto ambiental, ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. Este informe anual se presentará independientemente de otros informes periódicos y estudios exigidos por esta declaración.
11. Seguimiento y vigilancia. El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de la alta inspección que se atribuye a la Consejería de Fomento y Medio Ambiente como órgano ambiental, que podrá recabar información de aquellos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.
12. Vigencia de la declaración de impacto ambiental. Conforme se indica en el artículo 43, apartado 1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado su ejecución en el plazo de cuatro años. En tales casos, el promotor deberá iniciar nuevamente el trámite de evaluación de impacto ambiental del proyecto, salvo que se acuerde la prórroga de la vigencia de la declaración de impacto ambiental en los términos previstos en los siguientes apartados del citado artículo.

13. Publicidad del documento autorizado. Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al Boletín Oficial de Castilla y León, en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión. Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto, y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

Antes de la votación, la vocal representante del Sindicato de CC.OO propone un condicionante a mayores que es introducir un nuevo punto de medición de emisiones de ozono debido al aumento de las mismas en Valladolid y fundamentalmente en verano. El técnico del Servicio Territorial de Medio Ambiente manifiesta que existen muchas mediciones constantes que se pueden perfectamente medir en cualquier momento con la estación de medida de la red y con las otras tres con las que cuenta RENAULT es suficiente, no considerándose necesaria la propuesta formulada.

3.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES E INSTALACIONES SOMETIDAS A EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL ORDINARIA Y QUE SE ENCUENTRAN INCLUIDOS EN EL RÉGIMEN DE AUTORIZACIÓN AMBIENTAL ESTABLECIDO EN EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PREVENCIÓN AMBIENTAL DE CASTILLA Y LEÓN.

B.3.1. EIA/AA-VA-006/2017: PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO 1 DE CONSTRUCCIÓN DE EXPLOTACIÓN PORCINA DE CEBO DE 3.044 PLAZAS EN LA PARCELA 21 DEL POLÍGONO 5 EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE EL CARPIO (VALLADOLID), PROMOVIDO POR D. RAÚL HERNÁNDEZ RODRÍGUEZ.

El titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

El proyecto se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al estar incluido en su Anexo I, Grupo I, a) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protección de los animales en las explotaciones ganaderas y que superen las siguientes capacidades: 2.000 plazas para cerdos de engorde.

Mediante ORDEN FYM/991/2016, de 17 de noviembre, se delegan competencias en materia de Evaluación de Impacto Ambiental en los titulares de las delegaciones territoriales de la Junta de Castilla y León, concretamente la competencia para dictar la declaración de impacto ambiental de los proyectos y de sus modificaciones incluidas en el Anexo I. Ganadería de la citada Ley 21/2013, de 9 de noviembre, salvo para explotaciones porcinas que superen 5.000 plazas de cebo.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

El proyecto prevé la ejecución de una explotación de porcino de cebo con censo máximo de 3.044 animales.

Se construirán 2 naves iguales para alojamiento de los cerdos de dimensiones 1.383,42 m2, cada una, un edificio de oficinas-vestuario de 37,76 m2, una caseta de instalaciones de 21,23 m2, balsa de purines de 2.500 m3, sondeo, depósito de agua de 30.000 litros y vallado perimetral, completándose con todas las instalaciones e infraestructuras necesarias; para el lazareto se utilizará una cuadra/celda por nave.

La explotación se localiza en la parcela 21 del polígono 5 del término municipal de El Carpio (Valladolid), con una superficie de 29.697 m2., localizada en Suelo Rústico Común en las Normas Urbanísticas Municipales.

La producción estimada de purines es de 6.545 m3. Los suelos agrícolas donde se realizará el abonado se localizan en término municipales calificados como zonas no vulnerables a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

El estudio de impacto ambiental analiza los factores ambientales afectados, evalúa los impactos sobre ellos y propone medidas correctoras, la eficacia de éstas se valorará en el Programa de Vigilancia Ambiental.

TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE

Solicitud de inicio del procedimiento.- Con fecha 16 de marzo de 2017, D. Raúl Hernández Rodríguez presenta en el Registro de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, solicitud de inicio de evaluación de impacto ambiental y de autorización ambiental adjuntando proyecto de construcción y estudio de impacto ambiental.

Información Pública.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 del texto refundido de la Ley de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, y en el artículo 13 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid acuerda someter conjuntamente al trámite de información pública la solicitud de autorización ambiental y evaluación de impacto ambiental, mediante anuncio publicado en el “Boletín Oficial de Castilla y León” nº 115, de 19 de junio de 2017, no habiéndose recibido alegaciones. Del mismo modo, el anuncio referente a la información pública se remitió al Ayuntamiento de El Carpio para su exposición en el tablón de anuncios del Ayuntamiento durante un plazo de 30 días.

Además, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 37 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, se realizó consulta a las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

· Servicio Territorial de Cultura, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

· Ayuntamiento de El Carpio.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

· FACUA.

Afección a Red Natura 2000.-. El proyecto se sitúa en la ZEPA “Tierra de Campiñas” ES0000204. Consta informe de 9 de octubre de 2017 del Servicio Territorial de Medio Ambiente que concluye que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del medio natural.

No obstante, para evitar afecciones negativas a la avifauna durante su periodo reproductivo, las actuaciones que conlleven el uso de maquinaria pesada y produzcan gran nivel de ruido se llevarán a cabo fuera de dicho periodo, esto es, fuera de los meses de febrero a junio, ambos inclusive.

Afección al Patrimonio.- Consta en el expediente informe remitido desde el Servicio Territorial de Cultura de Valladolid en el que se indica que el proyecto fue informado favorablemente por el Delegado Territorial tras el informe previo de la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Valladolid en sesión de 10 de mayo de 2017.

De conformidad con lo dispuesto en la normativa de evaluación de impacto ambiental de aplicación, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, formula la siguiente

PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid determina, a los solos efectos ambientales, informar FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta Declaración, sin perjuicio del cumplimiento de la normativa urbanística o de otra normativa vigente que pudiera impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada.- La presente Declaración se refiere al Proyecto 1 de construcción de explotación porcina de cebo, de 3.044 plazas en la parcela 21 del polígono 5 del término municipal de El Carpio (Valladolid), su estudio de impacto ambiental, de marzo de 2017, y demás información y documentación contenida en el expediente.
2. Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones necesarias para el desarrollo de la actividad, entre otras la Autorización Ambiental.
3. Medidas protectoras.-
Las medidas preventivas y/o correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeto el proyecto, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental y en lo que no contradigan a las mismas:
a) Distancias preceptivas.- Las instalaciones proyectadas deberán guardar las distancias preceptivas con respecto a núcleos urbanos, vías de comunicación, límites de parcela, recursos hídricos, granjas, industrias e instalaciones diversas y otros elementos sensibles, establecidas en la normativa sectorial, urbanística o de cualquier otro tipo que sea de aplicación, tanto por lo que se refiere a su ubicación como para la aplicación controlada de los purines que se generen en la explotación.
En concreto, se deberá respetar una distancia de 1.000 m. entre el vallado de la explotación y el de la explotación del mismo titular denominada Proyecto 3 ubicada en la parcela 12 del polígono 5 de El Carpio.

b) Almacenamiento de purín.- La capacidad útil de la balsa para el almacenamiento de purines, ubicada en el exterior de la nave, deberá ser suficiente para su retención durante los períodos o épocas en que no sea posible o no esté permitida su aplicación al terreno y, en todo caso, para un período no inferior a tres meses, según lo estipulado en el Real Decreto 324/2000, de 3 de marzo, por el que se establecen normas básicas de ordenación de las explotaciones porcinas.
De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta la capacidad ganadera de granja y la gestión de las deyecciones mediante valorización agrícola, se estima suficiente el volumen de almacenamiento de la balsa de purines, con una capacidad de 2.500 m3, con independencia del volumen acumulable bajo los emparrillados del interior de la nave y de los márgenes de seguridad apropiados. En ningún caso podrán almacenarse purines fuera de las instalaciones previstas para este fin.

La balsa de purines estará impermeabilizada y carecerá de salidas o desagües a cotas inferiores a la de su máximo nivel. Deberá disponer de una valla metálica perimetral para impedir el acceso incontrolado de personas y animales y contará con un dispositivo adecuado que permita la salida en caso de caída accidental.

Se mantendrá en perfecto estado de conservación, garantizando en todo momento las condiciones de seguridad, estanqueidad y capacidad de almacenamiento.

c) Gestión de purines.- Teniendo en cuenta los datos aportados en la memoria técnica, el purín producido en la explotación se gestionará mediante utilización como abono orgánico-mineral en la superficie propuesta en la documentación, según contratos aportados. Cualquier variación de dicha gestión deberá ser comunicada al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.
El titular de la explotación, para la gestión correcta de los purines, deberá tener en cuenta lo establecido en el Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, sobre la protección de las aguas contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, y las medidas incluidas en el Código de Buenas Prácticas Agrarias, aprobado por Decreto 40/2009, de 25 de junio, por el que se designan las zonas vulnerables a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero, y se aprueba el Código de Buenas Prácticas Agrarias, las Ordenanzas Municipales que resulten de aplicación, las características particulares de los terrenos y las necesidades de los cultivos.

Se preverá la aplicación del purín en las dosis y épocas más apropiadas para conseguir un grado óptimo de asimilación por las plantas, reduciendo al mínimo las pérdidas por escorrentía o infiltración de nutrientes y el riesgo de contaminación del entorno.

El promotor se responsabilizará de la adecuada gestión de los purines producidos en su explotación y de la utilización de los medios necesarios para su adecuada distribución e inmediata incorporación al terreno.

d) Base territorial.- Deberá permanecer ligada de forma continua con la explotación citada la superficie agrícola útil necesaria para cumplir lo establecido en el citado Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, y demás legislación aplicable y que permita llevar a cabo, en todo momento, una correcta gestión de los purines. En consecuencia, para la distribución y aplicación del purín producido anualmente en la totalidad de la explotación, se estima admisible la utilización de la superficie de 78,43 ha, y se considera acreditada su disponibilidad.

Cualquier cambio en la superficie agrícola destinada a este fin deberá ser comunicado al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

e) Libro de registro.-
Se dispondrá en la granja de un libro de registro de las operaciones de aplicación al terreno de los purines producidos, teniendo como referencia lo establecido en la Orden MAM/1260/2008, de 4 de julio, por la que se establece el modelo de libro de registro de operaciones de gestión de deyecciones ganaderas para las actividades e instalaciones ganaderas en la Comunidad de Castilla y León, en el que constarán los transportes realizados, anotándose las fechas de distribución, volúmenes evacuados, parcelas de destino, dosis aproximada de abonado con purín en cada una, expresado en t/ha, plazo de enterrado y cultivo previsto. El Libro de Registro estará a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.

f) Reducción de residuos.- Para minimizar la producción de purines y lixiviados, se controlarán los consumos de agua, se corregirán las pérdidas o fugas y se efectuará la limpieza con sistemas de alta presión.

Se establecerá un sistema de evacuación de las aguas pluviales que deberá ser canalizado al terreno, de forma que no se produzcan encharcamientos ni se modifiquen las condiciones de escorrentía superficial, evitando, a su vez, el contacto con elementos contaminantes (residuos ganaderos, desperdicios, etc.).

g) Prevención de la contaminación.- Deberán realizarse operaciones periódicas de revisión de la balsa y de las conducciones, así como de la solera de las naves y de cualquier superficie que esté en contacto con las deyecciones ganaderas, a fin de garantizar su buen estado de conservación, evitando o corrigiendo cualquier alteración que pueda reducir sus condiciones de seguridad, estanqueidad, resistencia a largo plazo y capacidad de almacenamiento, para así evitar filtraciones al terreno y prevenir la contaminación de aguas subterráneas y superficiales.
h) Producción de olores y molestias.- Con el fin de atenuar la producción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán las mejores técnicas disponibles que sean de aplicación o se pondrán en práctica, en su caso, otras medidas que incluya al efecto el Código de Buenas Prácticas Agrarias de Castilla y León.
El transporte de purín se efectuará preferentemente por el exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de transporte suficientemente estanco e inodoro. En cuanto a su aplicación al terreno, se respetarán los fines de semana, los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto, incorporándose al suelo el mismo día de su esparcido por el terreno, excepto en aquellos casos en que la naturaleza del mismo lo impida. En cuanto a estos extremos, se tendrá en cuenta, en su caso, lo establecido al respecto en las ordenanzas municipales de aplicación.

i) Protección de las aguas.-
En ningún caso se realizarán vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no. Deberá cumplirse lo establecido al efecto en el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico.

j) Protección de la atmósfera.- Deberá cumplirse lo establecido en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera, así como en el Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación.
k) Residuos sanitarios.- Los residuos de medicamentos y los procedentes de tratamientos veterinarios deberán gestionarse conforme establece la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados y el Decreto 204/1994, de 15 de septiembre, de Ordenación de la Gestión de los Residuos Sanitarios. Para ello, el promotor deberá concertar con gestores autorizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los envases y productos de desecho, así como otros procedentes de los tratamientos zoosanitarios, productos desinfectantes y cualquier otro tipo de residuo peligroso generado en la granja. La granja mantendrá un registro de las operaciones de gestión de residuos zoosanitarios, donde se anoten cantidades producidas, tiempo de almacenamiento y gestión final de dichos residuos. Todos los libros de registro mencionados estarán a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.
La explotación contará con una zona específica en el interior de la nave para el almacenamiento de los residuos, tanto infecciosos como químicos, hasta su recogida por gestor autorizado.

l) Otros residuos.- Los residuos producidos en la explotación se gestionarán según establece la normativa vigente en materia de residuos y, concretamente, conforme a lo dispuesto en la citada Ley 22/2011, de 28 de julio.
m) Eliminación de cadáveres.- En cuanto a la eliminación de cadáveres y otros subproductos animales se cumplirá lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.° 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los productos derivados no destinados al consumo humano y en el Real Decreto 1528/2012, de 8 de noviembre, que establece las disposiciones específicas de aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, en el Reglamento General de Sanidad Animal de Castilla y León, aprobado por Decreto 266/1998, de 17 de diciembre, así como en cualquier otra normativa aplicable.
El promotor deberá mantener suscrito un contrato, con gestor autorizado, para la retirada y gestión de los cadáveres y otros subproductos animales generados, adecuado a la capacidad de la explotación.

n) Contaminación acústica.- Se cumplirán los límites sonoros y de vibraciones establecidos en la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, tanto en la fase de ejecución como en la de funcionamiento del proyecto.
ñ)
Contaminación lumínica.- Se reducirá al máximo la iluminación nocturna hacia el exterior. La iluminación en las edificaciones evitará en lo posible la difusión innecesaria de luz.

o)
Integración paisajística.- Los acabados exteriores de cubiertas, cerramientos y silos presentarán tonalidades cromáticas acordes con las características del entorno y las tradiciones locales, y cumpliendo en todo caso lo previsto al efecto en la normativa urbanística vigente.

p)
Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o permanente, deberá elaborarse un plan de actuación que se presentará ante las administraciones competentes para su aprobación. Este plan indicará la forma de evacuación y gestión del purín, en su caso, de los residuos de demolición, así como la adopción de las medidas necesarias para evitar impactos ambientales y paisajísticos, según lo establecido en la normativa vigente que sea de aplicación.

4. Programa de vigilancia ambiental.-  Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas, durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la explotación.

5. Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento con lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo, al órgano ambiental, las fechas de final de las obras y de comienzo de la fase de explotación.

6. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Si apareciesen restos arqueológicos en el curso de las obras, se paralizarán las obras en la zona afectada, procediendo el promotor a ponerlo en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará las normas de actuación que procedan. En cualquier caso, se atenderá a lo dispuesto en la Ley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla y León y demás normativa aplicable, en lo que se refiere a eventuales hallazgos que pudieran producirse.

7. Modificaciones.- Toda modificación significativa sobre el proyecto evaluado que pudiera producirse con posterioridad a esta misma declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas correctoras de esta Declaración.

Las condiciones recogidas en esta Declaración de Impacto Ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre.

8. Informes periódicos.- Deberá presentarse anualmente, desde la fecha de esta declaración, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

9. Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquéllos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

10. Vigencia de la declaración de impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre.

11. Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al «Boletín Oficial de Castilla y León», en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

B.3.2. EIA/AA-VA-006/2017: PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO 2 DE CONSTRUCCIÓN DE EXPLOTACIÓN PORCINA DE CEBO DE 3.044 PLAZAS EN LA PARCELA 246 DEL POLÍGONO 4 EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE EL CARPIO (VALLADOLID), PROMOVIDO POR D. RAÚL HERNÁNDEZ RODRÍGUEZ.

El titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

El proyecto se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al estar incluido en su Anexo I, Grupo I, a) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protección de los animales en las explotaciones ganaderas y que superen las siguientes capacidades: 2.000 plazas para cerdos de engorde.

Mediante ORDEN FYM/991/2016, de 17 de noviembre, se delegan competencias en materia de Evaluación de Impacto Ambiental en los titulares de las delegaciones territoriales de la Junta de Castilla y León, concretamente la competencia para dictar la declaración de impacto ambiental de los proyectos y de sus modificaciones incluidas en el Anexo I. Ganadería de la citada Ley 21/2013, de 9 de noviembre, salvo para explotaciones porcinas que superen 5.000 plazas de cebo.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

El proyecto prevé la ejecución de una explotación de porcino de cebo con censo máximo de 3.044 animales.

Se construirán 2 naves iguales para alojamiento de los cerdos de dimensiones 1.383,42 m2 cada una, un edificio de oficinas-vestuario de 37,76 m2, una caseta de instalaciones de 21,23 m2, balsa de purines de 2.800 m3, sondeo, depósito de agua de 30.000 litros y vallado perimetral, completándose con todas las instalaciones e infraestructuras necesarias; para el lazareto se utilizará una cuadra/celda por nave.

La explotación se localiza en la parcela 246 del polígono 4 del término municipal de El Carpio (Valladolid), con una superficie de 45.040 m2, localizada en Suelo Rústico Común en las Normas Urbanísticas Municipales.

La producción estimada de purines es de 6.545 m3. Los suelos agrícolas donde se realizará el abonado se localizan en término municipales calificados como zonas no vulnerables a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

El estudio de impacto ambiental analiza los factores ambientales afectados, evalúa los impactos sobre ellos y propone medidas correctoras, la eficacia de éstas se valorará en el Programa de Vigilancia Ambiental.

TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE

Solicitud de inicio del procedimiento.- Con fecha 17 de marzo de 2017, D. Raúl Hernández Rodríguez presenta en el Registro de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, solicitud de inicio de evaluación de impacto ambiental y de autorización ambiental adjuntando proyecto de construcción y estudio de impacto ambiental.

Información Pública.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 del texto refundido de la Ley de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, y en el artículo 13 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid acuerda someter conjuntamente al trámite de información pública la solicitud de autorización ambiental y evaluación de impacto ambiental, mediante anuncio publicado en el “Boletín Oficial de Castilla y León” nº 115, de 19 de junio de 2017, no habiéndose recibido alegaciones. Del mismo modo, el anuncio referente a la información pública se remitió al Ayuntamiento de El Carpio para su exposición en el tablón de anuncios del Ayuntamiento durante un plazo de 30 días.

Además, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 37 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, se realizó consulta a las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

· Servicio Territorial de Cultura, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

· Ayuntamiento de El Carpio.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

· FACUA.

Afección a Red Natura 2000.-. El proyecto se sitúa en la ZEPA “Tierra de Campiñas” ES0000204. Consta informe de 9 de octubre de 2017 del Servicio Territorial de Medio Ambiente que concluye que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del medio natural.

No obstante, para evitar afecciones negativas a la avifauna durante su periodo reproductivo, las actuaciones que conlleven el uso de maquinaria pesada y produzcan gran nivel de ruido se llevarán a cabo fuera de dicho periodo, esto es, fuera de los meses de febrero a junio, ambos inclusive.

Además, se tendrá especial cuidado en no alterar la continuidad del trazado y del posible tránsito ganadero de las vías pecuarias, en particular de la Vereda de Vitigudino o Cañada de la Copa, utilizándose para el acceso a la explotación únicamente el camino existente dentro de los terrenos de la vía pecuaria.

Afección al Patrimonio.- Consta en el expediente informe remitido desde el Servicio Territorial de Cultura de Valladolid en el que se indica que el proyecto fue informado favorablemente por el Delegado Territorial tras el informe previo de la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Valladolid en sesión de 10 de mayo de 2017.

De conformidad con lo dispuesto en la normativa de evaluación de impacto ambiental de aplicación, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, formula la siguiente
PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid determina, a los solos efectos ambientales, informar FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta Declaración, sin perjuicio del cumplimiento de la normativa urbanística o de otra normativa vigente que pudiera impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada.- La presente Declaración se refiere al Proyecto 1 de construcción de explotación porcina de cebo, de 3.044 plazas en la parcela 246 del polígono 4 del término municipal de El Carpio (Valladolid), su estudio de impacto ambiental, de marzo de 2017, y demás información y documentación contenida en el expediente.
2. Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones necesarias para el desarrollo de la actividad, entre otras la Autorización Ambiental.
3. Medidas protectoras.-
Las medidas preventivas y/o correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeto el proyecto, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental y en lo que no contradigan a las mismas:
a) Distancias preceptivas.- Las instalaciones proyectadas deberán guardar las distancias preceptivas con respecto a núcleos urbanos, vías de comunicación, límites de parcela, recursos hídricos, granjas, industrias e instalaciones diversas y otros elementos sensibles, establecidas en la normativa sectorial, urbanística o de cualquier otro tipo que sea de aplicación, tanto por lo que se refiere a su ubicación como para la aplicación controlada de los purines que se generen en la explotación.
b) Almacenamiento de purín.- La capacidad útil de la balsa para el almacenamiento de purines, ubicada en el exterior de la nave, deberá ser suficiente para su retención durante los períodos o épocas en que no sea posible o no esté permitida su aplicación al terreno y, en todo caso, para un período no inferior a tres meses, según lo estipulado en el Real Decreto 324/2000, de 3 de marzo, por el que se establecen normas básicas de ordenación de las explotaciones porcinas.
De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta la capacidad ganadera de granja y la gestión de las deyecciones mediante valorización agrícola, se estima suficiente el volumen de almacenamiento de la balsa de purines, con una capacidad de 2.800 m3, con independencia del volumen acumulable bajo los emparrillados del interior de la nave y de los márgenes de seguridad apropiados. En ningún caso podrán almacenarse purines fuera de las instalaciones previstas para este fin.

La balsa de purines estará impermeabilizada y carecerá de salidas o desagües a cotas inferiores a la de su máximo nivel. Deberá disponer de una valla metálica perimetral para impedir el acceso incontrolado de personas y animales y contará con un dispositivo adecuado que permita la salida en caso de caída accidental.

Se mantendrá en perfecto estado de conservación, garantizando en todo momento las condiciones de seguridad, estanqueidad y capacidad de almacenamiento.

c) Gestión de purines.- Teniendo en cuenta los datos aportados en la memoria técnica, el purín producido en la explotación se gestionará mediante utilización como abono orgánico-mineral en la superficie propuesta en la documentación, según contratos aportados. Cualquier variación de dicha gestión deberá ser comunicada al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.
El titular de la explotación, para la gestión correcta de los purines, deberá tener en cuenta lo establecido en el Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, sobre la protección de las aguas contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, y las medidas incluidas en el Código de Buenas Prácticas Agrarias, aprobado por Decreto 40/2009, de 25 de junio, por el que se designan las zonas vulnerables a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero, y se aprueba el Código de Buenas Prácticas Agrarias, las Ordenanzas Municipales que resulten de aplicación, las características particulares de los terrenos y las necesidades de los cultivos.

Se preverá la aplicación del purín en las dosis y épocas más apropiadas para conseguir un grado óptimo de asimilación por las plantas, reduciendo al mínimo las pérdidas por escorrentía o infiltración de nutrientes y el riesgo de contaminación del entorno.

El promotor se responsabilizará de la adecuada gestión de los purines producidos en su explotación y de la utilización de los medios necesarios para su adecuada distribución e inmediata incorporación al terreno.

d) Base territorial.- Deberá permanecer ligada de forma continua con la explotación citada la superficie agrícola útil necesaria para cumplir lo establecido en el citado Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, y demás legislación aplicable y que permita llevar a cabo, en todo momento, una correcta gestión de los purines. En consecuencia, para la distribución y aplicación del purín producido anualmente en la totalidad de la explotación, se estima admisible la utilización de la superficie de 77,24 ha, y se considera acreditada su disponibilidad.

Cualquier cambio en la superficie agrícola destinada a este fin deberá ser comunicado al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

e) Libro de registro.-
Se dispondrá en la granja de un libro de registro de las operaciones de aplicación al terreno de los purines producidos, teniendo como referencia lo establecido en la Orden MAM/1260/2008, de 4 de julio, por la que se establece el modelo de libro de registro de operaciones de gestión de deyecciones ganaderas para las actividades e instalaciones ganaderas en la Comunidad de Castilla y León, en el que constarán los transportes realizados, anotándose las fechas de distribución, volúmenes evacuados, parcelas de destino, dosis aproximada de abonado con purín en cada una, expresado en t/ha, plazo de enterrado y cultivo previsto. El Libro de Registro estará a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.

f) Reducción de residuos.- Para minimizar la producción de purines y lixiviados, se controlarán los consumos de agua, se corregirán las pérdidas o fugas y se efectuará la limpieza con sistemas de alta presión.

Se establecerá un sistema de evacuación de las aguas pluviales que deberá ser canalizado al terreno, de forma que no se produzcan encharcamientos ni se modifiquen las condiciones de escorrentía superficial, evitando, a su vez, el contacto con elementos contaminantes (residuos ganaderos, desperdicios, etc.).

g) Prevención de la contaminación.- Deberán realizarse operaciones periódicas de revisión de la balsa y de las conducciones, así como de la solera de las naves y de cualquier superficie que esté en contacto con las deyecciones ganaderas, a fin de garantizar su buen estado de conservación, evitando o corrigiendo cualquier alteración que pueda reducir sus condiciones de seguridad, estanqueidad, resistencia a largo plazo y capacidad de almacenamiento, para así evitar filtraciones al terreno y prevenir la contaminación de aguas subterráneas y superficiales.
h) Producción de olores y molestias.- Con el fin de atenuar la producción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán las mejores técnicas disponibles que sean de aplicación o se pondrán en práctica, en su caso, otras medidas que incluya al efecto el Código de Buenas Prácticas Agrarias de Castilla y León.
El transporte de purín se efectuará preferentemente por el exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de transporte suficientemente estanco e inodoro. En cuanto a su aplicación al terreno, se respetarán los fines de semana, los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto, incorporándose al suelo el mismo día de su esparcido por el terreno, excepto en aquellos casos en que la naturaleza del mismo lo impida. En cuanto a estos extremos, se tendrá en cuenta, en su caso, lo establecido al respecto en las ordenanzas municipales de aplicación.

i) Protección de las aguas.- En ningún caso se realizarán vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no. Deberá cumplirse lo establecido al efecto en el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico.

j) Protección de la atmósfera.- Deberá cumplirse lo establecido en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera, así como en el Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación.
k) Residuos sanitarios.- Los residuos de medicamentos y los procedentes de tratamientos veterinarios deberán gestionarse conforme establece la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados y el Decreto 204/1994, de 15 de septiembre, de Ordenación de la Gestión de los Residuos Sanitarios. Para ello, el promotor deberá concertar con gestores autorizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los envases y productos de desecho, así como otros procedentes de los tratamientos zoosanitarios, productos desinfectantes y cualquier otro tipo de residuo peligroso generado en la granja. La granja mantendrá un registro de las operaciones de gestión de residuos zoosanitarios, donde se anoten cantidades producidas, tiempo de almacenamiento y gestión final de dichos residuos. Todos los libros de registro mencionados estarán a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.
La explotación contará con una zona específica en el interior de la nave para el almacenamiento de los residuos, tanto infecciosos como químicos, hasta su recogida por gestor autorizado.

l) Otros residuos.- Los residuos producidos en la explotación se gestionarán según establece la normativa vigente en materia de residuos y, concretamente, conforme a lo dispuesto en la citada Ley 22/2011, de 28 de julio.
m) Eliminación de cadáveres.- 
En cuanto a la eliminación de cadáveres y otros subproductos animales se cumplirá lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.° 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los productos derivados no destinados al consumo humano y en el Real Decreto 1528/2012, de 8 de noviembre, que establece las disposiciones específicas de aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, en el Reglamento General de Sanidad Animal de Castilla y León, aprobado por Decreto 266/1998, de 17 de diciembre, así como en cualquier otra normativa aplicable.
El promotor deberá mantener suscrito un contrato, con gestor autorizado, para la retirada y gestión de los cadáveres y otros subproductos animales generados, adecuado a la capacidad de la explotación.

n) Contaminación acústica.- Se cumplirán los límites sonoros y de vibraciones establecidos en la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, tanto en la fase de ejecución como en la de funcionamiento del proyecto.
ñ)
Contaminación lumínica.- Se reducirá al máximo la iluminación nocturna hacia el exterior. La iluminación en las edificaciones evitará en lo posible la difusión innecesaria de luz.

o)
Integración paisajística.- Los acabados exteriores de cubiertas, cerramientos y silos presentarán tonalidades cromáticas acordes con las características del entorno y las tradiciones locales, y cumpliendo en todo caso lo previsto al efecto en la normativa urbanística vigente.

p)
Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o permanente, deberá elaborarse un plan de actuación que se presentará ante las administraciones competentes para su aprobación. Este plan indicará la forma de evacuación y gestión del purín, en su caso, de los residuos de demolición, así como la adopción de las medidas necesarias para evitar impactos ambientales y paisajísticos, según lo establecido en la normativa vigente que sea de aplicación.

4. Programa de vigilancia ambiental.-  Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas, durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la explotación.

5. Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento con lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo, al órgano ambiental, las fechas de final de las obras y de comienzo de la fase de explotación.

6. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Si apareciesen restos arqueológicos en el curso de las obras, se paralizarán las obras en la zona afectada, procediendo el promotor a ponerlo en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará las normas de actuación que procedan. En cualquier caso, se atenderá a lo dispuesto en la Ley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla y León y demás normativa aplicable, en lo que se refiere a eventuales hallazgos que pudieran producirse.

7. Modificaciones.- Toda modificación significativa sobre el proyecto evaluado que pudiera producirse con posterioridad a esta misma declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas correctoras de esta Declaración.

Las condiciones recogidas en esta Declaración de Impacto Ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre.

8. Informes periódicos.- Deberá presentarse anualmente, desde la fecha de esta declaración, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

9. Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquéllos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

10. Vigencia de la declaración de impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre.
11. Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al «Boletín Oficial de Castilla y León», en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

B.3.3. EIA/AA-VA-006/2017: PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO 3 DE CONSTRUCCIÓN DE EXPLOTACIÓN PORCINA DE CEBO DE 3.044 PLAZAS EN LA PARCELA 12 DEL POLÍGONO 5 EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE EL CARPIO (VALLADOLID), PROMOVIDO POR D. RAÚL HERNÁNDEZ RODRÍGUEZ.

El titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

El proyecto se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al estar incluido en su Anexo I, Grupo I, a) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protección de los animales en las explotaciones ganaderas y que superen las siguientes capacidades: 2.000 plazas para cerdos de engorde.

Mediante ORDEN FYM/991/2016, de 17 de noviembre, se delegan competencias en materia de Evaluación de Impacto Ambiental en los titulares de las delegaciones territoriales de la Junta de Castilla y León, concretamente la competencia para dictar la declaración de impacto ambiental de los proyectos y de sus modificaciones incluidas en el Anexo I. Ganadería de la citada Ley 21/2013, de 9 de noviembre, salvo para explotaciones porcinas que superen 5.000 plazas de cebo.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

El proyecto prevé la ejecución de una explotación de porcino de cebo con censo máximo de 3.044 animales.

Se construirán 2 naves iguales para alojamiento de los cerdos de dimensiones 1.383,42 m2, cada una, un edificio de oficinas-vestuario de 37,76 m2, una caseta de instalaciones de 21,23 m2, balsa de purines de 2.800 m3, sondeo, depósito de agua de 30.000 litros y vallado perimetral, completándose con todas las instalaciones e infraestructuras necesarias; para el lazareto se utilizará una cuadra/celda por nave.

La explotación se localiza en la parcela 12 del polígono 5 del término municipal de El Carpio (Valladolid), con una superficie de 6,0739 ha., localizada en Suelo Rústico Común en las Normas Urbanísticas Municipales.

La producción estimada de purines es de 6.545 m3. Los suelos agrícolas donde se realizará el abonado se localizan en término municipales calificados como zonas no vulnerables a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

El estudio de impacto ambiental analiza los factores ambientales afectados, evalúa los impactos sobre ellos y propone medidas correctoras, la eficacia de éstas se valorará en el Programa de Vigilancia Ambiental.

TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE

Solicitud de inicio del procedimiento.- Con fecha 17 de marzo de 2017, D. Raúl Hernández Rodríguez presenta en el Registro de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, solicitud de inicio de evaluación de impacto ambiental y de autorización ambiental adjuntando proyecto de construcción y estudio de impacto ambiental.

Información Pública.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 del texto refundido de la Ley de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, y en el artículo 13 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid acuerda someter conjuntamente al trámite de información pública la solicitud de autorización ambiental y evaluación de impacto ambiental, mediante anuncio publicado en el “Boletín Oficial de Castilla y León” nº 115, de 19 de junio de 2017, no habiéndose recibido alegaciones. Del mismo modo, el anuncio referente a la información pública se remitió al Ayuntamiento de El Carpio para su exposición en el tablón de anuncios del Ayuntamiento durante un plazo de 30 días.

Además, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 37 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, se realizó consulta a las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

· Servicio Territorial de Cultura, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

· Ayuntamiento de El Carpio.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

· FACUA.

             Afección a Red Natura 2000.-. El proyecto se sitúa en la ZEPA “Tierra de Campiñas” ES0000204. Consta informe de 9 de octubre de 2017 del Servicio Territorial de Medio Ambiente que concluye que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del medio natural.

En el ámbito del proyecto se localizan varios ejemplares de árboles aislados de encina, Quercus ilex, cuya singularidad radica en su conformación, edad y tamaño, así como su ubicación, por lo que deberá modificarse la disposición de las naves y otras infraestructuras, de manera que su ejecución no afecte al arbolado existente en la parcela.

             Para evitar afecciones negativas a la avifauna durante su periodo reproductivo, las actuaciones que conlleven el uso de maquinaria pesada y produzcan gran nivel de ruido se llevarán a cabo fuera de dicho periodo, esto es, fuera de los meses de febrero a junio, ambos inclusive.

Además, se tendrá especial cuidado en no alterar la continuidad del trazado y del posible tránsito ganadero de las vías pecuarias, en particular de la Vereda local denominada Cañadilla del Toconal, colindante con terrenos utilizados para la valorización de purines.

Afección al Patrimonio.- Consta en el expediente informe remitido desde el Servicio Territorial de Cultura de Valladolid en el que se indica que el proyecto fue informado favorablemente por el Delegado Territorial tras el informe previo de la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Valladolid en sesión de 10 de mayo de 2017.

De conformidad con lo dispuesto en la normativa de evaluación de impacto ambiental de aplicación, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, formula la siguiente
PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid determina, a los solos efectos ambientales, informar FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta Declaración, sin perjuicio del cumplimiento de la normativa urbanística o de otra normativa vigente que pudiera impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada.- La presente Declaración se refiere al Proyecto 1 de construcción de explotación porcina de cebo, de 3.044 plazas en la parcela 12 del polígono 5 del término municipal de El Carpio (Valladolid), su estudio de impacto ambiental, de marzo de 2017, y demás información y documentación contenida en el expediente.
2. Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones necesarias para el desarrollo de la actividad, entre otras la Autorización Ambiental.
3. Medidas protectoras.-
Las medidas preventivas y/o correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeto el proyecto, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental y en lo que no contradigan a las mismas:
a) Distancias preceptivas.- Las instalaciones proyectadas deberán guardar las distancias preceptivas con respecto a núcleos urbanos, vías de comunicación, límites de parcela, recursos hídricos, granjas, industrias e instalaciones diversas y otros elementos sensibles, establecidas en la normativa sectorial, urbanística o de cualquier otro tipo que sea de aplicación, tanto por lo que se refiere a su ubicación como para la aplicación controlada de los purines que se generen en la explotación.
En concreto, se deberá respetar una distancia de 1.000 m. entre el vallado de la explotación y el de la explotación del mismo titular denominada Proyecto 1 ubicada en la parcela 21 del polígono 5 de El Carpio.

b) Almacenamiento de purín.- La capacidad útil de la balsa para el almacenamiento de purines, ubicada en el exterior de la nave, deberá ser suficiente para su retención durante los períodos o épocas en que no sea posible o no esté permitida su aplicación al terreno y, en todo caso, para un período no inferior a tres meses, según lo estipulado en el Real Decreto 324/2000, de 3 de marzo, por el que se establecen normas básicas de ordenación de las explotaciones porcinas.
De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta la capacidad ganadera de granja y la gestión de las deyecciones mediante valorización agrícola, se estima suficiente el volumen de almacenamiento de la balsa de purines, con una capacidad de 2.800 m3, con independencia del volumen acumulable bajo los emparrillados del interior de la nave y de los márgenes de seguridad apropiados. En ningún caso podrán almacenarse purines fuera de las instalaciones previstas para este fin.

La balsa de purines estará impermeabilizada y carecerá de salidas o desagües a cotas inferiores a la de su máximo nivel. Deberá disponer de una valla metálica perimetral para impedir el acceso incontrolado de personas y animales y contará con un dispositivo adecuado que permita la salida en caso de caída accidental.

Se mantendrá en perfecto estado de conservación, garantizando en todo momento las condiciones de seguridad, estanqueidad y capacidad de almacenamiento.

c) Gestión de purines.- Teniendo en cuenta los datos aportados en la memoria técnica, el purín producido en la explotación se gestionará mediante utilización como abono orgánico-mineral en la superficie propuesta en la documentación, según contratos aportados. Cualquier variación de dicha gestión deberá ser comunicada al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.
El titular de la explotación, para la gestión correcta de los purines, deberá tener en cuenta lo establecido en el Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, sobre la protección de las aguas contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, y las medidas incluidas en el Código de Buenas Prácticas Agrarias, aprobado por Decreto 40/2009, de 25 de junio, por el que se designan las zonas vulnerables a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero, y se aprueba el Código de Buenas Prácticas Agrarias, las Ordenanzas Municipales que resulten de aplicación, las características particulares de los terrenos y las necesidades de los cultivos.

Se preverá la aplicación del purín en las dosis y épocas más apropiadas para conseguir un grado óptimo de asimilación por las plantas, reduciendo al mínimo las pérdidas por escorrentía o infiltración de nutrientes y el riesgo de contaminación del entorno.

El promotor se responsabilizará de la adecuada gestión de los purines producidos en su explotación y de la utilización de los medios necesarios para su adecuada distribución e inmediata incorporación al terreno.

d) Base territorial.- Deberá permanecer ligada de forma continua con la explotación citada la superficie agrícola útil necesaria para cumplir lo establecido en el citado Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, y demás legislación aplicable y que permita llevar a cabo, en todo momento, una correcta gestión de los purines. En consecuencia, para la distribución y aplicación del purín producido anualmente en la totalidad de la explotación, se estima admisible la utilización de la superficie de 74,62 ha, y se considera acreditada su disponibilidad.

Cualquier cambio en la superficie agrícola destinada a este fin deberá ser comunicado al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

e) Libro de registro.-
Se dispondrá en la granja de un libro de registro de las operaciones de aplicación al terreno de los purines producidos, teniendo como referencia lo establecido en la Orden MAM/1260/2008, de 4 de julio, por la que se establece el modelo de libro de registro de operaciones de gestión de deyecciones ganaderas para las actividades e instalaciones ganaderas en la Comunidad de Castilla y León, en el que constarán los transportes realizados, anotándose las fechas de distribución, volúmenes evacuados, parcelas de destino, dosis aproximada de abonado con purín en cada una, expresado en t/ha, plazo de enterrado y cultivo previsto. El Libro de Registro estará a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.

f) Reducción de residuos.- Para minimizar la producción de purines y lixiviados, se controlarán los consumos de agua, se corregirán las pérdidas o fugas y se efectuará la limpieza con sistemas de alta presión.

Se establecerá un sistema de evacuación de las aguas pluviales que deberá ser canalizado al terreno, de forma que no se produzcan encharcamientos ni se modifiquen las condiciones de escorrentía superficial, evitando, a su vez, el contacto con elementos contaminantes (residuos ganaderos, desperdicios, etc.).

g) Prevención de la contaminación.- Deberán realizarse operaciones periódicas de revisión de la balsa y de las conducciones, así como de la solera de las naves y de cualquier superficie que esté en contacto con las deyecciones ganaderas, a fin de garantizar su buen estado de conservación, evitando o corrigiendo cualquier alteración que pueda reducir sus condiciones de seguridad, estanqueidad, resistencia a largo plazo y capacidad de almacenamiento, para así evitar filtraciones al terreno y prevenir la contaminación de aguas subterráneas y superficiales.
h) Producción de olores y molestias.- Con el fin de atenuar la producción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán las mejores técnicas disponibles que sean de aplicación o se pondrán en práctica, en su caso, otras medidas que incluya al efecto el Código de Buenas Prácticas Agrarias de Castilla y León.
El transporte de purín se efectuará preferentemente por el exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de transporte suficientemente estanco e inodoro. En cuanto a su aplicación al terreno, se respetarán los fines de semana, los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto, incorporándose al suelo el mismo día de su esparcido por el terreno, excepto en aquellos casos en que la naturaleza del mismo lo impida. En cuanto a estos extremos, se tendrá en cuenta, en su caso, lo establecido al respecto en las ordenanzas municipales de aplicación.

i) Protección de las aguas.-
En ningún caso se realizarán vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no. Deberá cumplirse lo establecido al efecto en el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico.

j) Protección de la atmósfera.- Deberá cumplirse lo establecido en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera, así como en el Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación.
k) Residuos sanitarios.- Los residuos de medicamentos y los procedentes de tratamientos veterinarios deberán gestionarse conforme establece la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados y el Decreto 204/1994, de 15 de septiembre, de Ordenación de la Gestión de los Residuos Sanitarios. Para ello, el promotor deberá concertar con gestores autorizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los envases y productos de desecho, así como otros procedentes de los tratamientos zoosanitarios, productos desinfectantes y cualquier otro tipo de residuo peligroso generado en la granja. La granja mantendrá un registro de las operaciones de gestión de residuos zoosanitarios, donde se anoten cantidades producidas, tiempo de almacenamiento y gestión final de dichos residuos. Todos los libros de registro mencionados estarán a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.
La explotación contará con una zona específica en el interior de la nave para el almacenamiento de los residuos, tanto infecciosos como químicos, hasta su recogida por gestor autorizado.

l) Otros residuos.- Los residuos producidos en la explotación se gestionarán según establece la normativa vigente en materia de residuos y, concretamente, conforme a lo dispuesto en la citada Ley 22/2011, de 28 de julio.
m) Eliminación de cadáveres.- En cuanto a la eliminación de cadáveres y otros subproductos animales se cumplirá lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.° 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los productos derivados no destinados al consumo humano y en el Real Decreto 1528/2012, de 8 de noviembre, que establece las disposiciones específicas de aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, en el Reglamento General de Sanidad Animal de Castilla y León, aprobado por Decreto 266/1998, de 17 de diciembre, así como en cualquier otra normativa aplicable.
El promotor deberá mantener suscrito un contrato, con gestor autorizado, para la retirada y gestión de los cadáveres y otros subproductos animales generados, adecuado a la capacidad de la explotación.

n) Contaminación acústica.- Se cumplirán los límites sonoros y de vibraciones establecidos en la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, tanto en la fase de ejecución como en la de funcionamiento del proyecto.
ñ)
Contaminación lumínica.- Se reducirá al máximo la iluminación nocturna hacia el exterior. La iluminación en las edificaciones evitará en lo posible la difusión innecesaria de luz.

o)
Integración paisajística.- Los acabados exteriores de cubiertas, cerramientos y silos presentarán tonalidades cromáticas acordes con las características del entorno y las tradiciones locales, y cumpliendo en todo caso lo previsto al efecto en la normativa urbanística vigente.

p)
Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o permanente, deberá elaborarse un plan de actuación que se presentará ante las administraciones competentes para su aprobación. Este plan indicará la forma de evacuación y gestión del purín, en su caso, de los residuos de demolición, así como la adopción de las medidas necesarias para evitar impactos ambientales y paisajísticos, según lo establecido en la normativa vigente que sea de aplicación.

4) Programa de vigilancia ambiental.-  Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas, durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la explotación.

5) Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento con lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo, al órgano ambiental, las fechas de final de las obras y de comienzo de la fase de explotación.

6) Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Si apareciesen restos arqueológicos en el curso de las obras, se paralizarán las obras en la zona afectada, procediendo el promotor a ponerlo en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará las normas de actuación que procedan. En cualquier caso, se atenderá a lo dispuesto en la Ley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla y León y demás normativa aplicable, en lo que se refiere a eventuales hallazgos que pudieran producirse.

7) Modificaciones.- Toda modificación significativa sobre el proyecto evaluado que pudiera producirse con posterioridad a esta misma declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas correctoras de esta Declaración.

Las condiciones recogidas en esta Declaración de Impacto Ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre.

8) Informes periódicos.- Deberá presentarse anualmente, desde la fecha de esta declaración, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

9) Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquéllos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

10) Vigencia de la declaración de impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre.
11) Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al «Boletín Oficial de Castilla y León», en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.
4.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES O PROYECTOS SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO DE E.I.A., SEGÚN LA TRAMITACIÓN ESTABLECIDA EN EL ANEXO II DE LA LEY 21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE DE EVALUACIÓN AMBIENTAL.

B.4.1. EIA-VA-2017-13: PLANTA DE TRATAMIENTO Y VALORIZACIÓN DE RESIDUOS NO PELIGROSOS en CIGALES. Solicitado por RECICLAOLID.

PROPUESTA DE INFORME DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO DE PLANTA DE TRATAMIENTO Y VALORIZACIÓN DE RESIDUOS NO PELIGROSOS, EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE CIGALES (VALLADOLID), PROMOVIDO POR RECICLAOLID S.L.

La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 9, apartado e) “Instalaciones destinadas a la valorización de residuos (incluyendo el almacenamiento fuera del lugar de producción) que no se desarrollen en el interior de una nave en polígono industrial excluidas las instalaciones de residuos no peligrosos cuya capacidad de tratamiento no supere las 5.000 toneladas anuales y de almacenamiento inferior a 100 toneladas”.
DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

El proyecto evaluado consiste en la instalación de una planta destinada al tratamiento y valorización de residuos no peligrosos, fundamentalmente residuos de la construcción y demolición, aunque también podrá realizar el tratamiento de residuos no peligrosos de procedencia doméstica e industrial. La capacidad de tratamiento anual máximo es de 60.000 toneladas (226 toneladas-día). De los residuos de construcción y demolición, el 65% se corresponde con restos de derribos y de acondicionado de viales (39.000 toneladas/año). El restante 35% tendrá su origen en obras de reformas y obras de nueva construcción (21.000 toneladas anuales). Otro tipo de residuos que se tratarán, serán los que contengan los residuos característicos de obras (papel y cartón, plástico, vidrio, madera y metal). 


El proceso de tratamiento de los residuos será el siguiente:

a) Control en la recepción del residuo y pesaje.

b) Separación primaria y almacenamiento previo de residuos.

c) Separación mecánica mediante tolvas y cribas, donde se obtendrán los áridos de segunda generación.

d) Separación por ventilación.

e) Separador magnético.

f) Cabina de selección final de residuos/fase de triaje.

g) Machaqueo de grandes piezas y bloques de hormigón.

Tras las fases de tratamiento, se realizará el acopio de los materiales resultantes y su almacenamiento temporal en contenedores hasta la entrega a gestor autorizado.

La planta de tratamiento se ubicará en la parcela 5160 del polígono 12 de Cigales, dentro de las antiguas instalaciones de una explotación de áridos que fueron restauradas a su estado inicial.  La distancia a zonas urbanas residenciales de Cigales es de 2,3 km. La clasificación actual del suelo es la de suelo rústico común y la parcela tiene una superficie de 30.180 m2.

Las principales instalaciones que formarán parte de la planta de tratamiento serán las siguientes:

· Zona de proceso, que constará de una estructura metálica cubierta de 800 m2 con solera impermeabilizada de 25 cm de espesor. En esa zona también se realizarán acopios temporales de residuos y áridos.

· Línea de maquinaria de cribado, con solera de hormigón tratado con impermeabilizantes, de superficie 240 m2.

· Zona de acopios de áridos de segunda generación. Será una zona de tierra compactada de 10.400 m2 donde se instalará también una machacadora de residuos.

· Oficias y vestuarios, instaladas en dos casetas prefabricadas, con una superficie total de 29,5 m2.

· Zona de pesaje, que se ubicará en la contigua parcela 5167 del polígono 12, dentro de una explotación y tratamiento de áridos existente.

· Instalaciones de saneamiento de aguas (fosa séptica con filtro biológico). Tras la depuración de las aguas, se realizará el vertido directo al terreno y entrega de los lodos de depuración a gestor autorizado.

· Instalaciones de la red de aguas pluviales.

El consumo anual de agua se obtendrá de una captación de aguas previamente autorizada y que también se localiza en la parcela 5167 del polígono 12. La energía eléctrica se proporcionará desde un grupo electrógeno. 

El Documento Ambiental analiza alternativas al proyecto, los posibles impactos del proyecto sobre el medio ambiente y establece una serie de medidas correctoras para la protección del medio ambiente, así como un Plan de Vigilancia Ambiental. 

CONSULTAS REALIZADAS

De acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental y tras la remisión del Documento Ambiental por parte del Ayuntamiento de Cigales, se procedió por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid a la apertura del trámite de consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas interesadas. La relación de los consultados así como los informes recibidos es la siguiente:

-
Ayuntamiento de Cigales.


-
Diputación Provincial de Valladolid, que concluye en su informe que no se aprecian razones claras por las que el proyecto pueda causar efectos ambientales negativos significativos.


-
Confederación Hidrográfica del Duero, que informa sobre la tramitación necesaria a realizar ante dicha Administración.

-
Ecologistas en Acción de Valladolid.

-
Servicio Territorial de Industria, informa sobre la necesidad de cumplimiento de la normativa de seguridad contra incendios en establecimientos industriales.

-
Servicio Territorial de Fomento.

-
Servicio Territorial de Cultura, que informa que el proyecto no presenta interferencias con suelos o espacios con protección cultural y que la parcela está muy modificada en actualidad por una extracción de áridos preexistente, por lo que no se considera necesaria ningún tipo de medida complementaria al respecto, recordando que en todo caso se debía tener en cuenta el artículo 60 de la Ley de Patrimonio Cultural sobre hallazgos casuales.

-
Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, que emite informe en el que indica que no existe coincidencia con terrenos de Red Natura 2000, y que no se prevén afecciones indirectas, individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicios a la integridad de cualquier lugar incluido en aquella. Igualmente se informa que no existen afecciones sobre otros aspectos relativos al medio natural sobre los que deba incluirse condiciones.

ANÁLISIS DE CRITERIOS SEGÚN EL ANEXO III

Características del Proyecto.-

El tamaño del proyecto para este tipo de proyectos no se considera elevado. Respecto del volumen de residuos a gestionar se considera un tamaño medio, que prácticamente no generará residuos, y que por el contrario contribuirá al reciclado y valorización de los residuos generados en la zona de influencia de la planta de tratamiento. 

Sólo existe acumulación del proyecto con una explotación minera colindante, cuestión que no se considera de importancia en la zona.

El consumo de materias primas y recursos naturales no se considera significativo debido a la propia naturaleza del proyecto.

El riesgo de accidentes no es significativo para este tipo de instalaciones.

Ubicación del Proyecto.-

Las instalaciones se ubican en suelo rústico común dentro del municipio de Cigales. La planta de tratamiento está incluida en terrenos ocupados hasta hace pocos meses por una extracción autorizada de áridos; se considera una zona con bajo valor medioambiental al ser una zona bastante alterada por la actividad humana. 

La zona afectada por el proyecto está fuera de terrenos que integran la Red Natura 2000. No se localizan, aparte, otras figuras relevantes del medio natural sobre las que deba informarse de manera especial (terrenos forestales, especies de interés comunitario, zonas húmedas catalogadas, etc.

Tampoco existe constancia de la presencia de yacimientos arqueológicos o cualquier otro elemento del patrimonio cultural de Castilla y León en la zona objeto del proyecto.

Características del potencial impacto.-

Por las características del proyecto y las medidas que se aplicarán durante el funcionamiento, no son de esperar afecciones significativas en el área de ubicación prevista.

El proyecto producirá un impacto ambiental puntual, localizado en el espacio y en el tiempo, no presentando carácter transfronterizo. Los principales impactos podrán ser debidos a la generación de polvo y ruido. De la suma de factores expuestos anteriormente, se deduce que la capacidad de acogida del medio es alta, por la ausencia de valores ambientales y el carácter antropizado de la zona. 

Por todo ello considerado adecuadamente tramitado el expediente y de acuerdo con lo establecido en el artículo 47 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, teniendo en cuenta el resultado de las consultas realizadas y siguiendo los criterios del Anexo III de la citada Ley, la propuesta de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid es

Determinar que el proyecto no tendrá efectos significativos sobre el medio ambiente, en los términos establecidos en el presente Informe de Impacto Ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación. No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de marzo del año 2017, además de la que se cita a continuación, y en lo que no contradigan a las mismas:

▫ Se deberá obtener la correspondiente licencia para la planta de tratamiento por parte del Ayuntamiento de Cigales, así como la autorización de uso excepcional en suelo rústico.

◦ Se deberán obtener las correspondientes autorizaciones conforme a la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados.  

▫ Se deberá realizar la notificación de actividad potencialmente contaminadora de la atmósfera ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, al estar la actividad comprendida en el Grupo C, código 09 10 09 51 del Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza el catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación.

◦ Protección contra el ruido: tanto en la fase de construcción como en la de funcionamiento, la actividad se desarrollará teniendo en cuenta los niveles contemplados en la Ley 5/2009 del Ruido de Castilla y León.

◦ La captación de agua que actualmente está autorizada, se corresponde con una razón social, un uso y una parcela diferentes, por lo deberá modificarse las características del aprovechamiento otorgado por la Confederación Hidrográfica del Duero. Para el vertido de las aguas al terreno, deberá contarse previamente con la autorización de vertido correspondiente.

◦ La pantalla vegetal proyectada deberá definir el número de plantas y especies a utilizar, siendo objeto en el tiempo del mantenimiento adecuado que permita cumplir con el fin de su instalación.

◦ Protección del Patrimonio Cultural: deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.

◦ Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

◦ Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.

B.4.2. EIA-VA-2017-21: SONDEO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS en LA SECA (VALLADOLID), promovido por Mª CARMEN GUTIÉRREZ FERNÁNDEZ.

PROPUESTA DE INFORME DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO DE SONDEO PARA ALUMBRAMIENTO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE LA SECA (VALLADOLID), PROMOVIDO POR Dª Mª CARMEN GUTIÉRREZ FERNÁNDEZ.

La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 1. Apartado 2 “Proyectos de transformación a regadío o de avenamiento de terrenos cuando afecten a una superficie superior a 10 ha.” y en el Grupo 3 del mismo Anexo, apartado c) punto 3º “Perforaciones de más de 120 metros para el abastecimiento de agua”. 

 El proyecto consiste en la realización de un sondeo para la captación de aguas subterráneas, cuyo destino será el riego por goteo de una futura plantación de viñedo, y la transformación a regadío de varias parcelas que actualmente tienen la consideración de tierras de labor de secano. El sondeo se realizará en la parcela 44 del polígono 6, paraje “La Veguilla”. La superficie total objeto de riego será de 10,25 ha que se corresponde con las siguientes parcelas, todas ellas del polígono 6: 44, 5033, 5034, 5036 y 5037. El caudal total anual necesario se estima en 488,83 m3 por hectárea y año. El sondeo a ejecutar tendrá un diámetro de perforación de 500 mm., con una profundidad (estimada en proyecto) de 120 metros. Para la elevación del agua del nuevo sondeo se dispondrá de una electrobomba sumergible de 50 CV de potencia. Durante la construcción del sondeo, se implantará de manera temporal una pequeña balsa en el terreno de 26,25 m3 de capacidad, que será utilizado en la retención de los lodos y detritus que aparezcan durante la realización del entubado. Una vez realizada la perforación, será retirada y restaurada la zona de suelo afectada por la balsa y los trabajos del sondeo. 

El documento ambiental del proyecto analiza el ámbito territorial en el que se desarrollará, describiendo los impactos potenciales en el medio, y estableciendo una serie de medidas protectoras y correctoras.

De acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, se procedió a realizar el trámite de consultas a las administraciones afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental referido, solicitando informe a los siguientes órganos:

· Ayuntamiento de La Seca.

· Confederación Hidrográfica del Duero, que en su informe indica que se ha solicitado por el promotor y para la parcelas objeto de proyecto, un aprovechamiento de aguas subterráneas con destino a uso de riego agrícola, y que la zona tiene la consideración de Zona no Autorizada según el Plan Hidrológico de la Cuenca del Duero, y podrán limitarse las extracciones de agua subterránea. 

· Diputación de Valladolid, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Cultura, emite informe en el que manifiesta que no se han detectado interferencias con suelos protegidos arqueológicamente.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que no considera oportuno realizar observaciones.

· Ecologistas en Acción Valladolid.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, informa que no existe coincidencia territorial con la Red Natura 2000, ni se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en aquella.

A continuación se relacionan los criterios mencionados en el Anexo III de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, para el estudio de la posible afección significativa del proyecto:

1.– CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO.

La superficie que se va a afectar de forma directa por la realización del sondeo es de pocos metros cuadrados. La superficie de cultivo que se pretende regar se considera que tiene una extensión pequeña para este tipo de proyectos.

El principal recurso natural que se utilizará es el agua. En el mismo término municipal, y en el momento actual, no se tiene conocimiento de otros proyectos que impliquen nuevos regadío de parcelas mediante la instalación de nuevos sondeos. Por ello se estima que no existirán efectos sinérgicos de elevada magnitud, por lo que el impacto no se considera elevado, siempre y cuando la disponibilidad de recursos hídricos se estime como compatible por el organismo de cuenca y no se constaten otro tipo de afecciones, como por ejemplo en la avifauna esteparia.

En la fase de obras no se espera la generación de residuos, a excepción de los propios de la instalación de la tubería (residuos de construcción y demolición), y los correspondientes a los movimientos de tierra (lodos y fangos). También podrían generarse residuos de tipo aceites usados y grasas de la maquinaria a emplear, en el caso de producirse algún accidente.

Podrán existir puntualmente emisiones de polvo en el desarrollo de las obras, y un aumento en los niveles sonoros de la zona, hechos puntuales y de escasa magnitud por las características de la instalación.  

2.– UBICACIÓN DEL PROYECTO.

El principal uso del suelo en la actualidad es el cultivo agrícola de secano. 

En la zona no se localizan terrenos pertenecientes a la Red Natura 2000, ni elementos relevantes del medio natural sobre los que deban extremarse las precauciones en la fase de obras o de funcionamiento.

Existe por otra parte colindancia con la parcela 5035 que tiene la consideración de terreno de monte, aunque no se proyectan obras en estas zonas, y a priori no existirán afecciones sobre la zona forestal.

Por otra parte, el proyecto se ubica en una zona rural de baja densidad demográfica.

Sobre las posibles zonas con potencial afección al patrimonio cultural, no existen afecciones.

3.– CARACTERÍSTICAS DEL POTENCIAL IMPACTO.

Durante la fase de obras se producirán impactos de ámbito local de reducida entidad. La duración del impacto debido a las obras, tendrá lógicamente la duración de las mismas, que por otra parte será de muy corta duración. El efecto del sondeo, se estima que no causará un impacto negativo irreversible con las condiciones establecidas, y que será de igual entidad al existente en la actualidad. 

Por su situación geográfica no presenta carácter transfronterizo alguno.

Por todo lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, acuerda informar que el proyecto de sondeo para captación de aguas subterráneas no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente en los términos establecidos en el presente informe de impacto ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación.

No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de abril del año 2017, además de la que se cita a continuación, y en lo que no contradigan a las mismas:  


a) Concesión de aprovechamiento de aguas subterráneas: antes de iniciarse las obras del sondeo, deberá obtenerse de la Confederación Hidrográfica del Duero la autorización de concesión de aguas subterráneas para el uso previsto. 

b) Durante la fase de explotación del sondeo deberán tomarse las precauciones oportunas para no producir un enriquecimiento en nutrientes ni plaguicidas en las aguas subterráneas y/o superficiales.

c) Protección del Patrimonio Cultural: deberá tenerse en cuenta el art. 60 de la Ley 12/2002 de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse dicha circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León, a fin de dictar las normas de actuación que procedan. 

d) Protección de terrenos de monte y vías pecuarias: no podrán verse afectados de forma directa o indirecta los terrenos de montes colindantes de la parcela 5035. Cualquier actuación sobre dichos terrenos deberá ser informada con anterioridad por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. Igualmente, si los terrenos colindantes de la vía pecuaria “Colada de la Carretera de Valladolid a Medina” se viesen afectados, se deberá solicitar la oportuna autorización conforme la Ley de Vías Pecuarias.

e) Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

f) Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.
B.4.3. EIA-VA-2017-22: SONDEO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS Y CAMBIO DE CULTIVO A REGADÍO en CASTRILLO DE DUERO (VALLADOLID), promovido por JUAN MANUEL GARCÍA APARICIO.

PROPUESTA DE INFORME DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO DE SONDEO PARA ALUMBRAMIENTO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE CASTRILLO DE DUERO (VALLADOLID), PROMOVIDO POR BODEGAS Y VIÑEDOS MONTEABELLÓN S.L.

La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 1. Apartado 2 “Proyectos de transformación a regadío o de avenamiento de terrenos cuando afecten a una superficie superior a 10 ha.” y en el Grupo 3 del mismo Anexo, apartado c) punto 3º “Perforaciones de más de 120 metros para el abastecimiento de agua”. 

 El proyecto consiste en la realización de un sondeo para la captación de aguas subterráneas, cuyo destino será el riego por goteo de tres parcelas de viñedo. El sondeo se realizará en la parcela 10 del polígono 5. La superficie total objeto de riego será de 20,53 ha. que se corresponde con las siguientes parcelas, todas ellas del polígono 5: 6, 10 y 11. El caudal total anual necesario se estima en 5.149 m3 por hectárea. El sondeo a ejecutar tendrá un diámetro de perforación de 340 mm., con una profundidad de 300 metros. Para la elevación del agua del nuevo sondeo se dispondrá de una bomba sumergible de 9,8 kW de potencia. Una vez realizada la perforación, será retirada y restaurada la zona de suelo afectada por la balsa y los trabajos del sondeo. 

El documento ambiental del proyecto analiza el ámbito territorial en el que se desarrollará, describiendo los impactos potenciales en el medio, y estableciendo una serie de medidas protectoras y correctoras.

De acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, se procedió a realizar el trámite de consultas a las administraciones afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental referido, solicitando informe a los siguientes órganos:

· Ayuntamiento de Castrillo de Duero.

· Confederación Hidrográfica del Duero, que en su informe indica que se ha solicitado por el promotor y para la parcelas objeto de proyecto, un aprovechamiento de aguas subterráneas con destino a uso de riego agrícola. 

· Diputación de Valladolid, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Cultura, emite informe en el que manifiesta que no se incluye una estimación del impacto o incidencia sobre el Patrimonio Cultural, que será necesario para poder emitir informe final sobre el proyecto.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que no considera oportuno realizar observaciones.

· Ecologistas en Acción Valladolid.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, emite informe de no afecciones al medio natural, siempre y cuando se cumplan una serie de condiciones que se incluyen en el presente informe de impacto ambiental.

A continuación se relacionan los criterios mencionados en el Anexo III de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, para el estudio de la posible afección significativa del proyecto:

1.– CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO.

La superficie que se va a afectar de forma directa por la realización del sondeo es de pocos metros cuadrados. La superficie de cultivo que se pretende regar se considera que tiene una extensión pequeña para este tipo de proyectos.

El principal recurso natural que se utilizará es el agua. En el término municipal de Castrillo de Duero, y en el momento actual, no se tiene conocimiento de otros proyectos que impliquen nuevos regadíos de parcelas mediante la instalación de nuevos sondeos. Por ello se estima que no existirán efectos sinérgicos de elevada magnitud, por lo que el impacto no se considera elevado, siempre y cuando la disponibilidad de recursos hídricos se estime como compatible por el organismo de cuenca y no se constaten otro tipo de afecciones, como por ejemplo en la avifauna esteparia.

En la fase de obras no se espera la generación de residuos, a excepción de los propios de la instalación de la tubería (residuos de construcción y demolición), y los correspondientes a los movimientos de tierra (lodos y fangos). También podrían generarse residuos de tipo aceites usados y grasas de la maquinaria a emplear, en el caso de producirse algún accidente.

Podrán existir puntualmente emisiones de polvo en el desarrollo de las obras, y un aumento en los niveles sonoros de la zona, hechos puntuales y de escasa magnitud por las características de la instalación.  

2.– UBICACIÓN DEL PROYECTO.

El principal uso del suelo en la actualidad es el cultivo agrícola de secano. 

En la zona no se localizan terrenos pertenecientes a la Red Natura 2000, ni elementos relevantes del medio natural sobre los que deban extremarse las precauciones en la fase de obras o de funcionamiento.

Las parcelas 10 y 11 son colindantes con terrenos de monte, aunque no se proyectan obras en estas zonas, y a priori no existirán afecciones sobre la zona forestal. También existe colindancia con la vía pecuaria Cañada del Pico de la Merina con la parcela número 10, no considerando impactos reseñables.

Por otra parte, el proyecto se ubica en una zona rural de baja densidad demográfica.

Sobre las posibles zonas con potencial afección al patrimonio cultural, no existen afecciones.

3.– CARACTERÍSTICAS DEL POTENCIAL IMPACTO.

Durante la fase de obras se producirán impactos de ámbito local de reducida entidad. La duración del impacto debido a las obras, tendrá lógicamente la duración de las mismas, que por otra parte será de muy corta duración. El efecto del sondeo, se estima que no causará un impacto negativo irreversible con las condiciones establecidas, y que será de igual entidad al existente en la actualidad. 

Por su situación geográfica no presenta carácter transfronterizo alguno.

Por todo lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, acuerda informar que el proyecto de sondeo para captación de aguas subterráneas no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente en los términos establecidos en el presente informe de impacto ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación.

No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de enero del año 2017, además de la que se cita a continuación, y en lo que no contradigan a las mismas:  


a) Concesión de aprovechamiento de aguas subterráneas: antes de iniciarse las obras del sondeo, deberá obtenerse de la Confederación Hidrográfica del Duero la autorización de concesión de aguas subterráneas para el uso previsto. 

b) Durante la fase de explotación del sondeo deberán tomarse las precauciones oportunas para no producir un enriquecimiento en nutrientes ni plaguicidas en las aguas subterráneas y/o superficiales.

c) Protección del Patrimonio Cultural: Dado que el proyecto no incluye la estimación de impacto o de la incidencia sobre el Patrimonio Cultural, ésta estimación deberá ser realizada e informada favorablemente por la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Valladolid, conforme a la normativa aplicable (art. 45 de la ley 12/2002 y art. 30, 80 y 83 del Decreto 37/2007, Reglamento para la Protección del Patrimonio Cultural de Castilla y León). 

d) Protección de terrenos de monte y vías pecuarias: no podrán verse afectados de forma directa o indirecta los terrenos de montes colindantes con las parcelas objeto de proyecto. Cualquier actuación sobre dichos terrenos deberá ser informada con anterioridad por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. Igualmente, si los terrenos colindantes de la vía pecuaria “Cañada del Pico de La Merina” se viesen afectados, se deberá solicitar la oportuna autorización conforme la Ley de Vías Pecuarias.

e) Protección de la avifauna: para evitar afecciones negativas durante el período reproductivo de la avifauna, las actuaciones que conlleven el uso de maquinaria pesada y produzcan gran nivel de ruido se llevarán a cabo fuera de dicho período, esto es, fuera de los meses de marzo a junio, ambos inclusive.

f) Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

g) Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.

B.4.4. EIA-VA-2017-24: SONDEO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS en POZALDEZ (VALLADOLID), promovido por ÁNGEL LORENZO CACHAZO E ISABEL LÓPEZ PÉREZ.

La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 3, apartado c) punto 3º “Perforaciones de más de 120 metros para el abastecimiento de agua”. 

 El proyecto consiste en la realización de un sondeo para la captación de aguas subterráneas, cuyo destino será el riego por goteo de una parcela que se va a plantar con viñedo. El sondeo y riego se realizará en la parcela 13 del polígono 7. La superficie total objeto de riego será de 7,97 ha. El caudal total anual necesario se estima en 7.000 m3 al año. El sondeo a ejecutar tendrá un diámetro de perforación de 500 mm., con una profundidad de 170 metros. Para la elevación del agua del nuevo sondeo se dispondrá de una electrobomba sumergible de 40 CV de potencia y que será accionada mediante un grupo electrógeno. Se procederá a instalar en la fase de obras una balsa para la retención de lodos, con un volumen de 40 m3. Una vez realizada la perforación, será retirada y restaurada la zona de suelo afectada por la balsa y los trabajos del sondeo. 

El documento ambiental del proyecto analiza el ámbito territorial en el que se desarrollará, describiendo los impactos potenciales en el medio, y estableciendo una serie de medidas protectoras y correctoras.

De acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, se procedió a realizar el trámite de consultas a las administraciones afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental referido, solicitando informe a los siguientes órganos:

· Ayuntamiento de Pozaldez.

· Confederación Hidrográfica del Duero, que en su informe indica que se ha solicitado por el promotor y para la parcelas objeto de proyecto, un aprovechamiento de aguas subterráneas con destino a uso de riego agrícola, y que la parcela de actuación se sitúa sobre la Zona No Autorizada, en la que de acuerdo con el Plan Hidrológico de la cuenca del Duero, se limitarán las extracciones de aguas subterráneas en función del grado de explotación de la zona de la masa de agua.

· Diputación de Valladolid, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Cultura, emite informe en el que manifiesta que no se han detectado interferencias con suelos protegidos arqueológicamente y no se considera necesario llevar a cabo ninguna medida cautelar.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que no considera oportuno realizar observaciones.

· Ecologistas en Acción Valladolid.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, informa que no existe coincidencia territorial con la Red Natura 2000, ni se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en aquella.

A continuación se relacionan los criterios mencionados en el Anexo III de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, para el estudio de la posible afección significativa del proyecto:

1.– CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO.

La superficie que se va a afectar de forma directa por la realización del sondeo es de pocos metros cuadrados. La superficie de cultivo que se pretende regar se considera que tiene una extensión pequeña para este tipo de proyectos.

El principal recurso natural que se utilizará es el agua. En el término municipal de Pozaldez, se tiene conocimiento de anteriores proyectos que implican nuevos regadíos de parcelas mediante la instalación de nuevos sondeos, aunque por su magnitud, se estima que no existirán efectos sinérgicos elevados, por lo que el impacto no se considera elevado, siempre y cuando la disponibilidad de recursos hídricos se estime como compatible por el organismo de cuenca y no se constaten otro tipo de afecciones, como por ejemplo en la avifauna esteparia.

En la fase de obras no se espera la generación de residuos, a excepción de los propios de la instalación de la tubería (residuos de construcción y demolición), y los correspondientes a los movimientos de tierra (lodos y fangos). También podrían generarse residuos de tipo aceites usados y grasas de la maquinaria a emplear, en el caso de producirse algún accidente.

Podrán existir puntualmente emisiones de polvo en el desarrollo de las obras, y un aumento en los niveles sonoros de la zona, hechos puntuales y de escasa magnitud por las características de la instalación.  

2.– UBICACIÓN DEL PROYECTO.

El principal uso del suelo en la actualidad es el cultivo agrícola de secano. 

En la zona no se localizan terrenos pertenecientes a la Red Natura 2000, ni elementos relevantes del medio natural sobre los que deban extremarse las precauciones en la fase de obras o de funcionamiento.

No existen elementos con protección desde el punto de vista del medio natural.

Por otra parte, el proyecto se ubica en una zona rural de baja densidad demográfica.

Sobre las posibles zonas con potencial afección al patrimonio cultural, no existen afecciones.

3.– CARACTERÍSTICAS DEL POTENCIAL IMPACTO.

Durante la fase de obras se producirán impactos de ámbito local de reducida entidad. La duración del impacto debido a las obras, tendrá lógicamente la duración de las mismas, que por otra parte será de muy corta duración. El efecto del sondeo, se estima que no causará un impacto negativo irreversible con las condiciones establecidas, y que será de igual entidad al existente en la actualidad. 

Por su situación geográfica no presenta carácter transfronterizo alguno.

Por todo lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, acuerda informar que el proyecto de sondeo para captación de aguas subterráneas no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente en los términos establecidos en el presente informe de impacto ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación.

No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de junio del año 2017, además de la que se cita a continuación, y en lo que no contradigan a las mismas:  


a) Concesión de aprovechamiento de aguas subterráneas: antes de iniciarse las obras del sondeo, deberá obtenerse de la Confederación Hidrográfica del Duero la autorización de concesión de aguas subterráneas para el uso previsto. 

b) Durante la fase de explotación del sondeo deberán tomarse las precauciones oportunas para no producir un enriquecimiento en nutrientes ni plaguicidas en las aguas subterráneas y/o superficiales.

c) Protección del Patrimonio Cultural: deberá tenerse en cuenta el art. 60 de la Ley 12/2002 de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse dicha circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León, a fin de dictar las normas de actuación que procedan

d) Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

e) Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.

En todos los asuntos de este apartado 4, al concluir la explicación por el Técnico del Servicio Territorial de Medio Ambiente, el Jefe del Servicio Territorial de Cultura puntualizó cuestiones que deben figurar en todos los acuerdos cuyas correcciones se encuentran ya efectuadas en los mismos.

Siendo las once horas y treinta minutos del día señalado en el encabezamiento, una vez tratados todos los puntos recogidos en el orden del día de la convocatoria, se levantó la sesión, sin que se formularan ruegos ni preguntas por los asistentes.
De todo lo cual doy fe como Secretaria de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid. 

LA SECRETARIA DE LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO


Vº Bº

EL PRESIDENTE

Fdo.: Isabel Fernández Contero.

Fdo.: D. Pablo Trillo – Figueroa y Martínez - Conde
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